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ENVÍO DE ORIGINALES Y NORMAS DE PUBLICACIÓN
La revista se ajustará en la selección de los artículos a los criterios de calidad 
informativa y de calidad del proceso editorial, indicados en el BOE núm. 266, 
de 7 de diciembre de 2005, apéndice 1, para que sus artículos cumplan con los 
requisitos exigidos para la obtención de evaluaciones positivas en los sexenios 
de la Actividad Investigadora (Resolución de 25 de octubre de 2005, de la 
Presidencia de la Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad Investigadora).

AequAlitaS aceptará para su publicación todos aquellos artículos que sean 
inéditos y versen sobre el tema central de la revista.

El Consejo de Redacción atenderá cualquier sugerencia o consulta previa, 
para evitar reiteraciones en las posibles colaboraciones (Teléfono 976 762 117.
Departamento de Derecho Público).

Los originales serán remitidos a la directora de la revista:

Profesora María Elósegui
Facultad de Derecho
Universidad de Zaragoza.
50006 Zaragoza (España).

Los trabajos no excederán de diez hojas DIN A4, de 30 líneas de texto.

Se enviarán en soporte de papel y en diskette de ordenador de 3,5” (PC o 
Macintosh), trabajados en WORD o similar, o bien por e-mail (elosegui@
unizar.es), indicando a qué sección de la revista van destinados, teniendo en cuen-
ta que las citas se incluirán a pie de página, según el siguiente modelo:

AUTOR o AUTORA del LIBRO, N. Título, lugar de edición, editorial, año, 
página. AUTOR o AUTORA. REVISTA, N. “Título del artículo de la revista”, Re-
vista, n.º, vol. (año), pp. 1-31.

Se indicará el autor, lugar de trabajo, dirección, teléfonos y, en su caso, el e-mail.

No se devolverán los originales y no se mantendrá correspondencia sobre las 
colaboraciones que no se hayan encargado, sin que ello sea obstáculo para que se 
envíen artículos por libre iniciativa.

La selección se hará según criterios científicos, solicitando la lectura de los artículos 
a dos expertos externos al Consejo de Redacción. También y en su caso se solicitará 
la lectura a miembros del Consejo Asesor u otras personas especialistas cuando se 
estime oportuno y, en consecuencia, podrán ser aceptados para su publicación.

AequAlitaS no se hace responsable de las opiniones de las autoras y autores de los
artículos publicados, ni de posibles variaciones en las programaciones anunciadas.
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E D I T O R I A L

E ste número continúa en parte la temática planteada por la Ley Orgánica 3/2007 de Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres, aportando una perspectiva
desde otras áreas del saber como es la Economía, en parte propiciada por el desarrollo del II Congreso de Economía Feminista, celebrado en mayo de 2007
en la Universidad de Zaragoza.

Se abre con un estudio estadístico sobre la presencia de mujeres y hombres en el mundo universitario en España; alumnado, profesorado y personal de
Administración y servicios. Sus redactoras son un grupo de profesoras investigadoras de la Universidad del País Vasco y de la Universidad de Deusto.

Con la publicación de este estudio damos respuesta a un desideratum del profesor García Cantero, que insistía a lo largo de una reunión y otra de nuestro
Consejo de redacción en el deber de aportar datos sobre la realidad de presencia o ausencia de mujeres en los cargos universitarios.

Su oportunidad se ve reforzada por el hecho ya señalado en al editoral del anterior número sobre la creación de la Cátedra de Género en nuestra Universidad,
así como la futura creación de Unidades de Igualdad, obligatorias ya en la Administración Pública.

A continuación, el profesor Jaime Cabeza, Catedrático de Derecho del Trabajo desarrolla los planes de igualdad en la negociación colectiva, previstos en la
mencionada Ley Orgánica.

En apoyo de la necesidad de seguir incidiendo en la discriminación laboral de las mujeres contamos con el estudio sobre “La oferta de trabajo como fuente
de la segregación por sexo: el caso de España”, realizado por un grupo de investigación, formado por profesoras Titulares del Departamento de Economía y
Dirección de Empresas de la Universidad de Zaragoza, que integran el grupo de investigación consolidado “IDEA”.

La profesora Yolanda Jubeto Ruiz aporta un estudio comparado muy ilustrativo sobre las experiencias europeas en presupuesto con enfoque de género.

La profesora Paloma de Villota, Titular de Economía Política de la Universidad Complutense realiza un análisis del retroceso desde la perspectiva de género
en la política fiscal española, en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, sobre la Renta de las Personas Físicas.

También en el estudio presentado por la Profesora de Derecho del Trabajo de la Universidad Carlos III de Madrid, Eva Blázquez Agudo se analiza las
consecuencias que el sistema de cotizaciones de la Seguridad Social arroja sobre las pensiones de viudedad.

María Elósegui Itxaso
Profesora Titular de Filosofía del Derecho de la Universidad de Zaragoza. 

Directora de la Revista AequAlitaS

D esde el pasado mes de julio he asumido la dirección del Instituto Aragonés de la Mujer. Inicio mi andadura en este cargo en un momento muy interesante
y especialmente activo en lo que a políticas de Igualdad se refiere. En los últimos tiempos, estamos asistiendo al desarrollo de un importante repertorio de
leyes y medidas que han supuesto un fuerte impulso en la aspiración de lograr la igualdad efectiva como una legítima aspiración democrática.

Se ha creado una secretaría de Estado de Políticas de Igualdad, se ha promulgado la Ley Integral contra la Violencia de Género, aparejada con una Delegación
especial del Gobierno para desarrollar y hacer un seguimiento de la misma; han visto la luz varias ordenes ministeriales que recogen medidas para favorecer
la igualdad entre hombres y mujeres, el Plan Concilia, la, comúnmente llamada, Ley de la Dependencia –que indirectamente todos sabemos que va a
repercutir en las mujeres, como cuidadoras informales– y la Ley Orgánica de Igualdad efectiva entre mujeres y hombres. Todo esto supone un plan de
choque sin precedentes y abren un nuevo escenario de juego político, social y normativo en el que los organismos de igualdad van a tener que desempeñar
un papel muy importante. 

En mi opinión, la Ley Orgánica 3/2007 de Igualdad Efectivas de Hombres y Mujeres es claramente ambiciosa y relevante por su potencial transformador de
una realidad asimétrica. Y aunque tiene un carácter horizontal, abarcando todas las políticas sectoriales, adquiere una significación especial en el ámbito
específico de las relaciones laborales. Las medidas recogidas en la nueva normativa relativas al empleo, a las que van dedicados los artículos de este número
de Aequalitas, pretenden remover los obstáculos que impiden la igualdad real de oportunidades en el acceso al empleo, a la formación, a la promoción
profesional, incidiendo, también, en las condiciones de trabajo de los hombres y de las mujeres que favorezcan la conciliación de la vida familiar, personal
y laboral. Para ello, establece una serie de medidas directas e indirectas e incorpora nuevos derechos laborales y mejora parte de los que existían con
anterioridad, modificando, para ello, diversas leyes; entre ellas, el Estatuto de los Trabajadores, la Ley General de la Seguridad Social o la Ley de Medidas
para la Reforma de la Función Pública.

Alguien se puede preguntar: ¿Era necesaria esta ley? Rotundamente sí. Una de las razones, aunque pueda parecer paradójico, es para hacer cumplir el
ordenamiento jurídico. Nuestra Constitución ya proclama en su artículo 14 el derecho a la igualdad y a la no discriminación por razón de sexo. Otra razón, es
para respetar distintos tratados Internacionales y, fundamentalmente, para dar cumplimiento, incorporando al ordenamiento español, dos directivas europeas
en materia de igualdad de trato. 

Estoy convencida de que se ha dado un paso inmenso en mejorar la sociedad. Un paso que, con el tiempo, provocará transformaciones trascendentales, porque
propone cambios estructurales que afectan a las pautas sociales y culturales.

Sirva esta breve presentación para saludar a todos los lectores de esta magnifica publicación de la que nos sentimos, en este Instituto, muy orgullosas de
contribuir a su existencia.

Rosa Borraz Pallarés
Directora del Instituto Aragonés de la Mujer. Departamento de Servicios Sociales y Familia. Gobierno de Aragón. 

Subdirectora de la Revista AequAlitaS
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Experiencias europeas en
presupuestos con enfoque de
género: una revisión critica

POR YOLANDA JUBETO RUIZ .
Facultad de Ciencias Económicas y Empresariales.

Universidad del País Vasco/Euskal Herriko Unibertsitatea.

Por ejemplo, en sus análisis de las medidas
presupuestarias relativas a los programas de-
nominados del “Nuevo Acuerdo” (New De-
al) han constatado que solamente el 8% de
los recursos estaban destinado a programas
dirigidos a familias monoparentales, de los
que el 95% son mujeres. Sin embargo, el
57% de los programas estaban dirigidos a
personas jóvenes, de los que solamente el
27% eran mujeres.

www.wbg.org.uk/RRB.htm

Los resultados se presentaron en el Final Re-
port of the Gender Analysis of Expenditure
Project (HM Treasury y DTI), 2004.
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1. INTRODUCCIÓN
El objetivo de esta comunicación con-
siste en presentar una serie de refle-
xiones sobre las potencialidades y
límites que presentan los análisis pre-
supuestarios con enfoque de género
(PEG), a partir de una muestra de las
experiencias desarrolladas en Europa
a lo largo de las últimas décadas. So-
mos conscientes de que la mayor par-
te de estas iniciativas son bastante
recientes, por lo que el análisis a veces
consiste más en el conocimiento del
proceso que de sus resultados de im-
pacto. No obstante, consideramos que
estos análisis comparativos pueden
contribuir en el proceso de divul-
gación de las mismas, ya que en la 
actualidad se está extendiendo su prác-
tica, tanto en algunas zonas de Europa
central y oriental (Lituania, Turquía…)
como del resto del mundo. 

Partiremos en esta descripción de una
clasificación inicial basada en el agen-

te impulsor central de los análisis PEG,
en función de que pertenezca a la so-
ciedad civil o a las estructuras guber-
namentales. En algunos casos, este
esfuerzo se convierte en una aproxi-
mación, puesto que en determinadas
experiencias se ha producido una com-
binación de ambas iniciativas, lo que
dificulta conocer quién ha dado el pri-
mer paso, así como el nivel de in-
fluencia efectiva que ha tenido la
presión de la sociedad en la aplicación
por parte de los gobiernos de estas es-
trategias. No obstante, en general se
suele destacar claramente la predomi-
nancia de una u otra estructura en el
impulso inicial. Por ello, sólo descri-
biremos aquellas que hayan tenido una
trayectoria con suficiente calado como
para que podamos aprender de ellas.

A partir de ahí, describiremos los pro-
cesos seguidos y sus principales carac-
terísticas, haciendo hincapié en las

metodologías más novedosas y las áreas
de acción gubernamental analizadas.
Junto a las experiencias desarrolladas
a nivel estatal, incluiremos las expe-
riencias regionales y locales, impulsa-
das principalmente por la sociedad
civil, las cuales se han desarrollado 
en la gran mayoría de los casos en Es-

D E R E C H O
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los casos grupos feministas) han sido
las pioneras en estas prácticas en el con-
tinente. Destaca, en primer lugar, la
experiencia anglosajona, ya que en el
Reino Unido fue a finales de los 80
cuando se formó el grupo promotor
de los PEG, cuya labor ha impulsado
la creación de grupos con los mismos
objetivos en Escocia e Irlanda. Asi-
mismo, a mediados de los 90 en Sui-
za y unos años después en la Europa
Germánica se han formado grupos de
presión que están logrando que las ins-
tituciones públicas reaccionen e incor-
poren análisis presupuestarios con este
enfoque, aunque con diversa intensi-
dad, como veremos en este apartado. 

La experiencia europea pionera, por lo
tanto, ha tenido lugar en el Reino
Unido, donde se formó en 1989 un
Grupo denominado Women´s Budget
Group (WBG), integrado por activis-
tas de género de diferentes sectores,
especialmente de los ámbitos univer-
sitario, sindical y de ONGs, preocu-
padas por las implicaciones de la
política económica en las condiciones
de vida de las mujeres. Esta es una de
las características básicas de todas las
iniciativas de PEG desarrolladas a ni-
vel internacional, conocer el impacto
de la política económica con reflejo
presupuestario en las condiciones de
vida de las mujeres en comparación
con las de los hombres, a partir de las
múltiples dimensiones de las desven-
tajas que sufren las primeras.

Este grupo ha demostrado ser muy ac-
tivo a lo largo de los años. Entre sus ac-
tividades destaca ser un grupo de presión
que trata de persuadir a las personas res-
ponsables del Ministerio de Finanzas
británico para que incorporen anual-
mente una evaluación de impacto de 
género del presupuesto público y con-
sideren, en todas las fases de formula-
ción de las políticas, su impacto sobre
las relaciones de género (Himmelweit,
2002:49), incluyendo el análisis de la
Revisión Quinquenal del Gasto. 

Además, hace una importante labor de
difusión de sus posturas críticas ante 
las políticas gubernamentales, por me-
dio de la publicación de documentos 2

1

donde cuestiona el marco económico
implícito en el enfoque del Ministerio
de Finanzas; pone mucho énfasis en la
economía de los cuidados y en el repar-
to del tiempo; y plantea una redefinición
del concepto económico de “eficiencia”.
Muestra, asimismo, una sensibilidad es-
pecial hacia la pobreza entre las mujeres
y las medidas para combatirla. Sus aná-
lisis del presupuesto británico se han cen-
trado más en la parte del ingreso y
transferencias que en el gasto, debido,
en parte, a la naturaleza de los presu-
puestos en el Reino Unido, donde el
mayor debate se produce en el ámbito
impositivo, siendo las partidas de gasto
debatidas posteriormente, con un eco
social inferior (Budlender et al., 2002a). 

Tras realizar una crítica anual a las pro-
puestas realizadas por el gobierno 
británico en su presentación presu-
puestaria, el potencial del WBG au-
mentó cuando el Partido Laborista fue
elegido para formar gobierno en 1997.
Este ha demostrado tener una postu-
ra más abierta a la participación social
que el gobierno anterior, lo que le ha
impulsado a abrir anualmente un pe-
ríodo de consulta sobre el borrador
presupuestario, con objeto de ampliar
las posibilidades de participación so-
cial. Este cambio ha permitido al WBG
realizar envíos formales de sus pro-
puestas al gobierno, con las que ha
ejercido una mayor influencia sobre el
presupuesto, y a partir de 1998 man-
tiene reuniones periódicas con el Mi-
nisterio de Finanzas.

La Conferencia de Beijing de 1995 y
las de la OCDE y la Unión Europea
de 2000 y 2001 han impulsado, asi-
mismo, al Ministerio de Hacienda a
comprometerse en la utilización del
enfoque PEG con la colaboración de
la Unidad de Mujeres e Igualdad del
Gobierno y la asesoría y apoyo técni-
co del WBG. En este proceso han co-
menzado con la realización de una
experiencia piloto de un año de dura-
ción (mediados 2003/mediados 2004),
en la que se analizaron algunos pro-
yectos de gasto de dos departamentos
gubernamentales . 

Los departamentos que participaron
en la experiencia piloto fueron el de

3
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tados federales. En las experiencias 
impulsadas por las administraciones
públicas nos encontramos también con
una amplia casuística. Por ejemplo, Ita-
lia, un Estado unitario formado por
regiones y provincias, está conocien-
do iniciativas a nivel regional y local,
sin existir una a nivel estatal, justifica-
do por la historia y cultura italiana res-
pecto al protagonismo municipal en la
vida política. En el otro extremo nos
encontramos con los Estados nórdi-
cos, también unitarios y fuertemente
descentralizados, en los que las expe-
riencias de PEG en marcha están sien-
do impulsadas principalmente por los
gobiernos estatales, los cuales están co-
laborando entre ellos para mejorar sus
prácticas por medio de la labor del
Consejo Nórdico, donde la experien-
cia local es más limitada. Por ello, a
partir de estas descripciones intenta-
remos sintetizar la casuística existente
en Europa en la actualidad, lo que nos
servirá de base para plantear unas re-
flexiones finales con las que termina-
remos la comunicación. 

Nos gustaría, asimismo, destacar que
en esta ponencia no vamos a incluir
una descripción general de la evolu-
ción y principales metodologías utili-
zadas en los análisis presupuestarios
con enfoque de género desde sus ini-
cios, a mediados de la década de los
80 en Australia, ya que ese trabajo fue
presentado por la autora de esta co-
municación en el I Congreso de Eco-
nomía Feminista celebrado en abril
del 2005 en Bilbao (Facultad de Cien-
cias Económicas y Empresariales de la
Universidad del País Vasco/Euskal
Herriko Unibertsitatea), con el título:
“Reflexión sobre las principales meto-
dologías utilizadas en los análisis pre-
supuestarios desde la perspectiva de
género a nivel internacional y sus
vínculos con la participación social”.

2. EXPERIENCIAS EUROPEAS 
DE PEG IMPULSADAS 
POR LA SOCIEDAD CIVIL

Las experiencias de PEG desarrolladas
en Europa cuyo agente impulsor ini-
cial ha sido un colectivo pertenecien-
te a la sociedad civil (en la mayoría de
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Comercio e Industria (DTI) y el de
Trabajo y Pensiones. El primero eligió
el Servicio de Pequeña Empresa, una
agencia departamental que tiene clien-
tes directos, y cuyo objetivo es servir
de voz a las pequeñas empresas para
mejorar la calidad y coherencia de los
programas de ayuda a las mismas. Es-
te servicio tiene entre sus objetivos in-
crementar el número de pequeñas
empresarias, que se encuentran en la
actualidad subrepresentadas en este co-
lectivo. Para el análisis eligieron dos
programas que buscaban impulsar el
empresariado por medio del recono-
cimiento de buenas prácticas.

El Departamento de Trabajo y Pen-
siones eligió dos programas, el acuer-
do para familias monoparentales, y el
destinado a aquellas personas que lle-
van más de 18 meses en situación de
desempleo, dada la existencia de datos
desagregados. Ambos programas pre-
tenden incentivar a la gente desem-
pleada a que encuentre un empleo, por
medio de cursos, orientación e impul-
so al autoempleo. 

En los análisis de los datos existentes,
en el primer caso se llegó a la conclu-
sión que era necesaria una compren-
sión más profunda de la desigualdad
de género en la política empresarial,
para lo que era también un requisito
reunir datos adecuados y desagregados
por sexo, no disponibles en ese mo-
mento, que fueran analizados de for-
ma continuada y coherente.

En el caso del Departamento de Tra-
bajo y Pensiones, los programas elegi-
dos tenían un componente de género
muy marcado, ya que el colectivo ob-
jetivo era fuertemente femenino, en el
caso de las familias monoparentales
(90% del total), y fuertemente mascu-
lino en el caso de las personas desem-
pleadas mayores de 25 años (84% eran
hombres). Consideraron, finalmente,
que sería más interesante tomar pro-
yectos que estuvieran menos sesgados,
aunque también les resultó de interés
hacer seguimiento de las trayectorias
profesionales de las mujeres y los hom-
bres en estos dos programas. 

A pesar de que la experiencia piloto fue
bastante sencilla, se concluyó que ha-

bía contribuido a despertar el interés 
y la necesidad de seguimiento de la
perspectiva de género en las políticas
públicas, especialmente, en las aparen-
temente neutras. Reveló, también, la
necesidad de datos desagregados, que
permitieran incrementar el nivel de efi-
cacia y eficiencia de las políticas públi-
cas (HM Treasury et al., 2004:17).
Tema recurrente en todas las expe-
riencias realizadas hasta el momento. 

En la auto-evaluación de su trabajo, el
WBG considera que su actividad ha re-
sultado eficaz a la hora de influir en las
políticas gubernamentales, ya que han
conseguido incluir temas adicionales
en la agenda del Gobierno. Bellamy
(2002), por ejemplo, destaca las mo-
dificaciones introducidas en la refor-
ma de las ayudas fiscales a las Familias
Trabajadoras (Working Families Tax
Credit). Esta ayuda ha sido dividida en
dos créditos separados, el Crédito Im-
positivo del Empleo y el Crédito In-
tegrado Infantil. Esta división supone
un avance a la hora de facilitar un sis-
tema integrado de ayuda financiera a
la infancia, sin relación con la situación
laboral de la madre o el padre. Ade-
más, el Crédito Infantil se otorga aho-
ra a la persona cuidadora responsable
de la criatura y no al cabeza de familia
(Elson, 2002b). El WBG argumenta-
ba que cualquier efecto producido por
los incentivos al empleo debería tener
como objetivo tanto a mujeres como
a hombres por igual, por lo que el 
trabajo debería resultar igualmente 
remunerado para ambos sexos, y se de-
bería animar a que ambos compartie-
ran los papeles de cuidadores y de
trabajadores remunerados. Habían
constatado que el crédito fiscal a las fa-
milias trabajadoras, tal como estaba di-
señado en un principio, estaba
funcionando de tal manera que para la
mayoría de las familias resultaba más
práctico que uno de los cónyuges tra-
bajara muchas horas fuera del hogar,
mientras el otro se encargaba de la ma-
yor parte de las responsabilidades del
cuidado, aceptando sólo un papel se-
cundario en el mercado laboral, si es
que participaba en el mismo. 

El trabajo y experiencia del WBG del
Reino Unido ha impulsado la creación

de los grupos de presupuestos de gé-
nero en Gales, Escocia e Irlanda . 

En la base de la iniciativa escocesa se
encuentra el trabajo realizado por la
organización Engender , que consti-
tuye una red de información e inves-
tigación para las mujeres escocesas, que
trabaja con otros grupos, tanto a nivel
local como internacional, en la mejo-
ra de las vidas de las mujeres y a favor
del aumento de su poder e influencia
en todos los niveles de la sociedad es-
cocesa. 

El trabajo de Engender en el impulso
de las iniciativas PEG comenzó con el
proceso de descentralización británica,
vistas las posibilidades que ofrecía el
nuevo ejecutivo y, sobre todo, el nue-
vo Parlamento Escocés para responder
a las necesidades de las mujeres. Así, or-
ganizó un Seminario en noviembre
1999 para contrastar, con grupos y per-
sonas interesadas, las posibilidades de
formar un grupo de trabajo sobre pre-
supuestos de género, inspirándose en
el trabajo realizado por el WBG britá-
nico. Ahí decidieron constituir un gru-
po a nivel de Escocia, que pronto
tendría la oportunidad de realizar pro-
puestas ante la presentación del primer
presupuesto de gasto del gobierno autó-
nomo de 2000-01 y 2001-02.

Formalmente, el Scottish Women's
Budget Group (SWBG) se estable-
ció en mayo del 2000 con objeto de
utilizar la experiencia de la academia,
comunidades de base, sectores de vo-
luntariado y fuerzas sindicales para co-
nocer cómo es gastado el dinero que
aportan los y las contribuyentes al era-
rio público, y cómo afecta este gasto
a las mujeres y a los hombres, reali-
zando propuestas que ayudasen a pro-
mocionar los intereses de las mujeres.
Entre sus principales actividades se en-
cuentra la de impulsar al ejecutivo 
y legislativo escocés para que utilicen
el análisis de género en la mejora de
las políticas públicas. En este sentido,
cuando el Ejecutivo lanzó su primera
propuesta de presupuesto, el SWBG
hizo pública una respuesta colectiva,
en la que recogía el impacto sobre las
relaciones de género de medidas es-
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pecíficas, y realizaba propuestas para
establecer un marco que asegurase un
análisis de impacto de género del pro-
ceso presupuestario. El Gobierno 
respondió públicamente manifestan-
do que pensarían la idea de llevar a ca-
bo una auditoría de género del gasto
público. A partir de ahí, se realizaron
una serie de reuniones conjuntas, tan-
to con Comités parlamentarios como
con el Ministerio de Finanzas, para ha-
cer realidad la propuesta, y en octubre
del 2000 se formó un Grupo de tra-
bajo denominado Equality Proofing
Budgets and Policy Advisory Group en
el que estaba representado el SWBG.

Estos contactos y las actividades del
grupo de trabajo y de la Comisión de
Igualdad de Oportunidades, han im-
pulsado al ejecutivo escocés a realizar
un plan para conseguir la igualdad de
género a través de “La estrategia de la
igualdad” (the “Equality Strategy”).
Dentro de la misma se incluye el com-
promiso de desarrollar mecanismos
que permitan realizar la evaluación de
impacto de género del presupuesto y
de los planes de gasto del gobierno. 

Una vez comenzado el proceso, un
tema fundamental que aparece en to-
das las experiencias y también en la
iniciativa escocesa consiste en formar
y capacitar a las personas que traba-
jan en la administración, lo cual re-
quiere tiempo (Mckay, 2005:15). En
este sentido, y con objeto también de
desarrollar instrumentos para analizar
el presupuesto desde la perspectiva de
género se ha llevado a cabo un traba-
jo piloto con los Departamentos de
Salud y el de Cultura, Turismo y De-
porte (División de Deporte), que co-
menzó en enero del 2005. El análisis
se ha centrado en detectar las poten-

ciales diferencias de género en las res-
puestas dadas a iniciativas lanzadas por
ambos Departamentos de forma cru-
zada, estableciendo conexiones que
subrayan la naturaleza transversal de
la desigualdad. Los programas anali-
zados han sido el relativo a la pre-
vención del tabaco y el de escuelas
activas, relacionado con el deporte en
las escuelas. 

La metodología seguida en este estu-
dio se compone de los siguientes seis
elementos. En primer lugar, se ha rea-
lizado un repaso de la literatura exis-
tente relativa a las diferencias de género
en las áreas bajo estudio. A continua-
ción, se ha descrito la política for-
mulada y los recursos asignados,
incluyendo entrevistas con las perso-
nas responsables de los programas y
de los organismos implicados en la
puesta en marcha de las iniciativas. A
partir de las lecciones aprendidas y de
las mejores prácticas internacionales se
ha elaborado una guía para las perso-
nas responsables de los programas y
un informe sobre el progreso de los
programas piloto que recoge tanto la
revisión bibliográfica, el análisis de los
resultados y algunas recomendaciones
para el trabajo futuro en Presupuestos
con Enfoque de Género. Tras la rea-
lización de una breve reseña del tra-
bajo piloto a incluir en el borrador
presupuestario de septiembre del 2005,
se ha concluido con un Plan de Acción
para la siguiente fase del trabajo den-
tro del Ejecutivo Escocés.

Una vez realizado el trabajo piloto, sin
embargo, el ejecutivo escocés no lo in-
corporó finalmente en el borrador pre-
supuestario por falta de consenso
dentro de los departamentos afecta-
dos. En el futuro próximo, se podrá
observar cómo evoluciona esta inicia-
tiva, que actualmente se encuentra es-
tancada por falta de voluntad para
implementarla por parte del ejecutivo
actual, obstáculo también muy común
en un número elevado de experiencias
realizadas.

En el caso de Irlanda, aunque la ex-
periencia del WBG británico también
ha tenido un efecto catalizador en la
puesta en práctica de iniciativas PEG,

la experiencia irlandesa tiene unas ca-
racterísticas propias, ya que cuenta con
dos ejes principales de actuación, al
existir tanto una política de igualdad
por parte del gobierno irlandés como
una estrategia de lucha contra la po-
breza que integró la perspectiva de 
género. Existe asimismo una Consul-
tora irlandesa, WRC (Work Research
Co-operative, Social and Economic
Consultants) cuya labor se centra en
desarrollar políticas que parten de la
práctica, con proyectos de base para
aprender e influir en los cambios de
políticas en los departamentos guber-
namentales nacionales y europeos. Tra-
bajan, especialmente, en temas de
inclusión social e igualdad de género,
realizando análisis e instrumentos ana-
líticos y de formación. Su trabajo está
contribuyendo a la puesta en marcha
de iniciativas PEG en la dinámica ad-
ministrativa, por medio también de su
apoyo técnico. En este sentido, consi-
deramos que la experiencia irlandesa
es una iniciativa mixta que cuenta con
resortes e implementación institu-
cionalizada e impulso tanto interior
como exterior a la administración, aun-
que los obstáculos encontrados en el
camino son similares a los de la ma-
yoría de las experiencias, como reco-
geremos un poco más adelante.

En el proceso de análisis de las políti-
cas desde esta perspectiva han apareci-
do, así, una serie de obstáculos en los
departamentos a la hora de desarrollar
valoraciones de impacto de género de
la pobreza. En la revisión realizada por
el Nacional Economic and Social Fo-
rum sobre la estrategia de lucha con-
tra la pobreza concluyeron que, en
general, los departamentos guber-
namentales habían respondido po-
bremente a los requerimientos de
desarrollar valoraciones de impacto, ya
que aunque reconocían un aumento
en la sensibilización sobre su necesidad
se había detectado falta de voluntad
política, falta o escasez de formación,
de recursos y de indicadores, que re-
velaban también carencias en los datos
recopilados. Obstáculos que han apa-
recido, como mencionábamos previa-
mente en la mayoría de las experiencias
realizadas aunque con diversa intensi-
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dad en función del grado de concien-
ciación de la jerarquía administrativa.

Además, las personas responsables de
poner en práctica las evaluaciones de
impacto señalaban que “las limitacio-
nes de tiempo, el secretismo y las con-
sideraciones políticas relacionadas con
el Presupuesto no auguraban buenas
perspectivas para la presentación de la
evaluación de impacto en el Presu-
puesto”. No obstante, sí se había in-
cluido alguna información sobre las
consecuencias distributivas de las mo-
dificaciones introducidas en el im-
puesto sobre la renta y en relación con
las políticas de bienestar social. Y exis-
tían planes en 2003 para mejorar la si-
tuación anterior e incluir un análisis
más integral de los efectos de la polí-
tica en los colectivos más pobres, te-
niendo en cuenta especialmente el
género, entre otras variables (me-
dioambiente, ruralidad…).

Por su parte, el Nacional Women´s
Council de Irlanda (NWCI) realiza in-
formes previos al presupuesto desde una
perspectiva de igualdad de género, y
una vez aprobado el mismo analiza has-
ta qué punto se han tenido en cuenta
sus recomendaciones. Por otra parte,
en las negociaciones entre los agentes
sociales también se realizan recomen-
daciones sobre cómo se debería gastar
el presupuesto relativo a la inclusión so-
cial y la igualdad, lo cual es considera-
do un buen punto de partida para los
futuros análisis de los presupuestos 
desde el género. Asimismo, se han rea-
lizado algunos informes fruto de in-
vestigaciones llevadas a cabo sobre los
cuidados y las reformas del bienestar so-
cial desde la mirada de las mujeres.

Así, se constata la importancia de la
cooperación social, que desde 1987
reúne representantes de las fuerzas sin-
dicales, empresariales, agrícolas, y des-
de 1996 de las comunidades y del
sector del voluntariado. Esta colabo-
ración comenzó cuando Irlanda se en-
contraba en una crisis económica
extrema, época en la que se logró un
acuerdo sobre los salarios. A pesar de
existir una amplia corriente de opinión
que valora de forma positiva la cola-
boración, también hay posturas críti-

cas que consideran que estas prácticas
han reforzado el pensamiento ideoló-
gico dominante del neoliberalismo, ya
que siempre se ha aceptado el marco
macroeconómico neoliberal (uno de
los sistemas con menores impuestos
en Europa y con uno de los gastos so-
ciales más reducidos en la UE y en la
OCDE). El último acuerdo tomado
en 2003 no fue apoyado por la plata-
forma comunitaria y de voluntariado,
y algunas de esas organizaciones se han
retirado del acuerdo.

No obstante, parece que Irlanda tiene
posibilidades de avanzar en el proce-
so de presupuestos sensibles al géne-
ro, ya que tiene una infraestructura
sobre la pobreza, otra sobre la igual-
dad de las mujeres, perspectivas de
crear una unidad integral, y cuenta con
unas asociaciones comunitarias cada
vez más críticas con la política macro-
económica y con mayor capacidad pa-
ra realizar análisis macroeconómicos
desde la perspectiva de género (Quinn,
2003).

Junto a la experiencia anglosajona, en
la zona europea germánica existen
también iniciativas impulsadas por la
sociedad civil que han desvelado la re-
levancia de realizar estos análisis. En-
tre ellos, destacamos en primer lugar
la experiencia suiza, a continuación la
austríaca y finalmente la alemana. 

En Suiza, en 1994 el Sindicato de Fun-
cionarios Públicos suizos comenzó a
realizar un estudio sobre el impacto di-
recto e indirecto de los recortes del dé-
ficit presupuestario sobre las mujeres.
En el mismo, se analizaron los impac-
tos desagregados por género de estos
recortes tanto sobre el empleo, los be-
neficios recibidos y en el trabajo no re-
munerado de las mujeres. A partir de
ahí se han llevado a cabo más iniciati-
vas impulsadas por grupos de mujeres,
miembros del parlamento y sindicalis-
tas. Los PEG en Suiza son más robus-
tos allí donde existe apoyo desde los
partidos políticos progresistas y las fuer-
zas parlamentarias, en colaboración con
organizaciones de mujeres, incluidos
grupos de mujeres dentro de la iglesia.

Resulta de gran interés el vincular de-
cisiones macroeconómicas, como las
relativa al déficit público, con su im-
pacto sobre la carga del trabajo no re-
munerado realizado principalmente
por las mujeres o los beneficios reci-
bidos por la población, ya que estos
análisis demuestran la ligazón existen-
te entre las actividades económicas vi-
sibilizadas y las que permanecen
generalmente ocultas a los ojos de la
economía, como es el área de cuida-
dos de la población.

A nivel administrativo de cantón tam-
bién existen experiencias interesantes
en la Federación Suiza, como por
ejemplo la realizada por el Cantón de
la Ciudad de Basel. Basándose en da-
tos del año 2000, han realizado un
análisis de la incidencia del gasto de-
sagregado por sexo, teniendo como
base tres preguntas fundamentalmen-
te: ¿quién paga y quién recibe las ayu-
das estatales? ¿son los hombres los que
pagan los impuestos y las mujeres las
que se “benefician” del gasto estatal?
¿distribuye el cantón el dinero de for-
ma “neutral”, de forma igualitaria en-
tre las mujeres y los hombres?

Con objeto de responder a esas pre-
guntas han realizado un análisis de la
incidencia del gasto, que definen co-
mo un análisis que “sirve para compa-
rar las ventajas y las desventajas, para
varios segmentos de la población, que
surgen de una institución pública”. Su
cobertura es amplia, ya que parten de
que el análisis “no cubre solamente una
institución pública específica sino el
conjunto del gasto y del ingreso del Es-
tado”. Su objetivo era realizar el aná-
lisis de los gastos del Estado aplicado
a las personas receptoras de las ayudas,
por una parte, y de los ingresos aplica-
dos a las personas contribuyentes, por
la otra. Sin embargo, finalmente el aná-
lisis realizado en este Cantón se ha li-
mitado al gasto, dada la carencia de
datos relativos a los ingresos. No obs-
tante, los resultados de este estudio
, constata la cantidad de datos que re-
cogen las oficinas estadísticas suizas en
los diferentes niveles administrativos,
lo que les ha permitido hacer cálculos
que reflejan cómo se distribuyen los re-
cursos financieros, así como el tiempo

7

10



D E R E C H O C O M U N I T A R I O

dedicado a tareas domésticas y de cui-
dados no remuneradas. 

Además, han diferenciado entre las
personas que reciben las ayudas pú-
blicas y aquellas que se benefician de
las mismas, ya que no siempre coinci-
de el receptor con la persona que ga-
na por medio de la ayuda. Asimismo,
teniendo en cuenta las características
de la población han distribuido el gas-
to en diferentes colectivos, distin-
guiendo entre las personas suizas y las
extranjeras y entre los grupos de edad
existentes, junto al género, lo cual en-
riquece el análisis y las conclusiones
obtenidas del mismo.

Sus resultados reflejan diferencias tan-
to en los datos generales como en los
sectoriales. A nivel general, la primera
conclusión es que el Cantón destina más
recursos a los hombres que a las muje-
res. Los hombres reciben, aproxima-
damente, un 15% más de recursos en
ayudas estatales que las mujeres. Y ésta
es la tónica hasta la edad de los 75 años.
A partir de esa edad, los gastos per ca-
pita de las mujeres aumentan, debido
exclusivamente a las ayudas sociales, ya
que los gastos sanitarios no aumentan
más para las mujeres, aunque, a veces,
es lo que se espera. También en las ma-
terias relacionadas con la educación, la
protección de la infancia, la juventud y
la seguridad pública es mayor el gasto
destinado a los chicos que a las chicas.
En educación, es debido a las opciones
de estudios realizadas por los chicos res-
pecto a las de las chicas y en el ámbito
de la protección y seguridad, por su ma-
yor peso en ese colectivo.

La diferencia más clara se produce con
las personas extranjeras. En este co-
lectivo, los gastos educativos, una vez
terminado el ciclo de educación obli-
gatoria, disminuyen más fuertemente

que para el resto de la población, y las
ayudas sociales aumentan debido a que
obtienen unos ingresos inferiores a la
población suiza.

En el análisis de la vinculación entre el
gasto del Estado y el trabajo no re-
munerado, también se detectan fuer-
tes diferencias en la cantidad de trabajo
realizado por las mujeres y los hom-
bres, y la necesidad de aliviar a las mu-
jeres de las cargas que desempeñan en
este terreno. Además, los recortes pre-
supuestarios en los sectores relaciona-
dos con los cuidados de la salud
también repercuten en la carga de tra-
bajo de las mujeres, por lo que es 
necesario analizar sus cambios y varia-
ciones de forma conjunta. 

En resumen, resaltan la necesidad de
llevar a cabo estudios periódicos para
observar su evolución y comprobar ha-
cia donde se va moviendo la tenden-
cia, si de forma positiva o negativa.
Asimismo, se considera que son análi-
sis utilizables como instrumentos de
planificación, y que permiten realizar
comparaciones con otros niveles ad-
ministrativos y otros países (Strau-
mann, 2003). Además, constatan que
las principales dificultades encontradas
en el proceso se deben a los diferentes
sistemas presupuestarios utilizados en
los diversos niveles administrativos, así
como los cambios que se están intro-
duciendo en la apuesta por la Nueva
Gestión Pública (New Public Mana-
gement). Esta estrategia cambiará la
forma de elaboración presupuestaria,
y reducirá drásticamente el inusual al-
to nivel de poder de decisión presu-
puestaria que tienen los representantes
públicos e incluso el público en gene-
ral. Asimismo, el problema del tiem-
po a la hora de presentar estadísticas,
también se considera un obstáculo en
la realización de investigaciones ac-
tualizadas relativas al presupuesto, lo
cual plantea el problema de los ritmos
y de la coordinación de las evaluacio-
nes y la planificación de las políticas.

En el caso austríaco, la primera ini-
ciativa de PEG se llevó a cabo en el
año 2001 a iniciativa de un grupo in-
dependiente de economistas e investi-

gadoras sociales provenientes de la uni-
versidad y otras instituciones de in-
vestigación . Este grupo de trabajo,
conocido como Beigewum, comenzó
por reunir información sobre las ex-
periencias existentes a nivel interna-
cional y exploró los efectos específicos
de género del presupuesto estatal aus-
triaco.

El objetivo principal de esta iniciativa
era concienciar de la importancia de
esta práctica y despertar, tanto en el
gobierno como en las ONGs, el inte-
rés por la misma. Las relaciones con
las ONGs y el ente coordinador de la
transversalidad de género en el Minis-
terio de Finanzas llevó a la creación de
una red de PEG con el grupo de tra-
bajo mencionado como unidad mo-
tora de la misma.

El siguiente cometido fue realizar dos
manuales. En el primero recogieron
los resultados de su trabajo de inves-
tigación, en el que junto al análisis del
impacto de la estrategia macroeconó-
mica sobre las mujeres, analizaron los
ingresos gubernamentales (centrán-
dose en los impuestos, la seguridad so-
cial y las tasas públicas) así como unas
áreas seleccionadas de gasto público
(educación, investigación, política del
mercado de trabajo, fondos destina-
dos a las organizaciones de mujeres).
El segundo iba dirigido a las autori-
dades locales y regionales.

En 2002, el Ministerio de Finanzas
realizó un análisis del impuesto sobre
la renta de forma desagregada por se-
xo/género, y en 2004 el Gobierno Fe-
deral Austriaco decidió comenzar un
análisis PEG, con la implicación del
Ministerio de Salud y el encargado de
la problemática de las Mujeres. Se 
comenzó con un análisis piloto de la
política sobre las drogas. En el presu-
puesto de 2005 la ley presupuestaria
introdujo los PEG como un instru-
mento de transversalización del géne-
ro. Como primer paso, se solicitó a
cada ministerio analizar el impacto de
género de una categoría de sus asig-
naciones presupuestarias.

A nivel de los Lander, el primero en
iniciar este tipo de iniciativas ha sido
el Estado Federal de Austria Alta (Up-
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Conferencia de Leila Straumann, Responsable
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per Austria), el cual ha comenzado un
análisis de los gastos públicos en edu-
cación, salud y deportes, sectores en-
tre los que abarcan el 50% del gasto de
este lander. Se pretenden analizar tam-
bién las ayudas directas, sus efectos 
sobre el empleo y los efectos indirec-
tos sobre la economía de los cuidados,
con objeto de desarrollar una política
mixta que promocione la igualdad de
género. Y a nivel de las ciudades aus-
tríacas, varias han declarado su inten-
ción de comenzar este tipo de análisis,
incluida Viena.

En Alemania, estas iniciativas fueron
impulsadas en un primer lugar por la
sociedad civil y a continuación impul-
sadas por algunas administraciones,
tanto a nivel local, de Lander como
Federal. Por ejemplo, en el Lander de
Berlín, la Administración ha comen-
zado a analizar el presupuesto con en-
foque de género a partir de 2002, por
medio de un estudio de la incidencia
de los beneficios, teniendo como ba-
se datos cuantitativos, a partir de una
iniciativa de la sociedad civil. A nivel
local, también se ha puesto en marcha
una iniciativa en este sentido, a partir
de 2003, en la que se elaboran infor-
mes sobre PEG y la Transversalidad de
Género.

El impulso inicial dado a estas inicia-
tivas surge de la sociedad civil, a par-
tir del taller organizado por la ONG
Forum de las Mujeres sobre Presupues-
tos de Género en 2001. A continuación,
se puso en marcha una “Iniciativa a 
favor de un Presupuesto Sensible al Gé-
nero en Berlín” (denominada “La Ini-
ciativa”). Está constituida por mujeres
de ONGs, fundaciones, científicas, par-
tidos y sindicatos. Todas ellas trabajan
de forma voluntaria, y sus objetivos son
tanto el impulso de puesta en práctica
del PEG de forma cualificada como
una estrategia para evaluar el impacto
de género de las políticas a nivel esta-
tal en Berlín (länder), como realizar
una reflexión crítica sobre la gestión
que la administración de Berlín estaba
realizando de esta experiencia. 

La Iniciativa fue activada en las elec-
ciones de Berlín de 2001, introdu-

ciendo el tema de PEG en la campaña
electoral. A continuación, el Senado
de Berlín decidió implementar un PEG
con el apoyo de las mujeres de dife-
rentes partidos. En 2002, la actividad
crítica se concretó en un “Informe a
la Sombra” (shadow report) del Se-
gundo Informe sobre Transversalidad
de Género y Presupuestos de Género
en Berlín encargado por el Senado de
Berlín. Por medio de estas medidas de
presión, se logra que el enfoque PEG
se integre en la estrategia de Trans-
versalidad de Género (TG) de forma
exitosa como una línea de acción po-
lítica. 

La Administración de Berlín comen-
zó a recopilar información suficiente
para llevar a cabo un análisis de inci-
dencia de beneficios, realizando, en
primer lugar, una evaluación de las es-
tadísticas disponibles desagregadas en
función del sexo, como precondición
para comenzar el análisis. A nivel de
distritos, la selección de los productos
y áreas presupuestarias fue realizada
partiendo de un punto de vista prác-
tico: medidas de desarrollo individual
(como servicios de asesoramiento y
orientación, o alojamientos…), utili-
zación de instituciones públicas (bi-
bliotecas…) y distribución directa 
de recursos financieros. A nivel del 
Senado berlinés, se analizó la posición
presupuestaria para el “desarrollo eco-
nómico”. 

En 2004, el Parlamento de Berlín de-
cide la entrada en vigor de una ley pa-
ra asegurar que la TG sea un proceso
de arriba hacia abajo, y también in-
troduce informes del progreso de PEG
a nivel de la administración para el 
periodo presupuestario 2004-05. Se
establece un organismo de control a
nivel de distrito, y se comienzan a es-
tablecer experiencias piloto en 21 or-
ganismos administrativos y de distritos.
En todos estos proyectos, ha habido
apoyo por parte de organizaciones ex-
ternas y expertas de género, partici-
pando en la formación de género de
las personas que ocupan los altos car-
gos de las administraciones implicadas.
El procedimiento aceptado establece
que todos los sectores en la Adminis-

tración deben implementar PEG paso
a paso hasta 2006. 

La labor de la Iniciativa, en esta fase, 
se ha centrado en elaborar comenta-
rios sobre el proceso de puesta en prác-
tica por parte de la administración de
las iniciativas de PEG. Las principales
conclusiones de la experiencia de la ad-
ministración han sido la constatación
de que no es suficiente declarar que
existen disparidades cuantitativas en el
presupuesto, y a continuación no mi-
rar a las causas de esas disparidades.
Consideran útil vincular la Transver-
salidad de Género con las actividades
incluidas en los Presupuestos de Gé-
nero para poner en práctica políticas
en los sectores respectivos que permi-
tan cambiar las disparidades o promo-
ver activamente la igualdad de género.
No obstante, la Iniciativa social no se
limita a intervenir en el proceso desde
el exterior de la administración, sino
que participa en el comité que imple-
menta la experiencia oficial de PEG a
nivel del lander de Berlín, por medio
de una representante. 

Desde esta iniciativa civil trabajan tam-
bién las relaciones públicas, presen-
tando sus actividades tanto a nivel
local, nacional como internacional, en
reuniones y congresos y están crean-
do redes con otros grupos civiles rela-
cionados con los Presupuestos de
Género a nivel de Alemania. Asimis-
mo, realizan preguntas críticas a las
personas responsables de las activida-
des políticas, y organizan actos y con-
ferencias sobre PEG, y cuentan con
una página web, donde cuelgan sus ac-
tividades e informes (www.gender-
budgets.de). 

En Colonia, la iniciativa social a favor
del análisis de PEG por parte de la ad-
ministración, comenzó comenzó a 
desarrollarse en el contexto del pro-
yecto de Agenda Local 21 y su com-
promiso con un desarrollo urbano
sostenible. El grupo impulsor de la
Iniciativa está convencido de que la
sostenibilidad social depende en gran
medida de la igualdad y equidad para
todas las personas, lo cual significa que
se debe dar un equilibrio entre el tra-
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bajo y la vida, lo económico y lo so-
cial, y el mercado y la economía del
cuidado. Varias participantes del gru-
po estaban a su vez en el proyecto
“Leitbild Köln 2020”, organizado por
la municipalidad y desarrollado por
personas funcionarias, expertas y par-
te de la ciudadanía. Una vez aproba-
do este proyecto por la corporación
municipal en 2003, el grupo se centró
en la realización de una valoración del
presupuesto municipal con enfoque de
género. Tras un año de trabajo, a fi-
nales de 2004, presentaron pública-
mente una evaluación del presupuesto
municipal con enfoque de género. En-
tre los proyectos analizados eligieron
la biblioteca municipal y el Instituto
de Enseñanza Secundaria popular. En-
tre sus resultados, resaltaron que las
mujeres pagaban más por los cursos
que realizaban que los hombres, de-
bido a que sus intereses parecían me-
recer menor apoyo financiero público
que los de los hombres. Para llegar a
esta conclusión habían realizado un
análisis de costes unitarios de la edu-
cación para adultos, desagregada por
hombres y mujeres (www.koelnagen-
da.de/docs/genderbudget.pdf).

Junto a sus actividades de relaciones
públicas y de difusión de la necesidad
de realizar PEG a nivel municipal, co-
laboran con otras organizaciones en
la recopilación de indicadores para un
desarrollo urbano sostenible. Además,
para finales de esta década el Ayun-
tamiento está planeando un presu-
puesto de la ciudadanía en la que este
grupo quiere que se incluya el PEG,
aunque observan que el proceso va
mucho más lento de lo que ellas qui-
sieran. 

En Munich , se ha formado un gru-
po de la sociedad civil, denominado
Iniciativa de Presupuestos de Género
(Gender Budget Initiative-GBI) de
Munich, en la que sus miembros pro-
vienen de diferentes ámbitos: proyec-
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tos feministas, de los partidos Verde y
Social Demócrata, de la municipalidad
y del Consistorio Municipal. El grupo
comenzó a trabajar en noviembre
2002 tras la decisión adoptada por el
Ayuntamiento de Munich de realizar
fuertes recortes en el área presupues-
taria relacionada con las mujeres y las
niñas.

Sus demandas a la corporación muni-
cipal se han centrado en la necesidad
de desarrollar e implementar el con-
cepto de Presupuestos de Género 
para Munich, así como insertar pro-
cedimientos de participación activa de
la ciudadanía dentro del proceso pre-
supuestario. Para ello, han abarcado
tres ámbitos de actuación. 

En primer lugar, han dado publici-
dad a la necesidad de una iniciativa
de PEG por medio de presentacio-
nes públicas y ejercido como gru-
po de presión ante las personas
representantes de los partidos po-
líticos que forman parte del Ayun-
tamiento y del Parlamento Federal. 

El segundo ámbito se centra en 
el debate y profundización de co-
nocimientos expertos en temas de 
género y PEG, para lo que han co-
operado con institutos científicos
y grupos de personas expertas. 

El tercero se basa en la estructu-
ración de redes con otros grupos
que están trabajando en temas de
presupuestos de género, así como
con organizaciones de mujeres, de
servicios sociales, sindicales, políti-
cas…

Tras varias peticiones realizadas por al-
gunos grupos políticos (Verdes,.) en
este sentido, en enero del 2004, el
Consistorio municipal aceptó una re-
solución que incluía la necesidad de
insertar la perspectiva de género en 
todos los aspectos del presupuesto mu-
nicipal. Con objeto de analizar el pre-
supuesto desde esta perspectiva como
parte de todas las decisiones presu-
puestarias, han formando un grupo de
personas expertas, para informar sobre
los efectos de las medidas de consoli-
dación e impulsar la formación. En es-
te proceso, el Área de Defensa de las

Mujeres ha desarrollado también una
serie de actividades en Munich. Entre
ellas, por estar vinculada con los PEG,
destacaríamos las siguientes: el impul-
so de la inclusión de la transversalidad
de género como parte de la Nueva
Gestión Pública; la mejora de la reco-
pilación de datos desagregados por se-
xo; la publicación de un folleto sobre
el modo de que el presupuesto muni-
cipal debe incorporar la perspectiva de
género; el envío de un cuestionario so-
bre presupuestos de género a todos los
Departamentos en el 2003, y el análi-
sis de PEG de tres experiencias piloto.
Estas han sido las medidas dirigidas a
personas desempleadas de larga dura-
ción, los microcréditos para la puesta
en marcha de proyectos empresaria-
les y las licencias para el mercado de
Navidad. La investigación ha sido de-
sarrollada a lo largo de 2005-06. Tam-
bién están realizando un intercambio
de experiencias entre grandes ciudades
organizado por la Asociación Alema-
na de Ciudades y Pueblos (Deutscher
Städtetag) desde 2005.

En una valoración inicial de la expe-
riencia municipal, la GBI considera que
a pesar de haberse aceptado una reso-
lución para incluir el PEG en el pro-
ceso presupuestario en 2004, su puesta
en práctica fue ralentizada desde un
principio. Solamente algunas personas
empleadas en la administración local
que se encontraban motivadas para 
ello comenzaron a implementar la ex-
periencia, pero han constituido acti-
vidades bastante aisladas. Existen,
asimismo, fuertes carencias de instru-
mentos y formación sobre PEG (así
como problemas para realizar unos
presupuestos orientados hacia los pro-
ductos y resultados, como resultado
de la Nueva Gestión Pública). Tam-
bién han aflorado resistencias y blo-
queos por parte de algunas personas
de la administración, que no contes-
tan los cuestionarios ni proveen infor-
mación, alegando la protección de
datos, entre otras excusas. No existe
tampoco una presión ni parlamentaria
ni pública para implementar PEG, ni
existen apenas recursos para financiar
estudios o investigaciones piloto. A pe-
sar de todos estos problemas, existen
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dos institutos científicos en Munich
trabajando en temas de presupuestos
de género: FAM y SIM , que co-
laboran entre sí y con la Iniciativa pa-
ra desarrollar de forma conjunta un
enfoque de PEG que sea aplicable.

A nivel federal, en 2002 el nuevo Go-
bierno electo en su Acuerdo de Coa-
lición incluyó que “la Transversalidad
de Género debería ser integrada de for-
ma sostenida como método en todos
los Departamentos gubernamentales.
Y los presupuestos de género serán
parte de esta estrategia”. Un año des-
pués, el grupo de trabajo interminis-
terial del Gobierno Federal fundó un
sub-grupo de trabajo sobre PEG. Es-
te grupo comenzó su andadura reali-
zando propuestas para poner en
marcha una iniciativa PEG para el
2006. Al mismo tiempo, algunos Mi-
nisterios Federales han comenzado
también a dar pasos hacia el PEG co-
mo parte de su proceso de transversa-
lización del género. Por ejemplo, el
Ministerio de la Juventud ha realiza-
do un control sistemático desde la
perspectiva de género de un parte im-
portante de sus partidas presupuesta-
rias. 

3. EXPERIENCIAS EUROPEAS
IMPULSADAS DESDE 
LA ADMINISTRACIÓN

Entre las experiencias impulsadas ini-
cialmente por las administraciones pú-
blicas, vamos a destacar las realizadas
a nivel de gobiernos centrales en los
estados nórdicos y el francés, y a nive-
les regionales y locales, destacaremos
los casos de Emilia Romagna en Italia
y de la Comunidad Autónoma Anda-
luza en el estado español.

Los países nórdicos, Dinamarca, Fin-
landia, Noruega y Suecia , se han ca-
racterizado a lo largo del siglo XX por
ser pioneros en la puesta en práctica
de políticas de igualdad entre hombres
y mujeres, especialmente en el terre-
no laboral, resaltando sus vínculos con
las políticas relativas a la familia y la in-
fancia (integradas en el Estado del bie-
nestar). Políticas desarrolladas
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principalmente a partir de la década de
los 60 (Wenner et al., 2004:10), por
la necesidad de mano de obra barata y
la opción de la patronal y los sindica-
tos de contratar a más mujeres en vez
de seguir confiando en la población
inmigrante (Jonung y Thordarssson,
1980, citado por Elman, 1995:241). 

En Suecia, por ejemplo, desde las pri-
meras décadas del siglo XX se ha reali-
zado un esfuerzo por implicar a las
mujeres en política (Elman, 1995:
237). En general, las administraciones
nórdicas han avanzado mucho en el
camino de consecución de una repre-
sentación paritaria entre mujeres y
hombres, lo cual ayuda en la realiza-
ción de políticas de género transversa-
les, ya que éstas se han ido integrando
como prioridad en la agenda política
general de estos Estados (Wenner et al.
2004:5). Estos hechos y la tradición
cultural nórdica parecen haber influi-
do en la carencia de un movimiento de
mujeres de base, puesto que se encon-
traban mejor integradas institucional-
mente que en otros lugares. 

En el proceso de implementación de
las políticas de igualdad, tanto Suecia
como Finlandia cuentan con estadís-
ticas nacionales que incorporan una
amplia cantidad de datos desagregados
por género y han desarrollado indi-
cadores específicos como el “Baróme-
tro de género” finlandés y el Índice
de Igualdad de Género (Jämlndex) en
Suecia (Wenner et al. 2004:7). El
Jämlndex es un índice que permite a
los municipios y distritos acceder a los
datos del resto de localidades y com-
parar tendencias en igualdad de géne-
ro. El sistema se comenzó a utilizar en
1990 (www.scb.se). Consta de quin-
ce diferentes variables, e incluye las es-
tructuras medias de empleo, las horas
de trabajo, los servicios de cuidados a
la infancia, y la composición de los
cuerpos gubernamentales, entre otros
(Wenner et al. 2004:7). 

De todos modos, a pesar de su exten-
sión en el tiempo y al esfuerzo reali-
zado, también se han manifestado
resistencias a la implementación de
cambios a favor de la igualdad, puesto
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que no se han logrado los objetivos
propuestos. En la actualidad, todavía
se manifiestan desequilibrios, especial-
mente, en la división del trabajo entre
los sexos y en la violencia y acoso la-
boral contra las mujeres. Por ello, se
considera necesario hacer frente, tan-
to a nivel estatal como municipal, a una
serie de problemas relativos a igual sa-
lario por “igual trabajo”, la segrega-
ción del mercado laboral, la ceguera de
género relativa al impacto y efectividad
de los servicios públicos, los desequi-
librios de género relativos a la gestión
doméstica y el cuidado de las criaturas,
y las dificultades relativas a la concilia-
ción de la familia y el empleo. Temas
todos ellos a los que se quiere hacer
frente, especialmente en Suecia y Fin-
landia (Wenner et al. 2004:6).

En Finlandia, la implementación de los
principios y métodos de transversalidad
de género han tenido lugar primordial-
mente a nivel nacional. Los municipios
han sido menos activos en este ámbito.
Los consejos de las ciudades todavía tie-
nen un largo recorrido por recorrer. Así,
hace unos años se legisló que toda nue-
va normativa debía incorporar un aná-
lisis de impacto de género de forma
obligatoria. La primera ley en aplicarla
fue la reforma de Ley de Seguridad y Sa-
lud Ocupacional, que probó que esta
ley se había centrado hasta ese momen-
to en “profesiones de riesgo” masculi-
nas, mientras que las profesiones
ocupadas mayoritariamente por muje-
res habían sido ignoradas. Este caso
mostró la importancia de desarrollar es-
te tipo de análisis como parte de cam-
bio legislativo para asegurar de que las
necesidades tanto de las mujeres como
de los hombres son incluidas en la le-
gislación (Consejo Nórdico, 2005).

Respecto a las iniciativas PEG, el Mi-
nisterio de Asuntos Sociales y Salud en
cooperación con el Ministro de Fi-
nanzas han desarrollado un proyecto
de Presupuestos de Género a nivel na-
cional a lo largo de los últimos años
(2004-05). El objetivo es ir amplian-
do el análisis año a año a otros Minis-
terios, puesto que se ha recogido entre
los objetivos del Plan Nacional para la
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Igualdad de Género completar este
proceso para el año 2008, año en el
que se espera que el presupuesto en su
totalidad debería estar integrado en el
proyecto (Wenner et al. 2004:16).

En Suecia, en 1994, el gobierno adop-
tó la TG como su principal estrategia
para conseguir los objetivos fijados de
igualdad de género. A partir de en-
tonces han puesto en práctica diversas
medidas en esta dirección, aunque la
lentitud del proceso ha motivado la
formación de un grupo de trabajo con
objeto de intensificar el trabajo a favor
de la transversalidad a partir de 2001.
Un año después, se forma, a petición
del Gobierno, un Comité Director a
alto nivel para realizar una propuesta
para incorporar la TG a las diversas ofi-
cinas gubernamentales (formación, me-
todología, grupos de trabajo…), y se
pone en marcha de forma coordinada
por la División de Igualdad de Géne-
ro y el Departamento de Presupuestos
del Ministerio de Finanzas un proyec-
to de presupuestos de género deno-
minado “Un reparto igualitario” (“An
equal share”), centrado en el desarro-
llo metodológico. 

Dentro de este proyecto han impulsa-
do una experiencia piloto que comen-
zó en 2003, en la que se han realizado
análisis de género en tres áreas gu-
bernamentales: la encargada del desa-
rrollo regional, servicios sociales y
transporte. El objetivo a conseguir a
lo largo de la legislatura era realizar un
análisis de la equidad de género de to-
das las áreas gubernamentales, inclu-
yendo la definición de objetivos e
indicadores de resultados. A partir de
estos proyectos, se considera que se
han establecido las bases para comen-
zar a integrar el enfoque de género en
el proceso presupuestario de forma
más amplia. 

En este contexto, en 2003 se puso en
marcha un Plan de Acción Nacional
por el que el Gobierno se comprome-
tía a realizar análisis de igualdad de gé-
nero en todas las áreas políticas, con
el objetivo de definir objetivos e indi-
cadores de resultado a favor de la igual-
dad. Los frutos de este análisis han sido
presentados a finales del 2006, por lo
que a partir de 2007 esperan introdu-
cir mejoras en la redistribución de los
recursos e implementar medidas que
promuevan la igualdad de género. En
todos los departamentos, además, se
han nombrado personas coordinado-
ras de la política de igualdad en sus res-
pectivos Ministerios, que han
participado en cursos de formación es-
peciales y continuos para capacitarse
en el tema, puesto que el plan incluye
poner en práctica la transversalidad de
género en todos los departamentos gu-
bernamentales a lo largo del periodo
2004-09 con especial interés en los
procesos presupuestarios. En esta pla-
nificación es notoria la importancia da-
da a la estructuración institucional. Las
responsabilidades están bien definidas
y existen personas responsables en la
Unidad de Equidad de Genero que
asisten a los Ministerios y unidades del
Gobierno, (suman 230 agencias), que
deberán informar al Gobierno de la
aplicación del trabajo sobre la equidad
de género descrito.

Aunque el Gobierno sueco lleva más
de una década (desde 1988) incluyen-
do un anexo al presupuesto del Estado
relativo a la distribución de los recur-

sos económicos entre mujeres y hom-
bres, dentro del apartado que recogía
la igualdad de género, éste no había te-
nido gran repercusión hasta que en
2003 se incluyó como anexo a las pre-
visiones financieras del presupuesto es-
tatal para el 2004. Ese año se incorporó
un análisis de los efectos del Estado de
Bienestar en los diferentes grupos de
mujeres y hombres, haciendo hincapié
en la Distribución de los Recursos Eco-
nómicos. El objetivo principal del mis-
mo era subrayar la situación económica
real de las mujeres y los hombres en el
grupo de edad comprendido entre los
20 y 64 años. Para ello, toda la infor-
mación incluida (relativa a las situación
salarial, de seguridad social, de benefi-
cios por desempleo, ingresos de capi-
tal…) está desagregada por sexo.
Presentada de este modo ha sido más
debatida y ha despertado mayor inte-
rés que la iniciativa anterior.

Además del nivel estatal, existe trabajo
sobre PEG a nivel regional y local. La
Asociación Sueca de Autoridades Lo-
cales (ASAL, Svenska Kommunfór-
burndet) comenzó su labor a favor de
la transversalidad de género en 1995
con el desarrollo e implementación de
medidas en áreas políticas específicas.
Las directrices generales nacionales en
igualdad de género le sirven de base
para su trabajo relativo al género. Si-
gue un enfoque de arriba hacia abajo,
comenzando por el Consejo de Alcal-
des (Council of Mayors) (Wenner et al.
2004:31). De acuerdo con los datos
ofrecidos por la ASAL, el 96% de las
ciudades suecas tienen representantes
de género. El enfoque 3R (Realidad,
Representación, Recursos) se suele apli-
car de forma generalizada en las ciuda-
des y regiones suecas desde 1995. Sin
embargo, existe una gran diversidad en
su grado de aplicación en función de
las personas responsables de los temas
de género. Además, este método se
considera útil en la descripción situa-
cional y evaluación de las medidas a
aplicar, pero inadecuado en términos
de configurar el proceso de transversa-
lidad de género. Normalmente, no se
suelen realizar evaluaciones sobre los
niveles de aplicación de la transversali-
dad de género a nivel local. 
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Frauenakademie München (FAM) (Academia
de Mujeres, Munich) (www.frauenakade-
mie.de).

Sozialwissenschaftliches Institut München
(SIM) (Instituto de Ciencias Sociales, Mu-
nich) (www.sim-sozialforschung.de).

La Organización de Naciones Unidas en 1995
consideró las políticas de igualdad de oportu-
nidades de Suecia como el ejemplo de mejo-
res prácticas a nivel mundial ((Wenner et al.
2004:5). 

Ver Statistics Finland: Women and Men in
Finland, y Statistics Sweden: Women and Men
in Sweden.

El Barómetro de género se basa en encuestas
nacionales relativas a temas que incluyen la po-
lítica de igualdad de género. Se actualiza cada
tres años, y el primero se realizó en 1998.

Recientemente se ha añadido una cuarta R
(Restricción), que significa que si las organi-
zaciones no aplican la transversalidad de gé-
nero serán sancionadas.
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Algunas ciudades destacan en la apli-
cación de medidas a favor de la igual-
dad de género como prioridades
institucionales. Por ejemplo, en la ciu-
dad de Gutemburgo, en 2003 se 
llevó a cabo un estudio sobre la inte-
gración de la perspectiva de género
dentro del presupuesto municipal en
el área del bienestar. Este área com-
prende los servicios a individuos y fa-
milias, a personas refugiadas, con
minusvalías, a ancianas, servicios mé-
dicos municipales y asuntos estratégi-
cos. A pesar de contar con estadísticas
desagregadas por sexo, se detectaron
carencias en determinados ámbitos
(rendimiento, finanzas y personas em-
pleadas, entre otros). El estudio seña-
ló que las rutinas laborales, una gestión
insuficiente y la carencia de tiempo
eran obstáculos que limitaban la apli-
cación de la perspectiva de género en
este ámbito. Se observó que el proce-
so seguía el mismo patrón que años
anteriores, cuando no se había aplica-
do la perspectiva de género. Como re-
sultado de la experiencia, se concluyó
que era necesario incluir en todos los
documentos básicos del trabajo pre-
supuestario la información desagregada
por sexo, entre otras recomendacio-
nes (Christensen, 2005). 

En el caso de Noruega, este país tam-
bién cuenta con una larga tradición
en medidas para transversalizar el gé-
nero con objeto de promover la igual-
dad. En 1979, se aprobó un Acta de
Igualdad de Género que establecía la
responsabilidad de todas las adminis-
traciones públicas en la promoción de
la igualdad. Acta revisada en 2002, con
objeto de extender al sector privado la
responsabilidad de promover la igual-
dad de género de forma activa, plani-
ficada y sistemática. Asimismo, se
incorporó la necesidad de que las pro-
puestas presupuestarias de los Minis-
terios públicos incorporaran un
informe sobre la igualdad de género
en el ámbito de la política de personal.

Ese mismo año, en 2002, el Ministe-
rio de la Infancia y la Familia comen-
zó a coordinar una iniciativa con
objeto de insertar la perspectiva de 
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género en el presupuesto estatal no-
ruego. Se invitó a los Ministerios a 
incorporar en sus propuestas presu-
puestarias un anexo con el análisis des-
de la perspectiva de género de sus
programas, y una gran parte respon-
dió afirmativamente. Un Comité de
Secretarías de Estado en Igualdad de
Género ha sido el encargado de desa-
rrollar un proceso de presupuestos de
género. A partir de ahí se han realiza-
do algunas evaluaciones sistemáticas,
basadas en el género, de asignaciones
de recursos en determinados progra-
mas. Los pioneros han sido los rela-
cionados con la política juvenil, de
producción de alimentos o relaciona-
da con la producción de renos. Dadas
las limitaciones de esta propuesta ini-
cial, en 2005 se decide intensificar el
proceso, por lo que para 2006 se ha
solicitado a todos los Ministerios que
incluyan evaluaciones de género de sus
propuestas presupuestarias, dejando el
nivel de concreción en sus manos. Pa-
ra el presupuesto de 2007 se quieren
establecer unas líneas generales que
deberán ser aplicadas por los Ministe-
rios. El Anexo de Igualdad de Géne-
ro está siendo transformado con objeto
de reflejar mejor el nivel macroeconó-
mico, al incluir un informe sobre los
ingresos, empleos y usos del tiempo
desagregados por género.

Los procesos de formación y concien-
ciación sobre la importancia de esta
problemática han constituido un eje
fundamental de esta iniciativa, junto
con la colaboración entre los Ministe-
rios impulsores de la misma, y la exis-
tencia de una alta calidad de las
estadísticas desagregadas por género.
Estos elementos han sido considera-
dos requisitos fundamentales para
avanzar en PEG (Consejo de Europa,
2005:31-32). 

En este apartado, nos gustaría final-
mente destacar el activo papel jugado
por el Consejo Nórdico en el proce-
so de integración de la perspectiva de
género en los presupuestos públicos
escandinavos. Además, la cooperación
entre los Estados nórdicos es una de
las más antiguas y profundas alianzas
regionales a nivel mundial. En este
sentido, a partir de la Conferencia de

Beijing, los Estados nórdicos se com-
prometieron a integrar la perspectiva
de género en todas las decisiones po-
líticas, es decir, a implementar una po-
lítica integral de transversalidad de
género. Esto también incluye los pre-
supuestos estatales, ya que en ellos se
manifiestan las prioridades políticas de
los respectivos gobiernos.

El Consejo Nórdico es consciente de
la diferente situación de partida y prio-
ridades de cada uno de los Estados que
lo conforman. En ese contexto, des-
taca la importancia de realizar análisis
de género, en los que se den a cono-
cer las condiciones de vida de las mu-
jeres y los hombres, los recursos
destinados a cada colectivo identifica-
do en las áreas de estudio, así como los
efectos sobre ellos de las políticas fi-
nancieras aplicadas. Esta información
resulta de gran valor para las personas
que realizan las políticas, ya que les
ayuda a conocer el grado de cum-
plimiento de los objetivos marcados.
Por ello, es interesante establecer ob-
jetivos que incluyan la igualdad de 
género e indicadores que permitan 
señalar el nivel de satisfacción respec-
to a los mismos. Esto genera la ne-
cesidad de disponer de estadísticas 
desagregadas por género, aspecto 
señalado en todos los estudios reali-
zados en este ámbito, como hemos po-
dido comprobar (Consejo Nórdico,
2005:37).

En el Plan de Acción sobre Igualdad
de Género de la Cooperación Nórdica
de 2001-05, los Ministerios de Finan-
zas y de Igualdad de Género decidie-
ron conjuntamente poner en marcha
un proyecto para incorporar esta pers-
pectiva de igualdad de género, tanto
en los presupuestos nacionales como
a nivel del Consejo. El proyecto co-
menzó en 2004. Noruega y Suecia re-
alizaron un estudio complementario
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Recomendaciones entre las que destacan la
importancia de establecer directrices concre-
tas sobre la observación de la igualdad en el
proceso presupuestario, y la exigencia de esta-
dísticas y análisis amplios sobre las necesidades
de mujeres y hombres para aplicar los PEG
(Consejo Nórdico, 2005).
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sobre género y la distribución de los
recursos públicos en el sector de la sa-
lud. Los resultados del estudio sueco
revelan que existen diferencias en los
recursos utilizados por hombres y mu-
jeres en los tratamientos de enferme-
dades iguales (y que están distribuidas
de forma similar), recibiendo las mu-
jeres menos recursos (por ejemplo, en
el tratamiento de enfermedades de la
piel, como la psoriasis). El estudio cal-
culaba la cantidad de recursos públi-
cos que hubieran sido necesarios si se
gastara la misma cantidad en todos los
pacientes, si éstos fueran tratados co-
mo los hombres, como las mujeres, o
de forma neutra al género –en función
del diagnóstico–. Los resultados in-
dican que es necesario un escrutinio
más detallado de las enormes cantida-
des de recursos que dedica la admi-
nistración pública al tratamiento de la
salud (Consejo de Europa, 2005:32).

Durante el periodo 2004-06, la ini-
ciativa ha tenido continuidad y el Con-
sejo de Ministros Nórdicos ha decidido
desarrollar un proyecto conjunto en el
que han participado todos los Estados
que lo componen. El objeto de este
proyecto es cooperar y coordinar el es-
tablecimiento de métodos para evaluar
la equidad de género en la política eco-
nómica y desarrollar modelos que
permitan incluir la perspectiva de gé-
nero y de la igualdad en los presu-
puestos públicos nacionales. Para ello,
se comprometen a comunicarse las ex-
periencias, identificar las necesidades
para un desarrollo continuado de las
investigaciones y presentar las expe-
riencias desarrolladas en cada territo-
rio (Schmitz, 2005:3). 

Los programas analizados en esta se-
gunda fase han abarcado una amplia
casuística. Por ejemplo, en Noruega
se han analizado las ayudas a la cría de
renos y al desarrollo de productos agrí-
colas, el programa de igualdad de
oportunidades para chicas y chicos y
el apoyo a actividades culturales y re-
creativas para jóvenes. En Suecia, se ha
revisado el ámbito de la atención sa-
nitaria llevado a cabo por el Consejo
Nacional de Salud y Bienestar Social
sueco, y el sector del bienestar en el
municipio de Gotemburg. En Finlan-

dia, se han analizado las nuevas leyes
introducidas en materia de seguridad
y salud ocupacional (Consejo Nórdi-
co, 2005:39-46). En todos estos aná-
lisis, se ha observado la importancia de
desarrollar análisis de género, como
parte del proceso de cambio legislati-
vo y presupuestario, para asegurar que
las necesidades tanto de mujeres co-
mo de hombres se incluyan en las nue-
vas leyes y en las fases presupuestarias. 

En esta dinámica de trabajo, se resal-
ta el papel de los Ministerios de Ha-
cienda, cuyo objetivo a largo plazo
debería consistir en integrar una pers-
pectiva de equidad de género en los
procesos presupuestarios nacionales,
en línea con los propios objetivos po-
líticos y plataformas de género de ca-
da uno de los Estados miembros.

El desarrollo de los presupuestos de
género en Escandinavia se centra así
en cuatro áreas:

Análisis de género como parte del pro-
ceso de planificación en todas las áreas
de la política, desarrollando objetivos
e indicadores específicos al género. 

Enfoque específico en áreas de mayor
importancia para la independencia eco-
nómica de las mujeres, aspecto básico
en el concepto nórdico de la equidad
de género. Esto significa un análisis de
género específico en áreas tales como
el mercado de trabajo retribuido, el
sistema fiscal, el sistema de pensiones,
los sistemas de seguridad social y el
cuidado de la infancia.

Una perspectiva de género de la polí-
tica económica, el análisis económico
y las previsiones a futuro. Se conside-
ra que se pueden incluir análisis del im-
pacto de estos futuros escenarios como
parte de las previsiones generales. Por
ejemplo, preguntándose, quién será el
colectivo más afectado, cómo le afec-
tará y cuáles son los grupos más vul-
nerables.

Una perspectiva de género en los mo-
4
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2
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delos económicos, incluyendo medi-
ciones de su ejecución y del nivel de
bienestar.

Por medio de esta experiencia, los paí-
ses nórdicos han aprendido de las di-
ficultades encontradas en el camino,
comunes al resto de las experiencias
realizadas en otras partes del mundo.
A veces, se han encontrado con falta
de compromiso político, lo que im-
posibilita avanzar en este proceso; la
especial relevancia del Ministerio de
Finanzas; frecuente falta de sensibili-
dad de género y capacidad de análisis
dentro de las diferentes áreas o minis-
terios públicos; carencia de estadísti-
cas desagregadas por género, y a veces,
de las estadísticas adecuadas, y necesi-
dad de mayor investigación en relación
a la “economía de los cuidados” y la
economía de mercado y su impacto so-
bre la equidad. 

Por lo que para realizar un proceso
presupuestario con perspectiva de gé-
nero, consideran que se requiere:

Un programa de formación inte-
gral, realizado a la medida de las
personas que van a participar en el
mismo, en función de su nivel, pa-
pel y responsabilidad. Ya que los
análisis deben ser realizados por
personas con un conocimiento pro-
fundo de su área específica de tra-
bajo, ya que éstas deben combinar
los conocimientos de equidad de
género con los de su ámbito de ac-
tuación.

Las personas expertas en temas de
género en el gobierno deberán de-
sempeñar un nuevo papel, más cer-
cano a la consultoría interna hacia
las áreas gubernamentales. Para
ello, en muchos casos necesitarán
formación específica para poder
realizar esas nuevas tareas más re-
lacionadas con las áreas con las que
colaboran y a las que asesoran.

Desarrollar métodos de análisis de
género como parte integrante de
los procedimientos ordinarios, que
permitan integrarlos como parte
del trabajo corriente sin consumir
una cantidad excesiva de tiempo. 
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Se observa, por lo tanto, que a pesar
del camino recorrido por los países nór-
dicos mencionados en el desarrollo de
políticas de igualdad de género, se si-
guen detectando los mismos obstácu-
los y retos a la hora de realizar iniciativas
PEG que en el resto de países en los
que se han iniciado estos procesos.

Acercándonos al centro de Europa,
quisiéramos recoger a continuación la
experiencia belga , fruto de la Con-
ferencia Internacional sobre PEG
(2001) impulsada por el Gobierno Bel-
ga en cooperación con otras organi-
zaciones internacionales. A partir de
ahí, se pone en marcha una iniciativa
incluida dentro del proyecto de trans-
versalidad de género del gobierno, 
bajo responsabilidad del Directorado
de Igualdad de Oportunidades. Tam-
bién participa un equipo de expertas
académicas “volantes” junto con per-
sonal interno de los Ministerios Fede-
rales, pertenecientes la gran mayoría a
los grupos focales de género. 

El objetivo de la iniciativa consistió en
explorar la viabilidad de aplicar PEG
dentro de los servicios ofrecidos por el
Gobierno Federal Belga. Para ello, se
establecieron tres fases vinculadas en-
tre sí de formación, investigación de las
acciones a analizar y diseminación de
la información. La investigación partió
de la clasificación de los gastos en las
tres categorías establecidas por Sharp
en la experiencia australiana (ver Jube-
to, 2005). En las dos primeras (gastos
dirigidos de forma específica a mejorar
la calidad de vida de las mujeres y la
política de acción positiva dentro de la
propia administración) se han analiza-
do todos los ministerios federales,
mientras en la tercera (otros gastos) se
han incluido una serie de departamen-
tos que contaban con información.

Esta investigación ha generado unos re-
sultados concretos, relacionados con el
interés de reunir en los cursos de for-
mación a las personas responsables del
presupuesto con las responsables de te-
mas de género, la detección de caren-
cias estadísticas a la hora de investigar
las posibilidades de realizar un PEG, y
ha dado lugar a algunas experiencias pi-
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loto, tanto en el Ministerio de Finan-
zas como en el de Asuntos Exteriores.

En el Ministerio de Finanzas se han
evaluado los impactos desagregados
por sexo de la imposición directa per-
sonal y empresarial así como la refor-
ma fiscal del año 2000, utilizando un
enfoque bastante restrictivo (Holvo-
et, 2006). Se ha observado que las mu-
jeres se benefician más de las medidas
que favorecen a las categorías de in-
gresos más bajas (medidas que redu-
cen la presión fiscal de salarios
reducidos), mientras en el resto de los
casos se benefician los hombres.

En el Ministerio de Asuntos Exteriores
se han analizado las políticas de Coope-
ración al Desarrollo, y se ha observado
la carencia de datos desagregados por
sexo, así como la ventaja de aplicar una
gestión presupuestaria basada en los re-
sultados para conocer el impacto de gé-
nero de las políticas llevadas a cabo. 

Como en otras experiencias menciona-
das, las lecciones aprendidas en este ca-
so resaltan la importancia de que
participe y lidere el proceso el Minis-
terio de Finanzas y Presupuesto, en co-
laboración con el de Igualdad de Opor-
tunidades, así como la necesidad de
integrar estos análisis de forma sis-
temática en las diferentes fases de in-
tervención presupuestaria: desde la
planificación hasta la evaluación. Ade-
más, se considera positivo el creciente
interés de las fuerzas parlamentarias y la
sociedad civil en este tema, y el acer-
camiento entre dos mundos hasta aho-
ra separados, el de las finanzas y el de las
relaciones de género (Holvoet, 2006).

En Francia, en el año 2000, una re-
presentación parlamentaria francesa
demandó al Gobierno que incluyera
en el material adjunto al borrador de
presupuestos una evidencia anual so-
bre el esfuerzo financiero realizado por
los Departamentos gubernamentales
para promover los derechos de las mu-
jeres y la igualdad de género. Esto dio
lugar a la “jaune budgétaire” , un
apéndice amarillo al presupuesto que
está dedicado a recoger los derechos
de las mujeres y la igualdad. 
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En este apéndice, que comenzó a pre-
sentarse en el año 2001 cada Depar-
tamento ministerial, así como los
Consejos Regionales, son invitados a
identificar las medidas que han intro-
ducido para impulsar la promoción de
la igualdad de género y a explicar las
orientaciones que seguirán el próximo
ejercicio en este ámbito. También se
les solicita que incluyan aquellos indi-
cadores que consideren pertinentes pa-
ra abordar esta materia en sus ámbitos
competenciales o territoriales. Entre
las acciones realizadas destacan aque-
llas dirigidas a formar y sensibilizar a
su personal y personas colaboradoras
en la concepción y puesta en práctica
de sus políticas públicas a partir de un
enfoque integral de la igualdad. 

En el documento relativo al ejercicio
2004 se recogía cómo la introducción
de indicadores de género requería dis-
poner, en los siguientes años, de una
programación por objetivos, la cual 
facilitaría el análisis de la actividad 
presupuestaria respecto a la igualdad
de la ciudadanía. Ese mismo año,
2004, se aprobó la Carta a favor de
la Igualdad entre Mujeres y Hombres
en la que las Autoridades Locales, Re-
gionales y Ministeriales francesas se
comprometían a realizar progresos tan-
gibles en este terreno a lo largo de los
siguientes tres años. También se in-
trodujo el sistema presupuestario pro-
puesto, basado en objetivos, a la hora
de preparar el presupuesto estatal. Am-
bos hechos son considerados elemen-
tos positivos que permitirán conocer
más claramente los efectos de las po-
líticas gubernamentales, en su con-
junto, sobre el impulso de la igualdad.
Además, el anexo amarillo va a incluir
un resumen de las medidas recogidas
en la Carta y gradualmente ayudará en
el establecimiento de objetivos e indi-
cadores comunes a los distintos De-
partamentos Gubernamentales con
objeto de hacer realidad la transversa-
lidad de género.

Comparando los documentos anexos
amarillos relativos a la igualdad entre
las mujeres y los hombres de 2004 y
2006 se observa que en el año 2006
se realiza un estudio basado principal-
mente en la composición por género
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de la estructura interna de los depar-
tamentos ministeriales, en función de
las categorías profesionales. Asimismo,
se sigue describiendo la normativa 
vigente en el ámbito de la igualdad,
repitiendo lo recogido en los docu-
mentos de los años anteriores, lo cual
permite conocer, aunque de forma un
poco reiterativa, en un mismo docu-
mento las iniciativas emprendidas por
los diferentes ministerios. 

Respecto a las dotaciones presupuesta-
rias, el contenido es más somero aun-
que los cuadros han ido mejorando y
especificando más aquellos programas
que incluyen los objetivos de igualdad
entre mujeres y hombres y de lucha
contra la discriminación por motivos
de género. El indicador principal utili-
zado es el correspondiente al porcen-
taje de mujeres beneficiarias de los
programas, lo cual permite situar su par-
ticipación. Sin embargo, se carece del
dato del peso presupuestario que su-

ponen estos programas respecto al to-
tal de recursos a disposición de los mi-
nisterios respectivos, aunque por 
las cantidades adjuntas parece que el
porcentaje es muy reducido. De todos
modos, se observan mejoras en la des-
cripción realizada por parte de algunos
ministerios, lo que permite augurar que
si continúan profundizando y cono-
ciendo los contenidos y asignaciones
presupuestarias de sus programas, en el
futuro serán capaces de centrar más los
objetivos y los resultados conseguidos.

Finalmente, en el Sur de Europa va-
mos a destacar, en primer lugar, las ex-
periencias italianas. En este caso, el
punto de partida de las iniciativas PEG
se sitúa en el taller internacional “Gen-
der Auditing dei bilanci pubblici”, or-
ganizado por la Comisión Nacional de
la Paridad y la Igualdad de Oportuni-
dades del Gobierno Italiano, que tu-
vo lugar en Roma en el año 2000. Ahí
se comienzan a divulgar las experien-
cias internacionales de PEG, a expli-
car en qué consisten y a concienciar al
público participante, mayoritariamen-
te representantes locales de toda Ita-
lia, sobre la necesidad y conveniencia
de implementarlas a nivel local. 

El interés del gobierno central por es-
ta iniciativa desapareció en mayo del
2001 cuando una coalición derechis-
ta ganó las elecciones generales. Sin
embargo, a nivel local se continuaron
organizando talleres en algunas pro-
vincias y localidades como Módena,
Génova y Siena, dándose impulso en
ese periodo a tres iniciativas locales
(Rosselli, 2002; Addabo, 2003). Es re-
señable el importante papel que han
jugado los municipios a lo largo de la
historia italiana, dotados de una im-
portante autonomía e independencia
en la toma de decisiones, así como las
reformas legislativas que han propor-
cionado al ámbito local una mayor fa-
cilidad para realizar políticas de género
(Gelambi, 2006:5).

La provincia de Génova inicia su
compromiso con los PEG con la rea-
lización de una experiencia piloto en
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2001 en el ayuntamiento de Sestri Le-
vante (ciudad de 19.000 habitantes).
En 2003, el interés común manifesta-
do por las provincias de Génova, Mó-
dena y Siena les lleva a las tres regio-
nes a firmar un Protocolo de colabo-
ración mutua, en el que asumen dos
compromisos: potenciar acciones pa-
ra aplicar el análisis de género en los
presupuestos públicos y crear una red
para difundir buenas prácticas sobre el
tema de las políticas de igualdad de
oportunidades. 

En 2003 también se inicia la colabo-
ración entre la Provincia y el Ayun-
tamiento de Génova para realizar un
PEG. La provincia se compromete a
poner a disposición del Ayuntamien-
to personal técnico para elaborar do-
cumentos y materiales necesarios para
realizar un PEG. El ayuntamiento, por
su parte, se compromete a implicar a
su personal en el proyecto y a propor-
cionar todos los datos e información
necesaria para la descripción de la ac-
tividad municipal. El estudio ha sido
realizado entre julio 2003 y noviem-
bre 2004.

Los pasos dados por el equipo técni-
co del Ayuntamiento de Génova se
han basado en los seguidos en Sestri
Levante. En primer lugar, se ha pre-
sentado el listado de competencias mu-
nicipales desde una perspectiva de
género, haciendo hincapié en aquellos
servicios que suponen un apoyo im-
portante a la paridad de género entre
hombres y mujeres . A continuación,
la iniciativa se puede resumir en los si-
guientes apartados: 

Análisis del contexto desde una pers-
pectiva de género (incluye un diag-
nóstico de la realidad empresarial y
el contexto económico, la seguridad
social y el ecosistema urbano).

Análisis de la demanda de servicios.

Estudio de las opciones estratégicas
de las fuerzas políticas municipales.

Reclasificación del presupuesto, en
función de las vinculaciones de los
departamentos con el género.

Análisis de las actividades y servicios
ofrecidos por el ayuntamiento.

5
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2

1
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Ibid. Consejo de Europa (2005): 28-29, y
conferencia de Nathalie Holvoet, Gender
Budgeting in Belgium. Findings from a pilot
project, presentada en el Instituto Belga por la
Igualdad entre Hombres y Mujeres (Belgian
Institute for Equality Between Men and Wo-
men) el 12 de febrero de 2006. 

El gobierno francés presenta junto al presu-
puesto anual un conjunto de documentos
anexos denominados amarillos, sobre diferen-
te problemática: el agua, el medio ambiente,
la inclusión social, …que en 2006 sumaban
más de 15 documentos. 

“Pressupostos de Gènere: l’experiència de Gè-
nova”. Comunicación presentada por Mónica
Gelambi Seminari ciutats i persones. Barcelo-
na, 17 marzo 2006, organizado por el Insti-
tuto de Ciencias Políticas y Sociales (ICPS) de
Barcelona.

La ciudad de Gènova, capital de la provincia
de Gènova, tenía una población censada de
610.307 habitantes en 2001.

Estos ámbitos son los servicios a la infancia y
a las personas ancianas; las actuaciones dirigi-
das a combatir la pobreza y la exclusión social
(centrándose en el análisis de los tipos y gra-
dos de dependencia económica y familiar; el
uso del tiempo y la disparidad en la disponibi-
lidad de recursos económicos), los colectivos
débiles (que muestran alguna discapacidad); el
transporte y la movilidad, la seguridad, el me-
dioambiente, los servicios comerciales, la cul-
tura y los espectáculos y el deporte.
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Uso de indicadores de eficiencia y
eficacia.

En el apartado cuarto, se opta por in-
troducir unos criterios que permiten
diferenciar tres áreas en relación con el
género. Aquellas en las que el género
influye de forma directa (su objetivo es
la igualdad de oportunidades), las áreas
en las que influye de forma indirecta
(medidas dirigidas a determinados co-
lectivos con un impacto fuerte, aunque
indirecto sobre las relaciones de géne-
ro) y las áreas ambientales (servicios
que influyen en la calidad de vida y las
opciones que se pueden tomar –trans-
porte, zonas verdes, cultura, depor-
te…–). Además, existe una cuarta área
considerada neutra, que engloba las ac-
tividades en las que no se producen
efectos importantes en relación a las di-
ferencias de género.

Partiendo de esta clasificación se ana-
lizan las actividades y los servicios pres-
tados por el ayuntamiento (paso nº 5),
y, finalmente, se elaboran una serie de
indicadores de eficiencia y de eficacia,
a partir de los datos de los que dispo-
ne la administración, dada la dificultad
de encontrar datos suficientes. Estos
indicadores representan el punto de
síntesis de las necesidades de la ciuda-
danía y la respuesta ofrecida por los
servicios públicos. Los indicadores de
eficacia miden la capacidad receptiva
de los servicios prestados respecto a las
exigencias de la ciudadanía, y los de efi-
ciencia calculan el coste unitario de los
servicios respecto a sus usuarios reales.

En los análisis desarrollados dentro de
la Región de Emilia Romagna, se han
aplicado dos enfoques. Por un lado, en
la Comuna de Módena, y financiado
por la Región de Emilia con fondos
europeos, entre noviembre del 2001 y
diciembre del 2002, ha tenido lugar
una experiencia piloto en la que ha par-
ticipado tanto la Región como la pro-
vincia de Módena y la Comuna de
Módena (Rosselli, 2002), que ha par-
tido del enfoque de los indicadores.
Por otro lado, se ha realizado un aná-
lisis que ha partido del enfoque de las
capacidades, directamente relacionado
con la metodología seguida por las es-

6 trategias de desarrollo humano (Ad-
dabbo et al., 2004). Esta perspectiva
parte de los estándares de vida y de sus
diversas dimensiones y componentes.

Aunque ambas iniciativas han sido im-
pulsadas por las administraciones ita-
lianas, y en alguna ocasión financiada
por fondos comunitarios, las organi-
zaciones de mujeres también han im-
pulsado este proceso, en particular en
Módena .

En Módena un equipo investigador
universitario en colaboración con una
Consultora desarrollaron la iniciativa
a lo largo del 2002 . Fueron cons-
cientes desde el principio de la necesi-
dad de desarrollar metodologías que
pudieran ser “exportadas” a otros go-
biernos locales con costes relativamente
bajos, así como de la necesidad de in-
troducir una serie de incentivos ade-
cuados para superar las suspicacias y
desconfianza por parte del funciona-
riado. En el desarrollo metodológico
se encontraron con dificultades para
aplicar en los niveles locales las herra-
mientas diseñadas para el ámbito esta-
tal. Por ello, en su análisis general del
presupuesto decidieron utilizar unas
herramientas basadas en un listado de
indicadores que les sirvieran para eva-
luar la igualdad y eficiencia desde una
perspectiva de género. Una vez ela-
borados los indicadores locales, los
compararon con indicadores referen-
ciales a nivel, principalmente, regional.
Si un indicador mostraba que el ren-
dimiento no era satisfactorio a nivel lo-
cal, se analizaban los gastos a él
asignados. Las políticas fiscales tam-
bién se han intentado analizar con es-
te sistema.

Para realizar los indicadores partieron
del listado de la Comisión Europea pa-
ra evaluar las políticas de empleo y so-
ciales de los Estados miembros desde
el punto de vista de la igualdad de
oportunidades. Para realizar una se-
lección han tenido en cuenta, desde
un principio, el límite del coste asu-
mible por las entidades locales, por lo
que han decidido utilizar algunos de
los indicadores de la UE y otras orga-
nizaciones internacionales y añadir
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aquellos que consideraban de especial
relevancia a nivel local. Al mismo tiem-
po, han tomado los indicadores utili-
zados a nivel italiano para evaluar las
finanzas públicas locales y han valora-
do si eran apropiados para medir los
impactos de género de las políticas pú-
blicas, comprobando que algunos eran
erróneos. 

De este modo, han elaborado un am-
plio listado de indicadores referidos tan-
to al bienestar general, como al mercado
de trabajo, a la conciliación de tareas, al
reparto de los cuidados, de los cargos
públicos, etc, es decir, de todas aquellas
variables consideradas relevantes respecto
a la igualdad de oportunidades o a la ca-
lidad de los servicios sociales. Finalmente,
estos indicadores se comparan con las
referencias italianas o europeas, si resul-
ta pertinente, y se tiene en cuenta el me-
jor valor alcanzado, la media italiana y
la evaluación de las personas beneficia-
rias (cuando se cuenta con ellas). En es-
te contraste, a veces, se tienen en cuenta
referencias “absolutas”, por ejemplo, el
porcentaje de mujeres en la población
elegible, y otras veces, referencias “rela-
tivas”, como es la media italiana. 

De esta comparación inicial han obser-
vado que determinados indicadores
muestran una situación insatisfactoria
en Módena. Así, pasan a analizar una
serie de políticas particulares, en las que
destacan tres. Las políticas para au-
mentar la participación de las mujeres
en los gobiernos locales y en los proce-
sos de toma de decisiones, las políticas
para aumentar la participación de las
mujeres no cualificadas en el mercado
laboral y las políticas para mejorar el sis-
tema público del transporte. 

En el camino se han encontrado con la
dificultad de recopilar datos y estudios
locales relativos a esta realidad, por lo
que al no disponer de toda la informa-
ción necesaria para el análisis y evalua-
ción, una vez comparados los existentes,
han realizado un nuevo estudio local,
en el que han creado algún índice nue-
vo como el Indicador de la Situación
Económica Familiar, que tiene en cuen-
ta tanto los valores de los ingresos 
como de los activos familiares, relacio-
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nándolo con la participación de los cón-
yuges en el mercado laboral.

Por otra parte, en Emilia Romagna se
ha llevado también a cabo una iniciati-
va novedosa de análisis presupuestario
y auditoria de género basada en el en-
foque de las capacidades. Este enfoque
evalúa el bienestar humano en función
de la calidad de vida, de las oportuni-
dades que tiene la persona para ser y
hacer aquello que considera importan-
te para que su vida tenga el valor de-
seado, es decir, que pueda decidir el
tipo de vida que desea. Afecta, así, no
sólo a los recursos económicos y fi-
nancieros, sino a la protección de las li-
bertades políticas, de participación
social, cultural y social, las normas so-
ciales, tradiciones y hábitos. El enfoque
de las capacidades cubre todas las di-
mensiones del bienestar humano y pres-
ta especial atención a los vínculos entre
el bienestar material, mental y social,
así como a las dimensiones de la vida
económica, social, política y cultural. 

El enfoque del bienestar utilizado por
las autoras italianas de estas experien-
cias para auditar los presupuestos pú-
blicos expande la noción de estándares
de vida en un concepto de desarrollo
humano, y redefine también la noción
de sostenibilidad desde una perspecti-

va feminista. De hecho, extiende el en-
foque de las capacidades para incluir el
proceso de reproducción social de las
capacidades individuales, teniendo en
cuenta también la capacidad del cuida-
do de las personas. Esta extensión 
lleva a una nueva definición de soste-
nibilidad social que incluye también la
reproducción de los cuerpos, las emo-
ciones y las relaciones sociales y, en ge-
neral, requiere que las dimensiones
materiales, simbólicas, estructurales y
éticas sean retenidas en la misma ima-
gen del proceso económico, tanto a ni-
vel macro como micro. La experiencia
diaria de las mujeres en hacer frente a
la vulnerabilidad de los cuerpos y las
emociones (incluidas las de los hom-
bres adultos), como parte de una res-
ponsabilidad final histórica para la
calidad de vida, que es utilizada aquí
en un enfoque de bienestar reproduc-
tivo para revelar algunas ambigüedades
en la visión del desarrollo humano, nor-
malmente no detectadas en una pers-
pectiva de igualdad de oportunidades.

Ambos enfoques, el de presupuestos
de género y el de capacidades, com-
parten su preocupación por la diver-
sidad humana en el análisis de la
realidad, en la importancia de la eco-
nomía no retribuida para comprender
la calidad de vida, y que las políticas
deben ser analizadas en detalle para
poder observar si perpetúan o modi-
fican desigualdades existentes (entre
mujeres y hombres, o entro otros gru-
pos) (Addabo, 2005).

Seguir el enfoque de las capacidades
requiere una metodología multidi-
mensional de auditoría para evaluar el
impacto de las políticas públicas sobre
el bienestar de las mujeres. Este enfo-
que se utilizó a tres niveles adminis-
trativos: el de la región de Emilia
Romagna, y el de Módena, tanto a es-
cala municipal como de distrito pro-
vincial. Aunque dadas las limitaciones
del espacio no podemos entrar en de-
talle a describir esta interesante expe-
riencia, el listado de las capacidades
realizadas y su vinculación con las com-
petencias regionales y municipales les
ha permitido detectar las desventajas
a las que se enfrentan las mujeres en
términos de acceso a los recursos, la

educación, la salud y el control sobre
sus cuerpos. Estas autoras destacan
también cómo la experiencia de las
mujeres sobre la vulnerabilidad de los
miembros de la familia, incluidos los
hombres adultos, ayuda a revelar al-
gunas características generales del sis-
tema económico. 

A nivel municipal, el interés se ha cen-
trado en la red de instituciones que co-
operan para garantizar el bienestar
local, prestando especial atención a la
capacidad del cuidado. Este análisis se
basa, como el enfoque de las capaci-
dades, en que hay que distinguir en-
tre los medios o inputs y los fines u
objetivos de la calidad de vida. Por
ejemplo, el ingreso económico puede
ser un importante medio para conse-
guir algunos aspectos del bienestar
(por ej. para la educación, la salud…)
pero no para todas las capacidades (los
efectos devastadores sobre la autoes-
tima y las depresiones que genera a las
personas la situación de desempleo a
largo plazo, no sólo se superan con un
ingreso mínimo).

A nivel de distrito provincial, en 2003,
las expertas Tindara Addabbo y Anto-
nella Picchio , han estructurado los
gastos en función de tres categorías.
Por una parte, los gastos de progra-
mas o proyectos destinados directa-
mente a las mujeres (0,80% del
presupuesto). Por otra, los destinados
a proyectos o programas dirigidos a la
eficiencia del aparato administrativo
(el 33,1% del total). Y en tercer lugar,
el grueso mayor del presupuesto, el
66,1%, que ha sido considerado el con-
junto de proyectos y programas que
tienen un impacto de género. En este
apartado han agrupado los proyectos
en las siguientes categorías:

La integridad corporal y de salud.

La movilidad territorial.

El control sobre el uso del tiempo.

El acceso al conocimiento y la cul-
tura.

El acceso a los recursos privados
(empleo y negocios).

El acceso a los recursos públicos
(empleo, transferencias y servicios).
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En Módena existe un grupo de mujeres de-
nominado La Convención de las Mujeres, que
agrupa a mujeres de diversas posiciones pro-
fesionales y afiliaciones políticas. Este grupo
propuso en 1998 un acuerdo a las personas
candidatas a la alcaldía, y desde 1999 ha man-
tenido una relación estable con el gobierno lo-
cal en la promoción de la participación de las
mujeres en la vida política y en el seguimien-
to de la calidad de vida desde la perspectiva de
género (Addabbo et al. 2004:27). 

Resumen extraído de la comunicación presen-
tada por Annalissa Rosselli “Gender Audit of
Government Budgets in Italy”, (diciembre,
2002) en Vitoria-Gasteiz, en el Taller sobre
Presupuestos con enfoque de Género organizado
por Emakunde. www.emakunde.es

Información recogida a partir de la Comuni-
cación oral presentada por Antonella Picchio
en 2005, en el Congreso de Economía Feminis-
ta, Universidad del País Vasco/Euskal Herri-
ko Unibertsitatea. 14-15 abril. Bilbao.
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La participación social y represen-
tación política.

Para realizar el análisis sugieren así un
conjunto de indicadores básicos que
forman parte de una matriz de Audi-
toria de Género (AG), consistente con
el enfoque de la Unión Europea en la
medición de la exclusión social. Bus-
can recoger indicadores simples y prác-
ticos, fáciles de comprender y analizar.
Una vez realizados los índices básicos,
un punto crucial consiste en determi-
nar los valores objetivo de los indica-
dores relevantes de equidad de género.
En consonancia con el Enfoque de las
Capacidades, es fundamental describir
y analizar, a nivel local, cómo y cuán-
do se lleva a cabo un proceso de trans-
formación social con los recursos
públicos desde la perspectiva del desa-
rrollo humano. Esto les lleva a un aná-
lisis y evaluación del comportamiento
de los grupos, de las normas sociales y
culturales, de los derechos de las mu-
jeres, el uso del tiempo y de los mo-
delos culturales e identidades sociales.

Para finalizar este repaso de algunas de
las experiencias de PEG desarrolladas
en Europa, querríamos mencionar la
iniciativa actualmente en marcha im-
pulsada por la Junta de Andalucía. A
pesar de que la experiencia más men-
cionada a nivel estatal es la desarrolla-
da en el Gobierno Vasco e impulsada
por Emakunde (Instituto de la Mujer),
entre 1999 y 2002, debido a que por
el momento ésta se ha limitado a una
experiencia piloto y que a partir de su
finalización no se han producido avan-
ces, dadas las resistencias encontradas
en el Departamento de Hacienda, va-
mos a centrarnos en la experiencia an-
daluza, impulsada a partir de 2002, y
actualmente en fase de profundización.
En esta Comunidad Autónoma (CAA),
la segunda más grande del Estado en
extensión territorial y la mayor en po-
blación (7,4 millones de personas en
2002), se organizó, en primer lugar,
una Conferencia para hacer visible la
necesidad de los PEG. 

A continuación, se estableció una Co-
misión Interdepartamental y en 2005
se ha elaborado un “Informe de Eva-

luación de Impacto de Género del Pre-
supuesto de la Comunidad Autónoma
de Andalucía para 2006”, publicado
por la Junta de Andalucía, y conside-
rado fruto del compromiso político
existente en el gobierno andaluz por
ser parte activa en las medidas a favor
de la igualdad de género. Este docu-
mento es parte de una estrategia que a
partir del 2002 se ha ido construyen-
do e insertando en una serie de nor-
mas en la CAA. Entre las primeras se
encuentra el Plan Estadístico Andaluz.
Este Plan considera el género como
una parte integrante de las estrategias
relacionadas con el conocimiento de
Andalucía. Así, manifiesta que “todas
las estadísticas oficiales en las que se
contemplen datos acerca de las perso-
nas, deberán recogerse, analizarse y 
presentarse por género” (Junta de An-
dalucía, 2005:13). En la Ley 18/2003
por la que se aprueban medidas fisca-
les y administrativas, también se reco-
ge la necesidad de emitir informes de
evaluación del impacto por razón de
género del contenido de todos los pro-
yectos de ley y reglamentos que aprue-
be el Consejo de Gobierno, incluido
el Presupuesto de la CAA. 

En 2004 se regula el informe de eva-
luación de impacto de género en los pro-
yectos de ley y reglamentos que apruebe
el gobierno, que deben incluir al menos
la descripción de las diferencias existen-
tes entre mujeres y hombres en el ám-
bito de actuación de que se trate,
partiendo de las estadísticas desagregadas
existentes, así como el análisis de im-
pacto potencial del mismo entre las mu-
jeres y hombres a quienes va dirigido. 

En 2005 se incluye en la orden por la
que se dictan las normas para elaborar
el presupuesto autonómico para el
2006 la prioridad concedida a los pro-
gramas destinados a promover la igual-
dad entre hombres y mujeres. “Se
deberán indicar, asimismo, por parte
de los centros gestores de los departa-
mentos para todos sus programas fun-
cionales los objetivos a alcanzar, sus
indicadores, en su caso desagregados
por sexo, y los medios necesarios, ajus-
tándolos a las previsiones de los docu-
mentos de planificación de la Junta de
Andalucía, así como a los compromi-

sos previstos y adquiridos procedentes
de ejercicios anteriores” (Junta de An-
dalucía, 2005:15). En la actualidad,
por lo tanto, parece existir un com-
promiso firme por parte de la Admi-
nistración Autonómica a favor de la
igualdad de género, de cuya experien-
cia esperamos hacer seguimiento en los
próximos años para observar las mejo-
ras introducidas en los procesos y ca-
lidad de vida de las mujeres andaluzas.

4. REFLEXIONES FINALES
A nivel europeo se puede observar que
la mayor parte de las iniciativas de PEG
han comenzado su andadura a princi-
pios de este siglo, es decir, tienen una
trayectoria temporal breve, lo que no
permite hacer evaluaciones de su im-
pacto real en la vida de las mujeres,
puesto que estos procesos requieren
tiempo, tanto para el aprendizaje co-
mo para la adaptación de las metodo-
logías existentes a la realidad local. En
algunos casos, además, se ha comen-
zado por realizar experiencias piloto de
determinados programas, que raras ve-
ces han sido aplicadas al conjunto de
las actividades de un área o departa-
mento. No obstante, estos modestos
inicios han sido suficientemente reve-
ladores como para mostrar las carencias
detectadas a nivel internacional (falta
de información estadística, necesidad
de formación, de elegir y adaptar las
metodologías…) en prácticamente to-
dos los casos. Son, por lo tanto, con
unas pocas excepciones (Reino Unido,
Suecia…) unos primeros pasos, de los
que habrá que hacer seguimiento en
los próximos años para ver si tienden a
la consolidación e integración en los
mecanismos y dinámicas presupuesta-
rias como un elemento sistemático más,
tal como se ha propuesto en la expe-
riencia belga o sueca, o se ralentizan y
quedan como una experiencia anecdó-
tica, sin continuidad en el tiempo, co-
mo ha sucedido en otros casos. 

Una de las características de las expe-
riencias europeas es el peso de los gru-
pos de la sociedad civil en el impulso de
estas iniciativas, como parece haber si-
do el caso de Francia, Reino Unido,
Austria, Finlandia y Bélgica. La res-
puesta de los gobiernos a las demandas
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generadas por estas organizaciones pa-
ra que muestren su sensibilidad ante es-
ta problemática, en algunos lugares, ha
llevado mucho tiempo, como en el ca-
so británico (prácticamente una déca-
da de trabajo inicial antes de obtener
una respuesta positiva). En la mayoría
de estos casos también ha sido notoria
la importancia del Parlamento (y de per-
sonas parlamentarias en particular). 

En las experiencias dinamizadas desde
el interior de la administración, como
en los países nórdicos (Suecia, Norue-
ga e Islandia), y tal como sucedió en el
caso australiano, pionero a nivel mun-
dial, los grupos de la sociedad civil han
tenido una participación menor, dado
su menor peso y presencia social.

Se suele considerar que un apoyo acti-
vo por parte de la sociedad civil tiene un
efecto positivo en la viabilidad de estas
iniciativas, ya que los grupos de la co-
munidad tienen un papel importante a
jugar a la hora de despertar conciencias
y formar a la población para que influ-
ya a favor de la justicia y la igualdad en
el gobierno y en los presupuestos.

A lo largo del tiempo, es innegable, asi-
mismo, el impulso que supone un an-
claje suficiente de la iniciativa dentro
del gobierno, para que su potenciali-
dad de influir en los procesos presu-
puestarios sea visible. La mayoría de las
iniciativas son impulsadas por los Mi-
nisterios relacionados con la Igualdad.
Algunas veces se implica el Gobierno
en su conjunto, y siempre se conside-
ra necesaria la participación del Minis-
terio de Finanzas, dada su vinculación
directa con el presupuesto y las direc-
trices de la política macroeconómica.
En el Reino Unido y en Austria, el Mi-
nisterio de Finanzas es el que dirige las
evaluaciones basadas en el género den-
tro del proceso presupuestario. El im-
pulsor más frecuente, sin embargo, es
el Ministerio relacionado con la Igual-
dad de Género, que puede jugar un rol
de catalizador o lobby gubernamental,
así como un papel de organizador y co-
ordinador, como en el caso francés o
andaluz. En Bélgica, como en los paí-
ses nórdicos, es el sector de la igualdad
de género el impulsor de la iniciativa,
aunque el Ministerio de Igualdad bus-

có la alianza del Ministerio de Hacien-
da a la hora de impulsar un proyecto
de presupuesto de género a nivel del
Consejo Nórdico. 

En lo que respecta a la implicación de
personas expertas externas, es mayori-
taria la opinión favorable a su colabo-
ración, considerándose, a su vez, en
algún caso indispensable, tanto dentro
como fuera del gobierno. La mayoría
de los Estados cuenta con personas ex-
pertas externas a la estructura guber-
namental para realizar estudios de
viabilidad (Austria, Escocia, Irlanda) o
emplean a expertas externas para que
realicen proyectos piloto como en Bél-
gica, o a través de procesos de consul-
ta como en Reino Unido. 

Respecto a los instrumentos utilizados
para difundir los resultados de estas ini-
ciativas PEG, se suele distinguir entre
los documentos propios para ello, o su
integración en la documentación prin-
cipal presupuestaria. Es decir, se pue-
de dar prioridad a su visibilidad o a su
integración. En algunos casos, los da-
tos relativos al género se presentan de
forma visible y aparte (documento ane-
xo o específico), como en el caso fran-
cés (anexo amarillo) o noruego. En
otros, sin embargo, en las propuestas
presupuestarias de cada Ministerio se
integran los datos y anexos relativos al
género, como es el caso de Suecia.
Puesto que se considera que realizar
un estudio aparte tiene ciertos riesgos
respecto a su nivel de integración en
las políticas generales, en el caso no-
ruego se ha intentado combinar am-
bos análisis, publicando, por una parte,
de forma separada el análisis y combi-
nándolo con un reflejo visible del gé-
nero en las propuestas presupuestarias
de cada Ministerio, que se encuentran
insertas en el documento central.

En suma, todos estos procesos reflejan
la importancia de las políticas públicas
en las condiciones de vida de las muje-
res, pudiendo éstas favorecer su situa-
ción u obstaculizar su avance. Por ello,
a pesar de que la intervención estatal no
se puede considerar la panacea, com-
partimos la opinión de que es un ins-
trumento que se debe utilizar, dada su
capacidad para contribuir a visualizar las

relaciones sociales, e incluso, creemos,
a transformarlas, cuando ésta se inclu-
ye entre sus objetivos. No debemos, no
obstante, olvidar que en algunos casos
se pueden producir contradicciones po-
tenciales, (ser utilizada como marketing
político más que como instrumento re-
al de transformación social), por lo que
es necesario controlar su funcionamiento
y evolución, para que no obstaculice el
desarrollo de políticas innovadoras y de
programas que podrían contribuir a me-
jorar la situación de las mujeres y a di-
namizar los cambios necesarios en los
comportamientos de los hombres (El-
man, 1995:237). 

Finalmente, quisiera recordar en esta
reflexión sobre la experiencia europea,
algunos de los requisitos mínimos que
en opinión del Comité de Aseso-
ramiento sobre Igualdad de Oportu-
nidades para las Mujeres y los Hombres
de la Unión Europea se deben cumplir
para realizar una iniciativa de PEG. En-
tre los principios o requisitos que con-
sidera se deben observar para conseguir
un proceso presupuestario de género
efectivo, que compartimos completa-
mente, nos gustaría recoger los tres si-
guientes. 

En primer lugar, la Voluntad política
activa. Dado que los presupuestos pú-
blicos reflejan las prioridades políticas
del organismo que los realiza, para ser
eficientes, las iniciativas de PEG de-
penden del nivel de compromiso polí-
tico a favor de la igualdad de género.
La mayoría de los gobiernos han fir-
mado una serie de acuerdos legales in-
ternacionales, tales como la Convención
contra todas las Modalidades de Dis-
criminación contra las Mujeres (CE-
DAW), los acuerdos de la Conferencia
del Cairo sobre Población, así como la
Plataforma de Acción de Beijing, entre
otros. A nivel de la UE también debe-
mos tener en cuenta los articulados de
las leyes comunitarias traspasadas a ley
nacional o expresadas por medio de de-
claraciones de los gobiernos. La vo-
luntad política tiene más efecto cuando
es declarada y expresada activamente,
de ahí la importancia de que las nor-
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mas institucionales y políticas recojan
esta prioridad y necesidad.

En segundo lugar, la necesidad de lle-
var a cabo un proceso de conciencia-
ción y defensa de los PEG. Cuanto
más implicados estén en este proceso
tanto los gobiernos como los parla-
mentos y los grupos de la sociedad ci-
vil más duradero y eficiente será,
puesto que no dependerá solamente
de las prioridades políticas de los go-
biernos y, por lo tanto, no estará tan
sujeto a sus cambios de estrategias. 

En tercer lugar, la transparencia y la
participación. La transparencia en el
proceso presupuestario es un prerre-
quisito para que una iniciativa de pre-
supuestos de género tenga éxito. El
proceso presupuestario debería impli-
car de forma apropiada una represen-
tación equilibrada de mujeres y
hombres, así como de personal exper-
to en presupuestos y en temas de gé-
nero, dentro del marco constitucional
nacional en el que se desarrolle. Estos
procesos se pueden beneficiar, asimis-
mo, de la participación social que, fre-
cuentemente, implica procesos de
consulta a las partes interesadas en la
sociedad civil, así como a las autorida-
des regionales, locales, departamentos
y agencias gubernamentales. En suma,
consideramos que los PEG pueden
constituir un test del nivel de demo-
cracia real impulsada por las estructu-
ras administrativas, y que a medida que
se avanza en estas experiencias se está
asimismo contribuyendo a afianzar
prácticas de funcionamiento que dan
prioridad a la equidad de género con
todo lo que ello implica, y consideran
la rendición de cuentas como una con-
dición indispensable para constituir
una sociedad democrática.
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LA PRESENCIA DE MUJERES Y HOMBRES
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Esta comunicación forma parte de
un proyecto de investigación dirigido
a analizar el nivel de igualdad entre
mujeres y hombres en las universida-
des españolas. El objetivo general de
este proyecto financiado por el Insti-
tuto de la Mujer es elaborar una serie
de indicadores cuantitativos relacio-
nados con la igualdad entre mujeres y
hombres acerca de distintas variables
referidas al alumnado, profesorado,
personal investigador, personal de ad-
ministración y servicios y cargos de
gestión en el sistema universitario es-
pañol. El proyecto se operativiza en
los siguientes objetivos concretos:

Por un lado, la elaboración de una ba-
tería de indicadores desglosados por 
sexo referidos a aspectos básicos del con-
junto de las universidades españolas, tan-
to públicas como privadas. El sistema de
de recogida de información para este pri-
mer objetivo consisten en la utilización
de fuentes secundarias como las estadís-
ticas del Instituto Nacional de Estadís-
tica, del Consejo de Coordinación
Universitaria del Ministerio de Educa-
ción y Ciencia, de la Conferencia de Rec-
tores de las Universidades Españolas.

Por otro lado, además de la información
general contenida en estos indicadores,
la combinación de los más significativos
darán como producto el Ranking de
igualdad de género de las Universidades
españolas, donde se ordenarán todas las
universidades en función de la puntua-
ción obtenida de mayor a menor nivel
de igualdad entre mujeres y hombres.

Finalmente, a partir de una muestra
compuesta por las universidades de ma-
yor tamaño se intentará completar otros
indicadores más detallados que analicen
las medidas de igualdad desarrolladas
por las universidades españolas.
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El objetivo general del proyecto (la
elaboración de indicadores cuantitati-
vos acerca de la igualdad entre muje-
res y hombres en las universidades
españolas) se materializará a partir de
una serie de indicadores desglosados
por sexo referidos a aspectos básicos
del conjunto de las universidades es-
pañolas, tanto públicas como privadas.
El punto de partida metodológico son
los indicadores existentes propuestos
por el Consejo de Coordinación Uni-
versitaria del Ministerio de Educación
y Ciencia en su Catálogo de indicado-
res del sistema universitario español. Es-
te Catálogo ha sido diseñado para
proponer unos indicadores comunes
capaces de proporcionar información
cuantitativa útil para conocer y evaluar
la situación de las universidades en tor-
no a distintas cuestiones como las ca-
racterísticas del alumnado (edad, sexo,
modalidad de acceso, titulaciones),
profesorado, personal de las universi-
dades, recursos financieros, etc. A 
partir de algunas de las variables en-
globadas en dicho catálogo se inten-
tará medir el grado de igualdad entre
los sexos existente en las universidades
españolas.

Como punto inicial, la comunicación
que aquí se presenta incluye exclusiva-
mente una serie de indicadores inicia-
les referidos a aspectos como alumnado,
profesorado y personal de administra-
ción y servicios en el sistema universi-
tario español. La fuente de información
ha sido la Estadística Universitaria que
anualmente elabora el Instituto Nacio-
nal de Estadística y que recoge toda la
información desglosada para todas las
universidades españolas, tanto públicas
como privadas.

1. DATOS SOBRE ALUMNADO
La relevancia del alumnado en el aná-
lisis de la distancia de género en el 
ámbito universitario se basa principal-
mente en su volumen dado que es la
población más numerosa en la comu-
nidad universitaria y en que constitu-
yen la principal función social de la
universidad, es decir, la formación de
profesionales. La presencia mayoría de
mujeres en el ámbito universitario es
una realidad difundida en la sociedad,

TABLA 1. 
ALUMNADO MATRICULADO POR UNIVERSIDAD Y SEXO. CURSO 2004/05

Total Mujeres % Mujeres Hombres % Hombres

TOTAL 1.446.879 783.854 54,2 663.025 45,8

UNIVERSIDADES PÚBLICAS 1.313.475 715.202 54,5 598.273 45,5
Alcalá de Henares 18.411 9.647 52,4 8.764 47,6
Alicante 26.390 14.923 56,5 11.467 43,5
Almería 11.594 6.726 58,0 4.868 42,0
Autónoma de Barcelona 36.639 22.656 61,8 13.983 38,2
Autónoma de Madrid 29.619 18.363 62,0 11.256 38,0
Barcelona 54.577 35.155 64,4 19.422 35,6
Burgos 8.421 4.359 51,8 4.062 48,2
Cádiz 20.573 11.239 54,6 9.334 45,4
Cantabria 11.532 5.954 51,6 5.578 48,4
Carlos III 17.660 7.830 44,3 9.830 55,7
Castilla-La Mancha 28.497 15.795 55,4 12.702 44,6
Complutense de Madrid (1) 81.049 51.256 63,2 29.793 36,8
Córdoba 18.458 9.781 53,0 8.677 47,0
Coruña, A 24.012 12.236 51,0 11.776 49,0
Extremadura 24.854 13.537 54,5 11.317 45,5
Girona 12.125 7.084 58,4 5.041 41,6
Granada 56.455 31.795 56,3 24.660 43,7
Huelva 10.601 5.856 55,2 4.745 44,8
Illes Balears 13.621 8.146 59,8 5.475 40,2
Jaén 13.706 7.313 53,4 6.393 46,6
Jaume I de Castellón 12.926 7.057 54,6 5.869 45,4
La Laguna 24.312 14.071 57,9 10.241 42,1
La Rioja 6.756 3.590 53,1 3.166 46,9
León 14.007 8.116 57,9 5.891 42,1
Lleida 8.730 4.601 52,7 4.129 47,3
Málaga 35.336 19.084 54,0 16.252 46,0
Miguel Hernández de Elche 10.721 5.500 51,3 5.221 48,7
Murcia 27.328 17.224 63,0 10.104 37,0
Oviedo 31.605 17.302 54,7 14.303 45,3
Pablo de Olavide 7.373 4.321 58,6 3.052 41,4
País Vasco 49.901 27.889 55,9 22.012 44,1
Palmas (Las) 22.394 11.773 52,6 10.621 47,4
Politécnica de Cartagena 5.993 1.741 29,1 4.252 70,9
Politécnica de Catalunya 32.447 8.698 26,8 2.3749 73,2
Politécnica de Madrid 37.265 11.608 31,1 25.657 68,9
Politécnica de Valencia 35.070 12.867 36,7 22.203 63,3
Pompeu Fabra 9.369 5.452 58,2 3.917 41,8
Pública de Navarra 7.575 3.835 50,6 3.740 49,4
Rey Juan Carlos 15.871 9.000 56,7 6.871 43,3
Rovira i Virgili 11.845 7.040 59,4 4.805 40,6
Salamanca 28.557 17.113 59,9 11.444 40,1
Santiago de Compostela 31.460 20.354 64,7 11.106 35,3
Sevilla 60.701 32.053 52,8 28.648 47,2
UNED 134.125 68.939 51,4 65.186 48,6
Valencia (Est. General) 45.684 29.407 64,4 16.277 35,6
Valladolid 28.749 15.231 53,0 13.518 47,0
Vigo 24.671 13.293 53,9 11.378 46,1
Zaragoza 33.910 18.392 54,2 15.518 45,8

UNIVERSIDADES PRIVADAS 13.3404 68.652 51,5 64.752 48,5
Abat Oliba-CEU 564 335 59,4 229 40,6
Alfonso X El Sabio 9.104 3.871 42,5 5.233 57,5
Antonio de Nebrija 1.555 748 48,1 807 51,9
Camilo José Cela 867 478 55,1 389 44,9
Cardenal Herrera-CEU 6.514 4.031 61,9 2.483 38,1
Católica S. Antonio de Murcia 4.904 2.304 47,0 2.600 53,0
Católica de Ávila 569 199 35,0 370 65,0
Católica de Valencia 3.013 2.073 68,8 940 31,2
Deusto 9.693 5.445 56,2 4.248 43,8
Europea Miguel de Cervantes 969 438 45,2 531 54,8
Europea de Madrid 6.338 2.706 42,7 3.632 57,3
Francisco de Vitoria 1.130 610 54,0 520 46,0
Internal. de Catalunya 2.342 1.379 58,9 963 41,1
Mondragón 3.619 1.538 42,5 2.081 57,5
Navarra 9.848 5.419 55,0 4.429 45,0
Oberta de Catalunya 33.307 16.074 48,3 17.233 51,7
Pontificia Comillas 6.696 3.217 48,0 3.479 52,0
Pontificia de Salamanca 7.151 3.349 46,8 3.802 53,2
Ramón Llull 11.906 6.875 57,7 5.031 42,3
SEK 1.207 541 44,8 666 55,2
San Pablo-CEU 7.994 4.407 55,1 3.587 44,9
Vic 4.114 2.615 63,6 1.499 36,4
Fuente: Elaboración propia a partir de INE. Estadística de la Enseñanza Universitaria en España.
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TABLA 2. 
PORCENTAJES DE MUJERES Y HOMBRES EN EL ALUMNADO MATRICULADO EN EDUCACIÓN UNIVERSITARIA 
POR UNIVERSIDADES Y TIPO DE ESTUDIO. CURSO 2004/05.

Total Arq.-Ing. Téc. Diplomaturas Licenciaturas Arq. Ing.
% m % h % m % h % m % h % m % h

TOTAL 1.446.879 25,4 74,6 70,4 29,6 60,8 39,2 30,2 69,8
UNIVERSIDADES PÚBLICAS 1.313.475 25,7 74,3 70,8 29,2 61,0 39 30,4 69,6
Alcalá de Henares 18.411 22,2 77,8 75,8 24,2 61,4 38,6 28,8 71,2
Alicante 26.390 25,9 74,1 69,4 30,6 62,1 37,9 29,9 70,1
Almería 11.594 29,1 70,9 66,7 33,3 64,4 35,6 33,9 66,1
Autón. de Barcelona 36.639 12,9 87,1 76,9 23,1 65,4 34,6 15,7 84,3
Autón. de Madrid 29.619 50,1 49,9 82,1 17,9 60,2 39,8 20,3 79,7
Barcelona 54.577 13,4 86,6 71,1 28,9 62,5 37,5 37,8 62,2
Burgos 8.421 36,2 63,8 75,3 24,7 63,5 36,5 27,4 72,6
Cádiz 20.573 16,7 83,3 68,7 31,3 59,9 40,1 29,1 70,9
Cantabria 11.532 30,9 69,1 69,6 30,4 60,8 39,2 33,7 66,3
Carlos III 17.660 21,9 78,1 64,7 35,3 57,6 42,4 21,4 78,6
Castilla-La Mancha 28.497 27,3 72,7 72,9 27,1 59,5 40,5 28,7 71,3
Complutense de Madrid 81.049 20,5 79,5 72,1 27,9 62,6 37,4 34,0 66
Córdoba 18.458 18,5 81,5 66,0 34 60,0 40 32,5 67,5
Coruña, A 24.012 27,7 72,3 73,6 26,4 59,1 40,9 36,5 63,5
Extremadura 24.854 28,0 72 69,1 30,9 59,7 40,3 29,8 70,2
Girona 12.125 23,4 76,6 74,8 25,2 66,2 33,8 14,1 85,9
Granada 56.455 28,0 72 67,8 32,2 58,5 41,5 33,8 66,2
Huelva 10.601 22,2 77,8 69,5 30,5 61,3 38,7 41,7 58,3
Illes Balears 13.621 18,9 81,1 68,5 31,5 61,6 38,4 14,5 85,5
Jaén 13.706 18,4 81,6 67,7 32,3 65,3 34,7 21,1 78,9
Jaume I de Castellón 12.926 30,0 70 64,6 35,4 67,4 32,6 24,9 75,1
La Laguna 24.312 27,7 72,3 69,6 30,4 63,9 36,1 30,7 69,3
La Rioja 6.756 27,6 72,4 71,8 28,2 56,4 43,6 11,7 88,3
León 14.007 37,1 62,9 71,9 28,1 63,5 36,5 28,8 71,2
Lleida 8.730 28,6 71,4 72,2 27,8 56,6 43,4 39,0 61
Málaga 35.336 19,0 81 70,3 29,7 63,2 36,8 23,1 76,9
Miguel Hernández de Elche 10.721 24,5 75,5 66,6 33,4 64,8 35,2 24,7 75,3
Murcia 27.328 18,1 81,9 70,0 30 64,1 35,9 27,8 72,2
Oviedo 31.605 28,1 71,9 71,2 28,8 65,1 34,9 29,6 70,4
Pablo de Olavide 7.373 64,3 35,7 52,7 47,3
País Vasco 49.901 26,1 73,9 70,0 30 65,9 34,1 34,6 65,4
Palmas (Las) 22.394 28,8 71,2 72,1 27,9 60,7 39,3 32,3 67,7
Politécnica de Cartagena 5.993 21,4 78,6 63,1 36,9 59,1 40,9 21,5 78,5
Politécnica de Catalunya 32.447 23,5 76,5 58,4 41,6 45,1 54,9 27,2 72,8
Politécnica de Madrid 37.265 29,3 70,7 30,6 69,4 32,7 67,3
Polit. de Valencia 35.070 27,5 72,5 68,4 31,6 59,2 40,8 35,1 64,9
Pompeu Fabra 9.369 22,6 77,4 62,9 37,1 65,4 34,6 14,3 85,7
Pública de Navarra 7.575 28,8 71,2 74,7 25,3 59,3 40,7 32,8 67,2
Rey Juan Carlos 15.871 27,6 72,4 64,7 35,3 58,0 42 39,0 61
Rovira i Virgili 11.845 19,8 80,2 74,1 25,9 67,6 32,4 28,6 71,4
Salamanca 28.557 30,6 69,4 72,0 28 65,1 34,9 41,0 59
Santiago de Compostela 31.460 45,4 54,6 73,2 26,8 65,7 34,3 50,1 49,9
Sevilla 60.701 24,8 75,2 67,3 32,7 62,4 37,6 28,4 71,6
UNED 134.125 17,9 82,1 75,4 24,6 53,3 46,7 19,0 81
Valencia (Est. General) 45.684 13,9 86,1 72,5 27,5 63,4 36,6 27,7 72,3
Valladolid 28.749 31,4 68,6 70,4 29,6 62,3 37,7 35,2 64,8
Vigo 24.671 29,0 71 70,5 29,5 64,1 35,9 27,8 72,2
Zaragoza 33.910 25,7 74,3 72,6 27,4 63,1 36,9 28,6 71,4
UNIVERSIDADES PRIVADAS 133.404 22,0 78 65,9 34,1 58,8 41,2 29,0 71
Abat Oliba-CEU 564 59,4 40,6
Alfonso X El Sabio 9.104 21,1 78,9 61,3 38,7 52,7 47,3 25,3 74,7
Antonio de Nebrija 1.555 25,2 74,8 61,1 38,9 60,9 39,1 26,8 73,2
Camilo José Cela 867 17,0 83 79,4 20,6 63,9 36,1 35,4 64,6
Cardenal Herrera-CEU 6.514 30,4 69,6 71,9 28,1 63,4 36,6 36,3 63,7
Católica San Antonio de Murcia 4.904 22,8 77,2 71,1 28,9 43,5 56,5
Católica de Ávila 569 23,2 76,8 20,8 79,2 52,7 47,3 30,0 70
Católica de Valencia 3.013 77,3 22,7 39,9 60,1
Deusto 9.693 28,1 71,9 81,3 18,7 65,2 34,8 30,8 69,2
Europea Miguel de Cervantes 969 34,4 65,6 56,3 43,7 53,4 46,6 36,4 63,6
Europea de Madrid 6.338 16,5 83,5 56,5 43,5 48,4 51,6 28,6 71,4
Francisco de Vitoria 1.130 11,7 88,3 59,0 41 57,2 42,8 6,9 93,1
Internacional de Catalunya 2.342 28,6 71,4 71,5 28,5 56,0 44 41,2 58,8
Mondragón 3.619 27,2 72,8 87,4 12,6 72,4 27,6 21,6 78,4
Navarra 9.848 44,6 55,4 69,1 30,9 60,5 39,5 36,3 63,7
Oberta de Catalunya 33.307 13,0 87 50,8 49,2 60,0 40 17,8 82,2
Pontificia Comillas 6.696 17,3 82,7 79,9 20,1 59,7 40,3 22,2 77,8
Pontificia de Salamanca 7.151 14,6 85,4 72,1 27,9 61,0 39 15,3 84,7
Ramón Llull 11.906 34,7 65,3 77,8 22,2 59,2 40,8 35,3 64,7
SEK 1.207 30,0 70 73,1 26,9 61,2 38,8 40,6 59,4
San Pablo-CEU 7.994 25,0 75 59,6 40,4 56,8 43,2 43,6 56,4
Vic 4.114 15,7 84,3 76,9 23,1 59,6 40,4 21,7 78,3

Fuente: Elaboración propia a partir de INE. Estadística de la Enseñanza Universitaria en España.

los datos generales avalan esta afirma-
ción sobre todo en el ámbito público,
de este modo, solamente en 5 de las
48 universidades públicas la presencia
de alumnos es mayoritaria al de las
alumnas. Sin embargo, sólo en 11 de
las 22 universidades privadas hay más
alumnas.

La presencia de alumnas entre la po-
blación total en las Universidades Pú-
blicas Españolas oscila entre el 26,8%
del Alumnado en la Universidad Poli-
técnica de Catalunya, al casi el 65% en
la Universidad de Santiago de Com-
postela. En las Universidades Privadas
la distancia se sitúa entre el 35% de
alumnas en la Universidad de Ávila y
casi el 69% de la Universidad Católica
de Valencia.

Desde la perspectiva de la igualdad de
género los datos generales se distribu-
yen en una orquilla limitada sin exis-
tir casos extremos en el que la
presencia de mujeres u hombres esté
por debajo de la cuarta parte del alum-
nado total. Además, la mayoría de uni-
versidades ya sean privadas como
públicas se sitúan en 5 puntos por arri-
ba y por debajo de la distribución pa-
ritaria. (Tabla 1).

El tipo de estudios realizado establece
diferencias claras entre los géneros ma-
tizando la primera aproximación que es-
tablecía la presencia mayoritaria de
mujeres en las universidades españolas.
En los estudios tradicionalmente mas-
culinos como son las arquitecturas y las
ingenierías tanto técnicas como supe-
riores la presencia de alumnos es muy
superior al de las alumnas situándose en-
tre el 70 y 75%. Así mismo, las licencia-
turas y las diplomaturas constituyen la
otra cara de la moneda componiéndo-
se mayoritariamente por mujeres.

Salvo en la Universidad Autónoma de
Madrid, en todas las universidades es-
pañolas sean públicas o privadas la pre-
sencia de mujeres es inferior a la mitad
del alumnado en las Arquitecturas e
Ingenierías Técnicas. Las diferencias
son de tal relieve que solamente en 11
de las 59 universidades que imparten
este tipo de estudios la presencia de
alumnas es superior al 30% del alum-
nado total. Las Arquitecturas e Inge-



nierías muestran un panorama similar.
Exceptuando la Universidad de Com-
postela en el resto la presencia de hom-
bres es mayoritaria y en el 64,4% de las
Universidades españolas la proporción
de mujeres entre el alumnado de ar-
quitectura e ingenierías no supera el
30%.

El panorama dentro de las Diploma-
turas y las Licenciaturas es diferente.
La única universidad en el que la pre-
sencia de hombres es superior al de las
mujeres es la Universidad Católica de
Ávila en el resto la presencia de alum-
nas es superior al de los alumnos sien-
do especialmente destacadas las
diferencias en el caso de la Universi-
dad de Mondragón, la de Madrid y la
de Deusto, aunque en los últimos dos
casos la presencia de hombres está por
encima del 15%. Las Licenciaturas es
el tipo de estudio donde las diferen-
cias en la matriculación por sexo son
menores oscilando entre el 30 y el
70%. De hecho en cinco Universida-
des españolas la presencia de mujeres
es menor que la de los hombres en las
Licenciaturas: las Politécnicas de Ma-
drid y Catalunya, Las Católicas de Va-
lencia y S. Antonio de Murcia y la
Europea de Madrid. (Tabla 2).

El tercer ciclo en la universidad es un
ámbito que relaciona al alumnado con
el futuro profesorado y personal in-
vestigador. Dentro de este nivel de es-
tudios las diferencias entre alumnos y
alumnas se sitúa entre el 30 y el 70%.
Coincidiendo con el alumnado de pri-
mer y segundo ciclo, las Universida-
des Politécnicas son las que mayor
presencia de doctorandos tienen jun-
to con la Universidad Oberta por el
contrario en las Universidades de Car-
denal Herrera y la de Vic cuentan con
una 69,6 y un 65,5% de doctorandas.
(Tabla 3).

2. DATOS SOBRE PROFESORADO
El conjunto de profesorado y perso-
nal investigador de las universidades
españolas se compone de 101.770 per-
sonas. El porcentaje de mujeres en 
este grupo es de 35,3% y el de hom-
bres 64,7%, lo cual indica que en este
colectivo se invierte la tendencia ob-
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TABLA 3. 
ALUMNADO MATRICULADO EN DOCTORADO POR UNIVERSIDAD Y SEXO. 2004/05

Total Mujeres % Mujeres Hombres % Hombres

TOTAL 76.251 39.057 51,2 37.194 48,8

UNIVERSIDADES PÚBLICAS 72.484 37.323 51,5 35.161 48,5
Politécnica de Madrid (1) 2.352 693 29,5 1.659 70,5
Oberta de Catalunya 266 80 30,1 186 69,9
Pontificia de Salamanca 147 45 30,6 102 69,4
Politécnica de Catalunya 2.095 699 33,4 1.396 66,6
Politécnica de Cartagena 194 68 35,1 126 64,9
Mondragón (1) 58 21 36,2 37 63,8
Abat Oliba CEU 16 6 37,5 10 62,5
Católica S.Antonio de Murcia 132 50 37,9 82 62,1
Pontificia Comillas 427 168 39,3 259 60,7
Castilla-La Mancha 750 317 42,3 433 57,7
Politécnica de Valencia 1.221 524 42,9 697 57,1
Lleida 399 172 43,1 227 56,9
Almería 468 204 43,6 264 56,4
San Pablo-CEU 137 60 43,8 77 56,2
UNED 4.133 1.813 43,9 2.320 56,1
Rey Juan Carlos 615 271 44,1 344 55,9
Pablo de Olavide 240 106 44,2 134 55,8
Alfonso X El Sabio 61 27 44,3 34 55,7
Internacional de Catalunya 183 81 44,3 102 55,7
Pública de Navarra 543 250 46,0 293 54,0
Carlos III 634 293 46,2 341 53,8
Ramón Llull 459 213 46,4 246 53,6
Cádiz 693 326 47,0 367 53,0
La Rioja 444 212 47,7 232 52,3
SEK 31 15 48,4 16 51,6
Coruña, La 786 384 48,9 402 51,1
Deusto 251 123 49,0 128 51,0
Burgos 323 159 49,2 164 50,8
Córdoba 781 385 49,3 396 50,7
Illes Balears 437 216 49,4 221 50,6
Huelva 343 171 49,9 172 50,1
Europea de Madrid 60 30 50,0 30 50,0
Girona 425 213 50,1 212 49,9
Jaén 521 261 50,1 260 49,9
Sevilla 2.707 1.357 50,1 1.350 49,9
Extremadura 951 478 50,3 473 49,7
Navarra 1.146 582 50,8 564 49,2
Granada 2.569 1310 51,0 1.259 49,0
Pompeu Fabra 725 371 51,2 354 48,8
Palmas (Las) 1.000 513 51,3 487 48,7
Oviedo 1.160 596 51,4 564 48,6
Alicante 1.125 581 51,6 544 48,4
Zaragoza 2.044 1055 51,6 989 48,4
País Vasco 2.341 1241 53,0 1.100 47,0
Alcalá de Henares 2.546 1.353 53,1 1.193 46,9
Cantabria 606 323 53,3 283 46,7
León 749 401 53,5 348 46,5
Málaga 1.306 709 54,3 597 45,7
Miguel Hernández de Elche 522 284 54,4 238 45,6
Murcia 1.247 678 54,4 569 45,6
Autónoma de Madrid 3.737 2.039 54,6 1.698 45,4
Rovira i Virgili 403 221 54,8 182 45,2
Camilo José Cela 42 23 54,8 19 45,2
Jaume I de Castellón 395 217 54,9 178 45,1
Barcelona 3.148 1.744 55,4 1.404 44,6
La Laguna 1.332 738 55,4 594 44,6
Valencia (Est. General) 2.795 1.559 55,8 1.236 44,2
Salamanca 2.300 1.290 56,1 1.010 43,9
Santiago de Compostela 1.600 904 56,5 696 43,5
Vigo 1.133 640 56,5 493 43,5
Complutense de Madrid 10.545 5.976 56,7 4.569 43,3
Valladolid 1.446 820 56,7 626 43,3
Antonio de Nebrija 167 95 56,9 72 43,1
Autónoma de Barcelona 3.655 2.188 59,9 1.467 40,1
Cardenal Herrera-CEU 161 99 61,5 62 38,5
Vic 23 16 69,6 7 30,4
Fuente: Elaboración propia a partir de INE. Estadística de la Enseñanza Universitaria en España.
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TABLA 4. 
PROFESORADO UNIVERSITARIO POR UNIVERSIDADES Y SEXO. CURSO 2004/05

Mujeres Hombres
Total N % N % 

Total 101.770 35.957 35,3 65.813 64,7

Públicas 90.267 31.459 34,9 58.808 65,1
Privadas 11.503 4.498 39,1 7.005 69,9

Fuente: Elaboración propia a partir de INE. Estadística de la Enseñanza Universitaria en España.

TABLA 5. 
PROFESORADO DE LOS CENTROS PROPIOS DE LAS UNIVERSIDADES PÚBLICAS POR UNIVERSIDADES Y SEXO. CURSO 2004/05

Total Mujeres % Mujeres Hombres % Hombres

TOTAL 90.267 31.459 34,9 58.808 65,1

Alcalá de Henares 1.646 582 35,4 1.064 64,6
Alicante 1.921 647 33,7 1274 66,3
Almería 832 306 36,8 526 63,2
Autónoma de Barcelona 3.034 1.115 36,8 1.919 63,2
Autónoma de Madrid 2.313 840 36,3 1.473 63,7
Barcelona 4.517 1.867 41,3 2.650 58,7
Burgos 654 211 32,3 443 67,7
Cádiz 1.521 453 29,8 1.068 70,2
Cantabria 1.118 337 30,1 781 69,9
Carlos III 1.505 481 32,0 1.024 68,0
Castilla-La Mancha 2.043 726 35,5 1.317 64,5
Complutense de Madrid 5.989 2.462 41,1 3.527 58,9
Córdoba 1.251 368 29,4 883 70,6
Coruña, A 1.326 411 31,0 915 69,0
Extremadura 1.842 668 36,3 1.174 63,7
Girona 970 358 36,9 612 63,1
Granada 3.409 1.135 33,3 2.274 66,7
Huelva 816 303 37,1 513 62,9
Islas Baleares 1.120 436 38,9 684 61,1
Jaén 903 304 33,7 599 66,3
Jaume I de Castellón 999 386 38,6 613 61,4
La Laguna 1.845 670 36,3 1.175 63,7
La Rioja 477 177 37,1 300 62,9
León 941 376 40,0 565 60,0
Lleida 754 281 37,3 473 62,7
Málaga 1.981 680 34,3 1.301 65,7
Miguel Hernández Elche 886 277 31,3 609 68,7
Murcia 1.942 671 34,6 1.271 65,4
Oviedo 2.021 697 34,5 1.324 65,5
Pablo de Olavide 568 216 38,0 352 62,0
País Vasco 4.028 1.474 36,6 2.554 63,4
Palmas (Las) 1.574 516 32,8 1.058 67,2
Politécnica de Cartagena 521 89 17,1 432 82,9
Politécnica de Cataluña 2.409 463 19,2 1.946 80,8
Politécnica de Madrid 3.299 685 20,8 2.614 79,2
Politécnica de Valencia 2.723 703 25,8 2.020 74,2
Pompeu Fabra 1.200 388 32,3 812 67,7
Pública de Navarra 800 299 37,4 501 62,6
Rey Juan Carlos 1.089 484 44,4 605 55,6
Rovira i Virgili 897 331 36,9 566 63,1
Salamanca 2.316 890 38,4 1426 61,6
Santiago 2.188 797 36,4 1.391 63,6
Sevilla 4.039 1.287 31,9 2.752 68,1
UNED 1.294 595 46,0 699 54,0
Valencia (Est. General) 3.605 1.338 37,1 2.267 62,9
Valladolid 2.516 963 38,3 1.553 61,7
Vigo 1.536 540 35,2 996 64,8
Zaragoza 3.089 1.176 38,1 1.913 61,9

Fuente: Elaboración propia a partir de INE. Estadística de la Enseñanza Universitaria en España.

servada tanto para el conjunto de es-
tudiantes universitarios como para el
personal de administración y servicios,
en los que las mujeres son más nume-
rosas que los hombres. (Tabla 4).

El profesorado de las universidades pú-
blicas españolas está integrado por
90.267 personas entre las cuales el por-
centaje de mujeres es de 34,9%. Si te-
nemos en cuenta las distintas
universidades públicas, la UNED tie-
ne el porcentaje más elevado de mu-
jeres docentes, con un 46%. En el otro
extremo destacan las cuatro universi-
dades politécnicas de Cartagena (con
sólo un 17,1% de mujeres profesoras),
Cataluña, Madrid y Valencia. Aten-
diendo a las universidades con mayor
número de personal de docencia e in-
vestigación se puede destacar que la
distribución por sexos en este nivel es
bastante equilibrada: son los casos de
la Universidad de Barcelona,con un
41,3% y la Complutense de Madrid
con un 41,1%. (Tabla 5).

Teniendo en cuenta las distintas catego-
rías en las que se divide el personal do-
cente e investigador en el sistema
público universitario español, el primer
dato que cabe destacar es la diferencia
entre el porcentaje de mujeres docen-
tes que son catedráticas frente al de los
hombres. Del total de mujeres docen-
tes sólo un 6,4% pertenece a este cuer-
po, porcentaje que en el caso de los
hombres se eleva hasta el 15,6%. Des-
tacan la Universidad de León, XXX.

Por otra parte, casi la mitad de las mu-
jeres que se dedican a la docencia uni-
versitaria se integran en el cuerpo de
profesorado titular, tanto de universi-
dad como de escuela. En las catego-
rías de profesorado asociado el
porcentaje es similar para ambos sexos,
alrededor de 32%. Las mujeres se ubi-
can en mayor medida que los hombres
en las categorías de ayudantes, cola-
boradoras y contratadas, 9,2% frente a
5,5%. (Tabla 6).

Por lo que respecta a las Universida-
des privadas el porcentaje de mujeres
docentes es cinco puntos superior al
de las públicas, 39,1%. La Universidad
Francisco de Vitoria es la única en la
que las mujeres son más numerosas



drid, que recogen porcentajes inferio-
res al 50%, lo que supone una mayor
presencia de hombres que de mujeres
entre el personal administrativo.

Si nos centramos en el análisis del per-
sonal funcionario, recogemos a varias
universidades que superan el 80% de
presencia femenina: UB, Girona, Islas
Baleares, Lleida, Politécnica de Cata-

luña, Valladolid y UNED. Este eleva-
do porcentaje implica una muy baja
presencia de hombres funcionarios,
cuestión que no se corresponde nece-
sariamente con un incremento en los
contratos fijos de los hombres (a ex-
cepción de la Politécnica de Cataluña
donde el 88% del personal funciona-

que los hombres mientras que, en el
otro lado, las Universidades de Mon-
dragón y Abat Oliva-CEU no llegan
al 30% de mujeres en su personal 
docente. Si añadimos el dato del títu-
lo de doctorado, vemos que en casi to-
das las universidades los hombres
presentan una mayor proporción de
doctores a excepción de las Universi-
dades Oberta de Catalunya, Católica
de San Antonio de Murcia y Camilo
José Cela, en las que las mujeres tie-
nen índices superiores. Sin embargo,
en las Universidades de Navarra, Ca-
tólica de Ávila, Deusto y Francisco de
Vitoria más de la mitad de las mujeres
docentes son doctoras. (Tabla 7).

3. DATOS SOBRE PERSONAL DE
ADMINISTRACIÓN Y SERVICIOS

Una primera aproximación a los datos
sobre el personal nos permite hablar
de la existencia de feminización en el
PAS de las Universidades públicas. Fe-
minización que necesita ser matizada.
Efectivamente, es mayor el porcenta-
je de mujeres en términos totales y
también lo es el porcentaje de perso-
nal funcionario femenino. Sin embar-
go, cuando hablamos de la situación
contractual, observamos que las mu-
jeres disfrutan de menos puestos fijos
y de mayor eventualidad en los con-
tratos que los varones.

Esta primera aproximación refuerza la
descripción que, desde la perspectiva
de género, se ha realizado periódica-
mente del mercado laboral: Por una
parte, la feminización de determinados
sectores profesionales, como es el caso
de la Administración y los Servicios y,
por otro lado, la desventaja de las mu-
jeres en su comparación con los hom-
bres, a la hora de valorar la calidad y
estabilidad de sus contratos laborales.

La comparación de las Universidades
públicas nos ofrece los siguientes da-
tos. Destacan con una presencia de mu-
jeres por encima de la media (57,9%):
la UNED, las Universidades de la Rio-
ja, Oviedo y Pablo Orive y, curiosa-
mente, varias Universidades catalanas
(UB, Girona, Lleida y Pompeu Fabra).
En el lado opuesto tenemos a la Uni-
versidad de Jaén y la Politécnica de Ma-
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TABLA 6. 
PROFESORADO DE LOS CENTROS PROPIOS DE LAS UNIVERSIDADES PÚBLICAS POR CATEGORÍA,UNIVERSIDADES Y SEXO.
CURSO 2004/05. PORCENTAJES CALCULADOS PARA CADA SEXO.

% mujeres % hombres
Total Cated. Titul. Asocs. Colabs. Otros Cated. Titul. Asocs. Colabs. Otros

TOTAL 90.267 6,4 48,8 31,7 9,2 3,9 15,6 42,9 32,7 5,5 3,4

Alcalá de Henares 1.646 4,5 45,5 19,9 10,0 20,1 12,4 36,5 27,9 4,9 18,3
Alicante 1.921 8,0 41,6 37,9 10,0 2,5 15,8 35,0 41,9 4,9 2,4
Almería 832 2,0 54,6 32,7 4,2 6,5 10,8 54,0 30,0 1,3 3,8
Autónoma Barcelona 3.034 7,5 37,2 42,9 10,9 1,5 14,4 34,2 42,2 7,2 2,0
Autónoma de Madrid 2.313 5,7 44,4 30,5 19,0 0,4 18,9 36,3 32,7 11,0 1,2
Barcelona 4.517 7,2 47,3 30,6 5,2 9,6 18,9 43,2 27,4 4,3 6,2
Burgos 654 2,4 61,6 23,2 10,9 1,9 9,9 45,1 39,7 5,0 0,2
Cádiz 1.521 6,8 53,6 35,5 2,4 1,5 12,5 47,8 36,0 1,2 2,4
Cantabria 1.118 7,1 43,3 37,1 0,0 12,5 19,6 39,1 35,5 0,0 5,9
Carlos III 1.505 1,5 23,7 36,4 30,8 7,7 9,0 19,7 47,2 17,4 6,7
Castilla-La Mancha .2043 4,4 40,2 48,1 6,7 0,6 12,9 34,4 47,1 4,9 0,7
Complutense Madrid 5.989 6,3 50,6 27,7 12,8 2,6 18,3 40,1 30,2 8,3 3,1
Córdoba 1.251 7,9 54,3 28,0 7,3 2,4 19,6 45,3 29,2 3,6 2,3
Coruña, La 1.326 9,7 55,0 20,4 6,1 8,8 17,7 42,7 29,1 3,3 7,2
Extremadura 1.842 3,9 45,1 39,1 12,0 0,0 12,8 43,4 33,8 9,5 0,5
Girona 970 4,5 32,7 57,8 0,6 4,5 10,3 38,9 47,4 0,8 2,6
Granada 3.409 7,0 54,4 30,2 3,3 5,0 17,5 47,2 28,2 2,6 4,5
Huelva 816 2,6 45,2 41,6 9,9 0,7 13,1 41,5 36,1 8,8 0,6
Islas Baleares 1.120 7,8 35,6 50,0 6,4 0,2 12,4 37,1 43,0 6,6 0,9
Jaén 903 4,6 44,7 31,3 17,8 1,6 14,0 53,4 21,0 10,7 0,8
Jaume I de Castellón 999 2,8 37,0 41,7 18,1 0,3 8,5 35,9 46,7 8,5 0,5
La Laguna 1.845 9,3 57,9 31,2 1,6 0,0 19,1 51,3 27,1 1,8 0,7
La Rioja 477 3,4 55,4 35,6 5,6 0,0 9,7 43,0 40,3 7,0 0,0
León 941 11,4 56,1 22,1 10,1 0,3 24,2 41,9 27,8 5,5 0,5
Lleida 754 6,4 53,0 35,6 2,1 2,8 18,2 37,4 40,6 0,8 3,0
Málaga 1.981 7,4 54,0 30,4 7,6 0,6 14,8 54,7 25,8 3,3 1,4
Miguel Hernández Elche 886 5,4 29,2 48,4 17,0 0,0 11,5 25,3 50,7 12,3 0,2
Murcia 1.942 7,7 58,7 28,6 4,5 0,4 19,2 42,7 35,9 2,0 0,2
Oviedo 2.021 8,0 62,0 25,0 4,9 0,1 17,7 54,2 22,4 4,3 1,4
Pablo de Olavide 568 4,2 11,6 65,7 18,5 0,0 9,7 17,0 63,4 9,9 0,0
País Vasco 4.028 8,5 53,5 24,3 6,9 6,9 18,4 43,6 28,2 4,0 5,8
Palmas (Las) 1.574 8,3 47,1 41,7 2,7 0,2 14,7 44,0 38,1 2,1 1,1
Politécnica Cartagena 521 4,5 46,1 24,7 24,7 0,0 10,0 47,7 29,4 12,7 0,2
Politécnica Cataluña 2.409 8,4 49,5 34,8 6,0 1,3 15,8 42,1 35,9 4,7 1,5
Politécnica Madrid 3.299 6,6 73,6 17,1 2,5 0,3 17,3 55,7 23,1 1,4 2,5
Politécnica Valencia 2.723 10,2 48,9 27,3 13,5 0,0 17,3 47,0 26,1 8,6 0,9
Pompeu Fabra 1.200 4,1 16,5 38,9 6,4 34,0 9,1 15,9 43,0 3,0 29,1
Pública de Navarra 800 4,3 39,8 35,1 19,7 1,0 11,2 34,1 39,7 12,8 2,2
Rey Juan Carlos 1.089 1,4 44,4 32,2 21,9 0,0 9,3 38,2 34,4 18,2 0,0
Rovira i Virgili 897 7,6 48,3 36,6 7,3 0,3 11,0 45,2 41,7 2,1 0,0
Salamanca 2.316 4,6 44,9 33,0 13,9 3,5 15,4 44,6 31,5 6,5 2,0
Santiago 2.188 6,6 61,9 23,5 6,1 1,9 21,4 45,7 26,7 3,6 2,7
Sevilla 4.039 8,0 49,5 30,0 11,9 0,6 16,3 41,9 33,9 6,3 1,6
UNED 1.294 4,7 56,6 2,2 14,5 22,0 18,7 44,9 4,4 10,2 21,7
Valencia (Est Genral) 3.605 7,2 53,2 27,7 5,5 6,5 14,8 48,0 29,9 2,8 4,5
Valladolid 2.516 6,0 48,4 36,0 9,0 0,5 15,3 43,9 35,0 5,9 0,0
Vigo 1.536 6,9 55,4 34,8 1,5 1,5 10,9 50,1 36,0 1,6 1,3
Zaragoza 3.089 3,1 48,9 31,3 12,7 4,0 10,1 47,9 32,1 6,7 3,1

Fuente: Elaboración propia a partir de INE. Estadística de la Enseñanza Universitaria en España.
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universidades son una clara excepción
a la regla general, ya que se puede afir-
mar con bastante rotundidad que el
PAS funcionario de las universidades es
mayoritariamente femenino.

No ocurre lo mismo cuando nos 
detenemos a analizar el PAS sujeto a
contrato laboral. La tabla recoge la dis-
tinción entre personal fijo y personal
eventual y, en este punto, se observan
curiosas diferencias, tanto en su com-
paración con los datos totales y con los
datos del funcionariado, como en su
comparación intrínseca (personal fijo
frente personal eventual). El 41,5% de
los contratos fijos son para las muje-
res. Se trata del primer y único por-
centaje que sitúa a las mujeres por
debajo de los hombres. Es decir, he-
mos recogido una mayor presencia de
mujeres en términos totales, también
hemos recogido una mayor presencia
de mujeres en el funcionariado y re-
cogeremos, más adelante, una mayor
presencia de mujeres con contratos
eventuales, sin embargo, son los hom-
bres quienes disfrutan en mayor me-
dida de los contratos fijos. Son una 14
excepción las Universidades de Ali-
cante, Almería y Rey Juan Carlos, don-
de se recogen porcentajes de contratos
fijos a mujeres superiores al 50%.

En el lado opuesto, es decir, Univer-
sidades que registran una muy baja
contratación fija de PAS femenino (ha-
blamos de porcentajes por debajo de
30%) encontramos a las siguientes: U.
Pública de Navarra (donde no se re-
gistra ningún contrato fijo a mujeres
–en este punto, deberíamos contrastar
el número de contratos fijos, ya que es
posible que el porcentaje se haya obteni-
do a partir de un número muy peque-
ño y que los datos estén recogiendo una
situación concreta de escasos contratos
fijos–), Alcalá de Henares, Castilla-La
Mancha, M. Hernández Elche, Poli-
técnicas de Madrid y de Valencia.

En cuanto a los contratos eventuales,
como ya hemos comentado, se obser-
va una eventualidad mayor en los con-
tratos a mujeres. Destacan, por encima
del 65% de contratos eventuales a mu-
jeres, las siguientes Universidades: 
Alcalá de Henares, Autónoma de Bar-
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rio son mujeres pero el 70,1% del per-
sonal contratado fijo son hombres).

En el lado opuesto, es decir, Universi-
dades donde el personal funcionario sea
predominantemente masculino, están

la Politécnica de Valencia, la Universi-
dad de Almería y, de nuevo, la Univer-
sidad de Jaén –donde también se ha
revelado una mayor presencia de hom-
bres, en términos generales–. Estas tres

TABLA 7. 
PROPORCIÓN DE MUJERES Y HOMBRES EN EL PROFESORADO DE CENTROS PROPIOS DE UNIVERSIDADES PRIVADAS 
POR UNIVERSIDAD Y TÍTULO DE DOCTORADO. CURSO 2004/05.

Total Mujeres Hombres
Total Doct. % % doct. % % doct.

TOTAL 11.503 4.334 39,1 35,7 60,9 38,9

Abat Oliba-CEU 50 21 28,0 35,7 72,0 44,4
Alfonso X El Sabio 814 166 44,3 16,6 55,7 23,4
Antonio de Nebrija 246 78 45,5 30,4 54,5 32,8
Camilo José Cela 116 23 40,5 25,5 59,5 15,9
Cardenal Herrera-CEU 433 194 40,0 43,4 60,0 45,8
Católi S. Antonio Murcia 306 99 34,0 33,7 66,0 31,7
Católica de Avila 85 33 30,6 53,8 69,4 32,2
Católica de Valencia 151 61 49,7 36,0 50,3 44,7
Deusto 583 300 39,5 53,0 60,5 50,4
Europea de Madrid 585 215 45,6 39,7 54,4 34,3
Europea Miguel de Cervantes 96 32 44,8 30,2 55,2 35,8
Francisco de Vitoria 98 57 51,0 52,0 49,0 64,6
Internacional Catalunya 305 77 36,7 22,3 63,3 26,9
Mondragón 277 58 28,2 16,7 71,8 22,6
Navarra 1.317 762 34,9 54,0 65,1 59,9
Oberta de Catalunya 2.101 643 40,4 34,7 59,6 27,9
Pontificia Comillas 808 344 34,3 39,7 65,7 44,1
Pontificia de Salamanca 595 237 31,4 25,7 68,6 46,3
Ramón Llull 1.087 398 33,0 32,0 67,0 38,9
San Pablo-CEU 801 389 46,4 43,3 53,6 53,1
SEK 182 72 45,1 37,8 54,9 41,0
Vic 467 75 46,5 13,8 53,5 18,0

Fuente: Elaboración propia a partir de INE. Estadística de la Enseñanza Universitaria en España.

TABLA 9. 
PERSONAL DE ADMINISTRACIÓN Y SERVICIOS DE LAS UNIVERSIDADES PRIVADAS POR UNIVERSIDAD, RELACIÓN CONTRACTUAL
Y SEXO. PORCENTAJES HORIZONTALES. CURSO 2004/05.

Fijo Eventual
% m % h % m % h % m % h

TOTAL 60,5 39,5 60,3 39,7 61,4 38,6

Abat Oliba-CEU 53,6 46,4 56,9 43,1 20,0 80,0
Alfonso X El Sabio 54,1 45,9 52,6 47,4 57,1 42,9
Antonio de Nebrija 74,3 25,7 77,4 22,6 66,7 33,3
Camilo José Cela 57,7 42,3 50,0 50,0 62,5 37,5
Cardenal Herrera-CEU 69,6 30,4 72,5 27,5 62,3 37,7
Católica S. Antonio de Murcia 21,1 78,9 20,8 79,2 23,5 76,5
Católica de Avila 69,2 30,8 63,6 36,4 100,0 0,0
Católica de Valencia 38,5 61,5 38,6 61,4 38,1 61,9
Deusto 68,7 31,3 70,8 29,2 56,9 43,1
Europea Miguel de Cervantes 77,8 22,2 77,8 22,2 0,0 0,0
Europea de Madrid 52,5 47,5 50,8 49,2 55,2 44,8
Francisco de Vitoria 66,9 33,1 62,1 37,9 74,5 25,5
Internacional de Catalunya 70,4 29,6 68,3 31,7 79,2 20,8
Mondragón 65,3 34,7 63,8 36,2 67,4 32,6
Navarra 61,4 38,6 60,7 39,3 64,0 36,0
Oberta de Catalunya 59,8 40,2 59,9 40,1 58,5 41,5
Pontificia Comillas 51,5 48,5 51,1 48,9 57,9 42,1
Pontificia de Salamanca 61,2 38,8 59,3 40,7 68,2 31,8
Ramón Llull 67,8 32,2 68,3 31,7 65,2 34,8
SEK 61,5 38,5 63,3 36,7 40,0 60,0
San Pablo-CEU 67,1 32,9 67,5 32,5 60,0 40,0
Vic 66,7 33,3 67,1 32,9 65,4 34,6

Fuente: Elaboración propia a partir de INE. Estadística de la Enseñanza Universitaria en España.



tonio Nebrija y Europea Miguel de
Cervantes poseen porcentajes de con-
tratos fijos a mujeres superiores al 70%.

En cuanto a la eventualidad, recordar
el mayor porcentaje de eventualidad
femenina en la Universidad privada con
respecto a la pública (61,4% frente a
55,8%, respectivamente). Si compara-
mos a las Universidades privadas en 

este punto, observamos que las Uni-
versidades que recogen mayor núme-
ro de contratos eventuales a mujeres
son: la Universidad de Ávila (donde el
100% de los contratos eventuales son
femeninos) y la Internacional de Ca-
talunya. Por el contrario, encontramos
cuatro Universidades donde el géne-
ro de los contratos eventuales es mas-

celona, Autónoma de Madrid, Burgos,
La Coruña, León y Oviedo. Por el
contrario, algunas Universidades re-
gistran una mayor eventualidad en los
contratos de los hombres. En este pun-
to, destacan la Complutense de Ma-
drid y Granada, donde el 100% de los
contratos eventuales son masculinos y
las Universidades de La Laguna y las
Politécnicas de Cataluña y Madrid con
porcentajes en torno al 60%. (Tabla 8).

El comentario de los datos de relativo
al personal de la Universidades Privadas
va muy ligado a las reflexiones conte-
nidas previamente, cuando hablába-
mos de la situación del PAS en las
Universidades Públicas. En el caso de
las Universidades Privadas se repro-
ducen las mismas tendencias: Mayor
presencia de las mujeres y mayor even-
tualidad. En el caso de los contratos
fijos surge la discrepancia, ya que en
el caso de las Universidades privadas
son las mujeres las que tienen más con-
tratos fijos, hecho que puede ser ex-
plicado por la ausencia de la figura del
funcionario/a, lo que llevaría a las Uni-
versidades privadas a una mayor con-
tratación indefinida para afianzar sus
plantillas.

En la comparación Universidad públi-
ca-Universidad privada nos encontra-
mos con el siguiente dato: A pesar de
mantenerse las tendencias señaladas,
los porcentajes medios en la Universi-
dad privada son ligeramente superio-
res, tanto en presencia general de
mujeres como en mujeres con contra-
to eventual.

Una comparación entre Universidades
privadas revela que las Universidades
con mayor presencia de PAS femeni-
no son (porcentajes superiores a 70%):
Europea Miguel de Cervantes, Anto-
nio de Nebrija e Internacional de Ca-
taluña. Destacan en el sentido inverso,
es decir, por tener más PAS masculino:
la Universidad Católica S. Antonio de
Murcia y la Universidad Católica de
Valencia. Estas dos universidades, cu-
riosamente, son las únicas que reco-
gen también mayor proporción de
contratos fijos para los hombres.

Por el contrario, Universidades como
Deusto, Cardenal Herrera-CEU, An-
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TABLA 8. 
PERSONAL DE ADMINISTRACIÓN Y SERVICIOS DE LAS UNIVERSIDADES PÚBLICAS POR UNIVERSIDAD, NOMBRAMIENTO Y SEXO. 
PORCENTAJES HORIZONTALES. CURSO 2004/05.

Func. Fijos y fijas Eventuales
% m % h % m % h % m % h % m % h

TOTAL 57,9 42,1 68,3 31,7 41,5 58,5 55,8 44,2

Alcalá de Henares 63,8 36,2 79,1 20,9 28,2 71,8 65,0 35,0
Alicante 55,4 44,6 52,6 47,4 50,0 50,0 61,7 38,3
Almería 52,4 47,6 43,9 56,1 55,0 45,0 72,1 27,9
Autónoma Barcelona 60,3 39,7 75,2 24,8 40,6 59,4 59,6 40,4
Autónoma de Madrid 58,6 41,4 74,8 25,2 41,9 58,1 77,8 22,2
Barcelona 65,1 34,9 81,0 19,0 49,2 50,8 54,6 45,4
Burgos 62,2 37,8 67,5 32,5 47,9 52,1 69,8 30,2
Cádiz 53,8 46,2 63,6 36,4 40,4 59,6 52,0 48,0
Cantabria 57,5 42,5 67,7 32,3 38,3 61,7 63,6 36,4
Carlos III 60,7 39,3 68,8 31,2 39,6 60,4 57,3 42,7
Castilla-La Mancha 51,6 48,4 52,8 47,2 14,3 85,7 50,2 49,8
Complutense Madrid 58,0 42,0 73,6 26,4 46,6 53,4 0,0 100,0
Córdoba 52,9 47,1 63,4 36,6 40,9 59,1 51,9 48,1
Coruña, La 63,3 36,7 77,0 23,0 32,6 67,4 66,1 33,9
Extremadura 51,1 48,9 61,6 38,4 38,1 61,9 54,7 45,3
Girona 65,0 35,0 82,7 17,3 36,1 63,9 16,7 83,3
Granada 51,4 48,6 51,6 48,4 51,3 48,7 0,0 100,0
Huelva 61,4 38,6 70,1 29,9 48,6 51,4 50,0 50,0
Islas Baleares 63,4 36,6 84,1 15,9 44,4 55,6 60,0 40,0
Jaén 43,2 56,8 44,0 56,0 41,3 58,7 62,5 37,5
Jaume I de Castellón 57,5 42,5 57,6 42,4 33,3 66,7 58,6 41,4
La Laguna 54,8 45,2 74,3 25,7 37,5 62,5 39,5 60,5
La Rioja 65,4 34,6 79,0 21,0 46,3 53,8 41,2 58,8
León 58,4 41,6 74,6 25,4 37,0 63,0 67,6 32,4
Lleida 67,2 32,8 83,4 16,6 45,5 54,5 40,5 59,5
Málaga 53,3 46,7 67,3 32,7 39,8 60,2 45,0 55,0
M. Hernández Elche 61,0 39,0 62,8 37,2 14,3 85,7 60,9 39,1
Murcia 55,9 44,1 57,2 42,8 44,4 55,6 54,3 45,7
Oviedo 65,4 34,6 77,5 22,5 45,9 54,1 67,6 32,4
Pablo de Olavide 65,0 35,0 68,6 31,4 39,3 60,7 63,9 36,1
País Vasco 62,5 37,5 70,8 29,2 34,4 65,6 49,0 51,0
Palmas 53,1 46,9 69,2 30,8 37,8 62,2 51,1 48,9
Politécnica de Cartagena 60,0 40,0 64,5 35,5 33,3 66,7 61,6 38,4
Politécnica de Cataluña 58,4 41,6 88,0 12,0 29,9 70,1 40,0 60,0
Politécnica de Madrid 47,2 52,8 69,7 30,3 26,1 73,9 35,5 64,5
Politécnica Valencia 50,0 50,0 48,7 51,3 40,5 59,5 54,0 46,0
Pompeu Fabra 65,3 34,7 75,6 24,4 30,8 69,2 44,2 55,8
Pública de Navarra 61,7 38,3 61,7 38,3 0,0 100,0 61,1 38,9
Rey Juan Carlos 57,1 42,9 59,0 41,0 55,8 44,2 45,8 54,2
Rovira i Virgili 60,7 39,3 75,7 24,3 36,7 63,3 60,0 40,0
Salamanca 56,9 43,1 68,8 31,2 39,4 60,6 56,7 43,3
Santiago 56,3 43,7 71,8 28,2 40,7 59,3 59,3 40,7
Sevilla 57,6 42,4 73,2 26,8 43,0 57,0 48,5 51,5
UNED 67,1 32,9 81,1 18,9 38,3 61,7 56,0 44,0
Valencia (Est. Gral) 64,3 35,7 67,5 32,5 48,0 52,0 60,3 39,7
Valladolid 55,7 44,3 80,2 19,8 37,6 62,4 43,9 56,1
Vigo 61,3 38,7 74,3 25,7 44,4 55,6 60,9 39,1
Zaragoza 59,8 40,2 61,0 39,0 38,3 61,7 58,4 41,6

Fuente: Elaboración propia a partir de INE. Estadística de la Enseñanza Universitaria en España.



LA PRESENCIA DE MUJERES Y HOMBRES EN LAS UNIVERSIDADES ESPAÑOLAS

culino: Abat Oliba-CEU, Católica S.
Antonio de Murcia, Católica de Va-
lencia y SEK. (Tabla 9).

4. PANORÁMICA CONJUNTA
A partir de algunos de los indicadores
recopilados en esta comunicación se
ha realizado una panorámica conjun-
ta final combinando los porcentajes
por sexos en el alumnado, teniendo en
cuenta los datos generales y los referi-
dos a los cursos de doctorado, profe-
sorado y personal de administración 
y servicios. Una vez calculadas las 
diferencias entre los porcentajes de
mujeres y hombres para todas las uni-
versidades en estas categorías, la dife-
rencia global resultante es muy
pequeña, -0,6. De acuerdo con esta
combinación, la universidad en la que
el peso de las mujeres es proporcio-
nalmente superior es la de Vic, con una
diferencia positiva de 23,2. En el otro
extremo están las Universidades Ca-
tólica San Antonio de Murcia y las po-
litécnicas de Catalunya y Madrid, con
una presencia masculina superior en
más de 30 puntos a la de las mujeres.
(Tabla 10).

Finalmente, la combinación de los in-
dicadores más significativos nos per-
miten elaborar un primer Ranking de
igualdad de género de las Universida-
des españolas, donde se ordenan todas
las universidades en función de la pun-
tuación obtenida de mayor a menor
nivel de igualdad entre mujeres y hom-
bres, entendida ésta como la diferen-
cia media entre los porcentajes de
ambos sexos para las categorías men-
cionadas. 

De acuerdo con esta lista, la Univer-
sidad SEK es la más igualitaria en tan-
to que la diferencia conjunta de los
porcentajes de mujeres y hombres es
inexistente. Muy cerca queda la Uni-
versidad de Lleida con un 0,2. En el
extremo final se sitúan las universida-
des politécnicas de Madrid y Catalun-
ya, quienes junto a la Católica San
Antonio de Murcia, tienen medias su-
periores a 30. En todo caso, hay que
destacar que la mayoría de las 70 uni-
versidades presentan diferencias me-
dias inferiores a 10. (Tabla 11).
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TABLA 10. 
DIFERENCIAS ENTRE LOS PORCENTAJES DE MUJERES Y HOMBRES. 
UNIVERSIDADES ORDENADAS EN ORDEN DESCENDENTE DE DIFERENCIA MEDIA

Dif media Alumnado Doctorado Profesorado PAS

TOTAL -0,6 8,4 2,4 -29,4 16,2

Vic 23,2 27,2 39,2 -7 33,4
Cardenal Herrera-CEU 16,6 23,8 23 -20 39,2
Francisco de Vitoria 14,6 8 2 33,8
Barcelona 13,2 28,8 10,8 -17,4 30,2
Antonio de Nebrija 12,4 -3,8 13,8 -9 48,6
Europea Miguel de Cervantes 11,8 -9,6 -10,4 55,6
Valencia (Est. General) 10,8 28,8 11,6 -25,8 28,6
Complutense de Madrid 9,6 26,4 13,4 -17,8 16
Autónoma de Barcelona 9,4 23,6 19,8 -26,4 20,6
Santiago de Compostela 7 29,4 13 -27,2 12,6
Deusto 6,8 12,4 -2 -21 37,4
San Pablo-CEU 6,2 10,2 -12,4 -7,2 34,2
Rovira i Virgili 6 18,8 9,6 -26,2 21,4
Autónoma de Madrid 5,8 24 9,2 -27,4 17,2
Illes Balears 5,8 19,6 -1,2 -22,2 26,8
Salamanca 5,6 19,8 12,2 -23,2 13,8
Girona 5,2 16,8 0,2 -26,2 30
Internal. de Catalunya 5,2 17,8 -11,4 -26,6 40,8
León 5 15,8 7 -20 16,8
Católica de Valencia 4,6 37,6 -0,6 -23
UNED 4,2 2,8 -12,2 -8 34,2
Murcia 4 26 8,8 -30,8 11,8
País Vasco 4 11,8 6 -26,8 25
Camilo José Cela 4 10,2 9,6 -19 15,4
Pompeu Fabra 3,6 16,4 2,4 -35,4 30,6
Vigo 3,4 7,8 13 -29,6 22,6
Oviedo 3 9,4 2,8 -31 30,8
Pablo de Olavide 3 17,2 -11,6 -24 30
Jaume I de Castellón 2,8 9,2 9,8 -22,8 15
Alcalá de Henares 2,4 4,8 6,2 -29,2 27,6
Ramón Llull 2,4 15,4 -7,2 -34 35,6
La Laguna 2,2 15,8 10,8 -27,4 9,6
Huelva 1,8 10,4 -0,2 -25,8 22,8
Valladolid 1,8 6 13,4 -23,4 11,4
Zaragoza 1,8 8,4 3,2 -23,8 19,6
La Rioja 1,6 6,2 -4,6 -25,8 30,8
Rey Juan Carlos 1,2 13,4 -11,8 -11,2 14,2
Navarra 1 10 1,6 -30,2 22,8
Lleida 0,2 5,4 -13,8 -25,4 34,4
SEK 0 -10,4 -3,2 -9,8 23
Miguel Hernández de Elche -1 2,6 8,8 -37,4 22
Alicante -1,4 13 3,2 -32,6 10,8
Málaga -2 8 8,6 -31,4 6,6
Burgos -2,2 3,6 -1,6 -35,4 24,4
Pública de Navarra -2,2 1,2 -8 -25,2 23,4
Coruña, A -2,8 2 -2,2 -38 26,6
Cantabria -3,8 3,2 6,6 -39,8 15
Extremadura -3,8 9 0,6 -27,4 2,2
Sevilla -3,8 5,6 0,2 -36,2 15,2
Granada -4 12,6 2 -33,4 2,8
Almería -4,6 16 -12,8 -26,4 4,8
Europea de Madrid -4,6 -14,6 0 -8,8 5
Palmas (Las) -5 5,2 2,6 -34,4 6,2
Cádiz -7,4 9,2 -6 -40,4 7,6
Alfonso X El Sabio -7,4 -15 -11,4 -11,4 8,2
Castilla-La Mancha -7,6 10,8 -15,4 -29 3,2
Córdoba -7,6 6 -1,4 -41,2 5,8
Carlos III -8,4 -11,4 -7,6 -36 21,4
Jaén -9,8 6,8 0,2 -32,6 -13,6
Católica de Ávila -10,2 -30 -38,8 38,4
Oberta de Catalunya -10,6 -3,4 -39,8 -19,2 19,6
Abat Oliba-CEU -10,8 18,8 -25 -44 7,2
Pontificia Comillas -13,4 -4 -21,4 -31,4 3
Mondragón -13,8 -15 -27,6 -43,6 30,6
Pontificia de Salamanca -15 -6,4 -38,8 -37,2 22,4
Politécnica de Valencia -22,2 -26,6 -14,2 -48,4 0
Politécnica de Cartagena -29,4 -41,8 -29,8 -65,8 20
Católica S. Antonio de Murcia -30 -6 -24,2 -32 -57,8
Politécnica de Catalunya -31 -46,4 -33,2 -61,6 16,8
Politécnica de Madrid -35,6 -37,8 -41 -58,4 -5,6

Fuente: Elaboración propia.



LA PRESENCIA DE MUJERES Y HOMBRES EN LAS UNIVERSIDADES ESPAÑOLAS

REFERENCIAS 
BIBLIOGRÁFICAS
■ Center of Excellence Women and

Science. University Ranking on
the basis on gender equality indi-
cators. Universidad de Bonn.
2003. www.cews.org

■ Commission of the European
Communities. Women and Scien-
ce: the Gender Dimension as a Le-
verage for Reforming Science.
Brussels, Commission Staff Wor-
king Paper, 15-05-2001, SEC
2001, p. 771.

■ Consejo de Coordinación Uni-
versitaria. Datos y Cifras del Sis-
tema Universitario. Curso 2005/
2006. Madrid, Ministerio de Edu-
cación y Ciencia. 2005. 

■ Consejo de Coordinación Uni-
versitaria. Catálogo de Indicado-
res del sistema universitario
público español.

■ CRUE. Conferencia de Rectores
de las Universidades Españolas.
La Universidad Española en ci-
fras. 2004. www.crue.org

■ ETAN. Expert Working Group 
on Women and Science. Science
policies in the European Union:
Promoting excellence through
mainstreaming gender equality.
European Commission. 2000. 

■ Instituto Nacional de Estadística.
Estadística de la Enseñanza Uni-
versitaria en España. 2004/05.
www.ine.es

■ PÉREZ-FUENTES, P. y ANDI-
NO, S. Las desigualdades de 
género en el sistema público uni-
versitario del País Vasco. Vitoria,
Instituto Vasco de la Mujer-Ema-
kunde. 2003. 

■ STEVENS, I. y VAN LAMOEN,
I. Manual on Gender Mainstrea-
ming art Universities. Leuven:
Garant. 2001.
www.cf.ac.uk/plan/gender1.pdf

34

1. SEK 0,0 2. Lleida 0,2 3. Navarra 1,0
4. M. Hdez. de Elche 1,0 5. Rey Juan Carlos 1,2 6. Alicante 1,4
7. La Rioja 1,6 8. Huelva 1,8 9. Valladolid 1,8

10. Zaragoza 1,8 11. Málaga 2,0 12. La Laguna 2,2
13. Burgos 2,2 14. Pública de Navarra 2,2 15. Alcalá de Henares 2,4
16. Ramón Llull 2,4 17. Jaume I de Castellón 2,8 18. Coruña, A 2,8
19. Oviedo 3,0 20. Pablo de Olavide 3,0 21. Vigo 3,4
22. Pompeu Fabra 3,6 23. Cantabria 3,8 24. Extremadura 3,8
25. Sevilla 3,8 26. Murcia 4,0 27. País Vasco 4,0
28. C.J.Cela 4,0 29. Granada 4,0 30. UNED 4,2
31. Católica de Valencia 4,6 32. Almería 4,6 33. Europea de Madrid 4,6
34. León 5,0 35. Palmas (Las) 5,0 36. Girona 5,2
37. Internacional de Catalunya 5,2 38. Salamanca 5,6 39. Autónoma de Madrid 5,8
40. Illes Balears 5,8 41. Rovira i Virgili 6,0 42. San Pablo-CEU 6,2
43. Deusto 6,8 44. Santiago de Compostela 7,0 45. Cádiz 7,4
46. Alf. X El Sabio 7,4 47. Castilla-La Mancha 7,6 48. Córdoba 7,6
49. Carlos III 8,4 50. Autónoma de Barcelona 9,4 51. Complutense de Madrid 9,6
52. Jaén 9,8 53. Católica de Ávila 10,2 54. Oberta de Catalunya 10,6
55. Valencia (Est. General) 10,8 56. Abat Oliba-CEU 10,8 57. Europea Miguel de Cervantes 11,8
58. Antonio de Nebrija 12,4 59. Barcelona 13,2 60. Pontificia Comillas 13,4
61. Mondragón 13,8 62. Francisco de Vitoria 14,6 63. Pontificia de Salamanca 15,0
64. Cardenal Herrera-CEU 16,6 65. Politécnica de Valencia 22,2 66. Vic 23,2
67. Politécnica de Cartagena 29,4 68. Católica S.Antonio Murcia 30,0 69. Politéc. de Catalunya 31,0
70. Politécnica de Madrid 35,6 TOTAL 0,6
Fuente: Elaboración propia.

TABLA 11. 
RANKING DE UNIVERSIDADES. ORDENADAS DE MENOR A MAYOR DIFERENCIA MEDIA

Dif media Dif media Dif. media
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A. LOS PILARES DE 
LOS PLANES DE IGUALDAD

El capítulo III del Título IV de la LO
3/2007, de 22 marzo, para la igual-
dad efectiva de mujeres y hombres, do-
ta de concepto, contenidos orientativos
y reglas básicas a los planes de igual-
dad, sin perjuicio de que la disposición
adicional 11ª reforme algunos pasajes
del ET a los efectos de integrarlos en
los preceptos legales que regulan la ne-
gociación de los convenios colectivos.
Como acotación del tema que se va a
tratar en estas páginas, voy a omitir to-
do lo que tiene que ver con las medi-
das de fomento para la implantación
de los planes de igualdad y con las cues-
tiones administrativo-sancionadoras,
en especial con el obligado estable-
cimiento de los mismos a causa de la
conmutación de una sanción accesoria.

Desde otro punto de vista, numerosos
pasajes del ET, reformados por la referi-
da disposición adicional 11ª, remiten a
la negociación colectiva la regulación de
ciertas condiciones de trabajo, sobre cu-
yos contenidos también se omiten aquí
referencias explícitas, como se omiten a
las medidas específicas de prevención de
los acosos sexual y por razón de sexo del
art. 48 de la Ley. Todo ello con la in-
tención de restringir el discurso a los ins-
trumentos colectivos, en sí mismos
considerados, para hacer efectivos los de-
rechos a la igualdad y a la no discrimi-
nación. Con este propósito, tampoco se
va a insistir sobre los propios contenidos
del plan de igualdad, en los términos en
los que se plantean en el art. 46 .

Así planteada la materia, quisiera poner
de manifiesto primeramente que la Ley,
aunque de una manera técnica y siste-
máticamente deficiente, encomienda 
a la negociación colectiva un triple 
cometido: la erradicación de las discri-
minaciones directas e indirectas, el de-
sarrollo de medidas de acción positiva
y la negociación de planes de igualdad
o de otras medidas para promover la
igualdad de trato y de oportunidades.
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Catedrático de Derecho del Trabajo y 
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Sobre estos temas omitidos, en general, 
ESCUDERO RODRÍGUEZ, R., “Planes de
igualdad en la Ley Orgánica 3/2007, de igual-
dad efectiva entre mujeres y hombres”, RL,
nº 9, 2007, pp. 61 ss.
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Sin duda alguna, la más perentoria de es-
tas tres tareas es la primera, que sólo apa-
rece sugerida en el art. 45 de la ley,
cuando en su apartado primero enco-
mienda a las empresas negociar con la re-
presentación legal de trabajadores 
y trabajadoras medidas dirigidas a evitar
cualquier tipo de discriminaciones. 
En realidad, el reto es mucho más 
amplio, pues trasciende la empresa y al-
canza también, desde luego, la negocia-
ción colectiva sectorial, en cuyo seno
todavía se albergan no pocas discrimina-
ciones directas y un sinfín de discrimina-
ciones indirectas. Sin duda, esta debe ser
la más importante y urgente tarea, que
debe abordarse de inmediato, la cual obli-
ga a una revisión en profundidad de to-
do el entramado de convenios vigentes
y a la anulación de numerosas cláusulas
que no deben superar el test de adecua-
ción a ambos principios de igualdad y no
discriminación. Y está bien que se enco-
miende de forma muy directa esta tarea
a las empresas, porque la mayoría de las
discriminaciones no se producen tanto
en el momento de negociación de las
cláusulas convencionales, sino en el pos-
terior de aplicación y administración de
las mismas.

Por lo que respecta a las medidas de ac-
ción positiva, sin perjuicio de que la Ley
más tarde aluda a ellas en la reforma del
art. 17.4 ET, el art. 44 las considera de
forma específica bajo el epígrafe de
“promoción de la igualdad en la nego-
ciación colectiva”. Salvo aisladas refe-
rencias en los convenios colectivos de
empresa, lo cierto es que hasta la fecha
se trata de un tema prácticamente inédi-
to en nuestra práctica negocial, pero de
grandes posibilidades, desde la pers-
pectiva de una doctrina judicial del Tri-
bunal de Justicia de las Comunidades
bastante proclive a las mismas. Si bien
revisten el evidente peligro de poder
propiciar un mantenimiento de los es-
tereotipos sociales que de nuevo se
vuelva contra la mujer. En este senti-
do, es muy importante que este tipo de
cláusulas se redacten y se acuerden des-
pués de un buen conocimiento técni-
co de sus implicaciones.

Y, en cuanto a la articulación de planes
de igualdad o de otras medidas, en rea-
lidad, al margen de los contenidos pre-
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vistos en el propio art. 46, que además
de guiar la negociación de los planes de-
be orientar la de las medidas, es claro
que deben compendiar también la eli-
minación de las discriminaciones y la in-
clusión de medidas de acción positiva.
A lo que habría que añadir que los pri-
meros deben hacer efectivo el principio
de transversalidad en la negociación co-
lectiva, de manera que todas las condi-
ciones de empleo tengan en cuenta,
tanto en el momento de negociación
como de administración, la perspectiva
de igualdad. En este sentido, no parece
suficiente con que los planes se articu-
len como capítulos autónomos de las
normas convencionales, o como acuer-
dos de empresa específicos, sino que 
deben filtrarse a todos los contenidos
convencionales. Es, desde este punto de
vista, desde el que acaso resulte más 
conveniente integrar los planes dentro
de los convenios que concebirlos como
instrumentos separados, en la disyunti-
va que alguna vez se ha planteado . In-
tentar sustraer el plan de la conflictividad
ordinaria de la empresa –o, en su caso,
del sector– supone tanto como renun-
ciar desde el principio a la premisa de
que la perspectiva de género tiene que
inundar y afectar todos los contenidos
convencionales.

Por otra parte, debe insistirse en la op-
ción de la ley por concebir los planes
de igualdad como instrumentos bila-
terales en los que la representación uni-
taria o sindical siempre debe tener una
adecuada intervención. En los su-
puestos ordinarios, mediante instru-
mentos colectivos cuya regulación
descansa en el Tít. III del ET –salvo
que se conciban como pactos extraes-
tatutarios–. Pero, en alguna ocasión
–en los casos en los que la elaboración
del plan sea voluntaria art. 45.5, o for-
zosa, cuando se imponga una sanción
accesoria, de acuerdo con el art. 45,
apartados 4 y 5– cabe aprobar el plan
mediante decisión unilateral de la em-
presa, previa consulta a la representa-
ción unitaria o sindical.

Ya en torno a la reforma del ET me-
diante la disposición adicional undéci-
ma de la Ley, es pertinente adelantar
algunas reflexiones generales: las re-
formas laborales que inciden en el prin-

2

cipio de no discriminación por razón
de género inciden fundamentalmente
en el Tít. I del ET y, por lo tanto, en
el régimen de la relación individual de
trabajo. Hasta la fecha, no habían afec-
tado a los otros dos títulos del texto
estatutario ni, en consecuencia, a la ne-
gociación colectiva, ni mucho menos
a los derechos de participación de tra-
bajadores y trabajadoras en el ámbito
de la empresa. La LO 3/2007, de 22
marzo, rompe esta inercia y alcanza
ambos ámbitos normativos.

Tiene una trascendencia sumamente
estratégica este cambio, por pequeño
que sea. Sin duda, uno de los ámbitos
más impermeables a la penetración de
los principios de igualdad y no discri-
minación, muy en particular en mate-
ria de sexo o género, ha sido el de la
representación y negociación colecti-
va, así como el del conflicto. Desafor-
tunadamente, la ley no ha reformado
ningún precepto de la normativa la-
boral de conflictos colectivos ni de
huelga, pero sí los Títulos II y III.

Y no está de más poner de manifiesto
que se trata de ámbitos de actuación en
los que la presencia de la mujer ha re-
sultado especialmente baja. Lo cual ha
repercutido, por una parte, en que los
hábitos y las pautas de actuación que se
generan respondan a unos estereotipos
muy masculinos. Y, por otra, en que los
contenidos sobre los que han vertido sus
esfuerzos las organizaciones representa-
tivas de ambas partes no han tenido de-
masiado que ver con los intereses de las
trabajadoras. Antes bien, la brecha en-
tre ambos sexos puede haberse acen-
tuado a causa de muchas decisiones que
se han adoptado, casi siempre de ma-
nera absolutamente in-intencionada, en
la esfera de las relaciones colectivas de
trabajo. En este sentido, uno de los tó-
picos que merecen mayor estudio en la
actualidad es el de las discriminaciones
indirectas en la negociación colectiva,
materia esta sobre la que los Tribunales
se tienen que pronunciar cada vez en un
mayor número de ocasiones.

ESCUDERO RODRÍGUEZ, R., op. cit., pp.
86-87.
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convenios”, un específico deber de ne-
gociar “medidas dirigidas a promover
la igualdad de trato y de oportunida-
des entre mujeres y hombres en el ám-
bito laboral o, en su caso, planes de
igualdad con el alcance y contenido
previsto en el capítulo III del Título
IV de la Ley Orgánica para la igualdad
efectiva de mujeres y hombres”.

No se trata ahora de entrar en el objeto
material de este deber, sino de su dise-
ño dentro del esquema legal del Tít. III
del ET. Hay varias cuestiones que deben
comentarse. Por una parte, la sistemáti-
ca de la reforma del texto estatutario.
Por otra, la coordinación entre este de-
ber de negociar una materia concreta y
la genérica obligación de negociar que
regula el art. 89.1 ET. Y, finalmente, la
coercibilidad de este deber nuevo, des-
de la perspectiva de la escasa doctrina ju-
dicial habida sobre la materia.

En cuanto a la sistemática del nuevo pá-
rrafo segundo del art. 85.1, llama la aten-
ción que se haya utilizado esta ubicación
para incorporar al ET el deber que enun-
cia el art. 45 de la Ley Orgánica, por-
que, como se ha anticipado, cambia
radicalmente el sentido y la sistemá-
tica interna del precepto. Hasta ahora,
se decía que su párrafo primero enun-
ciaba contenidos “naturales”, “posibles”
o incluso “recomendables” de la nego-
ciación colectiva. Su párrafo segundo
–incorporado por la Ley 63/ 1997, de
6 diciembre– también se dedicaba a
promocionar un contenido posible –los
procedimientos de información y se-
guimiento de los despidos colectivos,
por cierto de muy escaso éxito hasta la
fecha en nuestra experiencia negocial–.
Y su apartado 3 listaba los contenidos
mínimos, obligatorios de cualquier con-
venio colectivo, con el único matiz, en
función del ámbito de los convenios, de
las cláusulas de descuelgue salarial.

Así pues, el nuevo párrafo utiliza una
técnica nueva, a medio camino entre la
labor indicativa o de promoción de los
apartados 1 y 2 en su versión anterior
a la LO 3/2007, de 22 marzo y la de
exigir ciertos contenidos mínimos pro-
pia del apartado 3. Se trata ahora de in-
troducir un deber de negociar ciertas
materias vinculadas al principio de igual-

En la LO 3/2007, de 22 de marzo,
irrumpe con mucha fuerza el tópico de
los planes de igualdad. En torno a ellos
van a organizarse en la negociación co-
lectiva gran parte de las iniciativas que
se adopten sobre el particular. No obs-
tante, y sin perjuicio del comentario am-
plio que habrá de concedérseles en este
comentario, no constituyen las únicas
medidas de reforma que se adoptan. En
las páginas que siguen, se sintetizan y
comentan las más importantes.

B. CONTENIDO DE LOS CONVENIOS
Y DEBER DE NEGOCIAR

Corresponde en este estudio hacer re-
ferencia a los problemas derivados de
las reformas que se introducen en el
Título III del ET, y que se centran en
modificaciones de indudable relieve en
los arts. 85 y 90. Las del primero de
los preceptos obedecen a la obligato-
riedad de negociar medidas dirigidas a
evitar cualquier tipo de discriminación
laboral entre mujeres y hombres o, en
su caso, planes de igualdad, de acuer-
do con los apartados 1 y 2 del art. 45
de la LO 3/2007, de 22 marzo.

Se añaden, pues, sendos párrafos, uno
al apartado 1 y otro al apartado 2 del
art. 85. El apartado 1 se refería, hasta
la fecha, únicamente a contenidos po-
sibles o “naturales” de la negociación
colectiva, sin que hubiera sido modifi-
cado después de la refundición del ET
en el año 1995. Pero el nuevo párrafo
que se le añade rompe la orientación
del precepto, puesto que, a dicho fin
anterior, al que como mucho cabía atri-
buir un cierto afán promocional de cier-
tas cláusulas convencionales –muy en
particular, procedimientos para resol-
ver discrepancias surgidas en fases de
consultas de traslados y modificaciones
colectivas, suspensiones y despidos por
causas económicas, técnicas, organiza-
tivas o de producción– se le incorpora
otro de una orientación más vinculan-
te: se trata de establecer un deber de
negociar sobre unas concretas materias.

Por lo tanto, y en concordancia con
los referidos apartados 1 y 2 del art.
45 de la LO 3/2007, se establece, “sin
perjuicio de la libertad de las partes 
para determinar el contenido de los

dad y no discriminación por razón de
género. Queda claro, pues, que el le-
gislador no opta por imponer como
contenido mínimo del convenio, entre
otras cuestiones, medidas de promo-
ción de la igualdad de trato y de opor-
tunidades o planes de igualdad. Pero
tampoco se limita a fomentar que se in-
cluyan tales contenidos. Da un paso más
y establece un deber jurídico de nego-
ciarlos entre la representación de las em-
presas y de las personas trabajadoras.

Lo cual plantea un interrogante sobre
si acaso este deber no convendría ubi-
carlo sistemáticamente en el art. 89.1,
cuando se enuncia la genérica obliga-
ción de negociar, y no en el art. 85,
relativo a los contenidos de los con-
venios. La opción del legislador resul-
ta discutible, pero en todo caso no
debe olvidarse que el art. 89 se refie-
re a la tramitación del procedimiento
negocial, de modo que tampoco sería
idónea la referencia a este novedoso
deber de negociar sobre materia con-
creta en dicho precepto estatutario.

A este respecto, hay que reflexionar so-
bre el aludido problema del significado
del mismo en relación con el genérico
deber de negociar del art. 89.1, párra-
fos segundo y tercero el ET. Llama la
atención, a primera vista, la diferente
redacción empleada, pues en el nove-
doso art. 85.1, párrafo segundo, se alu-
de al “deber de negociar”, en tanto que
en el art. 89.1 se enuncian unas causas
obstativas para oponerse a la iniciación
de las negociaciones, para, posterior-
mente, vincular a ambas partes por una
obligación de negociar “bajo el princi-
pio de la buena fe”. No parece que de-
ba otorgársele demasiada relevancia a
que el art. 89 aluda al término “obli-
gación” y el art. 85 a la palabra “de-
ber”, más allá de que probablemente el
art. 89 está contemplando el convenio
desde la perspectiva más contractual y,
por lo tanto, recurre a la primera de las
expresiones, a la vez que la condiciona
con la referencia explícita a la buena fe
que, en todo caso, se aplica también al
deber de negociar del art. 85 desde una
elemental apelación al art. 7.1 del CC.

Desde luego, la genérica obligación-
deber del art. 89.1 alcanza también la
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materia a la que ahora se refiere espe-
cíficamente el art. 85.1, párrafo se-
gundo. En tanto no haya causa legal
o convencionalmente establecida, o no
se trate de revisar un convenio ya ven-
cido, existe obligación de negociar y,
por ende, negociar cualquier materia
relativa a la igualdad y también planes
de igualdad. En consecuencia, no re-
sulta fácil distinguir qué añade que,
además de la genérica obligación del
art. 89.1, se añada un específico deber
en el art. 85. Porque, desde luego, no
cabe sino concluir que, en virtud del
art. 89.1 ET existe una obligación de
negociar planes de igualdad en cual-
quier ámbito negocial, y cualquiera
que sea el número de personas que
conforman la unidad de negociación.

No puede sino desecharse, por con-
ducente al absurdo, una interpretación
conforme a la cual hasta la Ley Orgá-
nica 3/2007, de 22 marzo, podría pre-
dicarse una obligación de negociar
cualquier materia atinente a los prin-
cipios de igualdad y no discriminación,
pero después de ella dicha obligación
queda restringida por los contenidos
y los ámbitos a los que se refiere el art.
85 ET, en su nueva versión. Desde 
luego, el propósito de la Ley no fue
restringir la negociación de estos con-
tenidos, sino precisamente promocio-
narlos y expandirlos.

Hay que concluir, así pues, que el nue-
vo deber de negociar es suplementa-
rio, y no sustitutivo de la obligación
de negociar de buena fe del art. 89.1
ET. Se impone, por lo tanto, discernir
qué diferencia cualitativamente a uno
y otro. En principio, de ninguno de los
dos se pude deducir, como la doctrina
de suplicación ha declarado en relación
con el segundo de ellos, un deber de
convenir. La negociación puede con-
cluir en una situación de estancamien-
to y de ruptura sin que de ello pueda
deducirse en modo alguno que se ha
infringido el Título III del ET.

No es fácil, llegados a este punto, esta-
blecer diferencias, y probablemente el
nuevo deber tenga más de elemento
promocional y simbólico que de jurí-
dicamente relevante. Pero su efectivi-
dad, sin duda, se sitúa en esencia en el

ámbito de los compromisos de las par-
tes sociales que se deducen de los prin-
cipios generales de las normas de la
rama social del derecho. En este senti-
do, la elaboración de los planes de
igualdad en los ámbitos correspon-
dientes o, en todo caso, la negociación
de otras medidas de igualdad, pasa a ser
un contenido prácticamente exigible
de los convenios colectivos, de forma
tal que su inexistencia debe ser consi-
derada, cuando menos, como sospe-
chosa por parte de la autoridad laboral.

Pero, más allá del recurso a los princi-
pios inspiradores de las normas socia-
les, habrá que establecer diferencias
prácticas entre la obligación general y
el deber específico. Entre otras, pue-
de proponerse que no es preciso in-
cluir los temas del art. 85.1 entre los
contenidos que van a negociarse que
han de incluirse en la comunicación
del art. 89.1. O que puede exigirse en
cualquier caso la apertura de este ob-
jeto de negociación, cualquiera que sea
el momento en el que se hallen las de-
liberaciones. O que, dada la entidad
del deber legal, es lícito y proporcio-
nado condicionar el acuerdo global a
que la otra parte acepte ciertas con-
traprestaciones o concesiones relativas
a medidas de igualdad. En esta línea,
podrían apuntarse otras propuestas que
obedezcan a la lógica de que el deber
del art. 85.1 ostenta cualitativamente
una mayor importancia que la obliga-
ción general que, sobre el resto de las
materias características de la negocia-
ción colectiva, existe con base en el art.
89.1 ET. Y, además, debe verificarse
cómo este deber puede estar dotado
de una mayor eficacia vinculante, co-
mo se va a ver casi de inmediato.

Pero, sobre todo, debe destacarse que
el deber de negociar planes de igual-
dad no queda enervado, como el ge-
neral, por la concurrencia con un
convenio colectivo vigente de distinto
ámbito. Es decir, aunque exista, vg.,
un convenio sectorial en vigor, pervi-
virá no obstante este específico deber.
Sin perjuicio, claro está, de lo que se
dirá más adelante en torno a las dis-
posiciones transitorias. Desde otro pun-
to de vista, tampoco lo estará por otro
tipo de causas convencionales: imagí-

nese, por ejemplo, que un acuerdo in-
terprofesional o un convenio colecti-
vo negociados al amparo del art. 83.2
ET excluyeran tajantemente el ámbi-
to de empresa para cualquier tipo de
contenidos negociales o para los que
tengan que ver con la igualdad de
oportunidadades. Ello no obstante, esa
cláusula convencional no podría apli-
carse a la negociación de planes de
igualdad, por imposición directa del art.
85 ET . Lo cual, dado el carácter
transversal que ha de tener todo plan
de igualdad, puede llegar a resultar dis-
torsionante en la estructura conven-
cional de los distintos sectores, pues
en la práctica los planes de igualdad las
más de las veces van a afectar directa o
indirectamente a todos o la mayoría de
los capítulos de los convenios colecti-
vos. Desde este punto de vista, no ca-
be duda de que las especialidades sobre
el deber de negociar planes de igual-
dad y sobre su afectación a los conve-
nios vigentes constituyen una materia
que en no pocas ocasiones habrá de ser
tratada con suma prudencia.

Piénsese, en otro orden de ideas, en el
caso de que en una empresa determi-
nada se apliquen varios convenios co-
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Véase esta idea en ESCUDERO RODRÍ-
GUEZ, R., “Planes de igualdad…”, cit., p. 71.

Puede recordarse el siguiente pasaje de dicha
sentencia: “ciertamente, no compete a este Tri-
bunal entrar a conocer de las estrategias y acti-
tudes negociadoras de las partes en conflicto
como cuestiones de hecho, careciendo de rele-
vancia constitucional cualquier aproximación a
los modos en que aquéllas decidan resolver sus
discrepancias en el proceso, así como, caso de
llegar, el bloqueo de la negociación. Pero lo
que no puede desconocerse es, precisamente, la
trascendencia que para la actividad sindical pue-
da tener una práctica empresarial dirigida a
neutralizar o desconocer las funciones del sin-
dicato mediante una negociación que sólo apa-
rentemente respeta la actividad propia de aquél;
dicho de otro modo, existen actitudes empre-
sariales cuyo resultado final es soslayar la inter-
vención de aquél en la regulación colectiva de
condiciones de trabajo pese a que formalmen-
te se abran las negociaciones; de no tener 
presente esta problemática para valorar deter-
minadas vulneraciones del art. 28.1 CE, basta-
ría con la apertura del proceso negociador y
con la celebración de reuniones carentes de
contenido real para considerar satisfecho el de-
recho del sindicato a intervenir en aquella re-
gulación, burlando las bases mismas del sistema
constitucional de relaciones laborales”.
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lectivos sectoriales, como sucede en
los tiempos que corren cada vez con
mayor frecuencia. Sin perjuicio de los
problemas que existen de atribución
de la representatividad a uno u otro
ámbito en virtud de las elecciones sin-
dicales que se celebren en su ámbito,
en todo caso la representación unita-
ria –o la sindical– deben negociar con
la empresa un plan de igualdad, sin que
pueda oponerse a ese deber el hecho
de que haya normas convencionales en
período de vigencia ordinaria.

Se trata de destacar, en suma, que las
materias sobre promoción de la igual-
dad y eliminación de discriminaciones
han transitado desde la periferia al cen-
tro más característico de la negocia-
ción colectiva y se conciben a partir de
la LO 3/2007, de 22 marzo, como
contenidos privilegiados de los conve-
nios colectivos. Precisamente por ello,
y tomando como referente el nuevo
art. 85.1, párrafo segundo del ET, en
relación con los arts. 45.1 y 2 de di-
cha Ley Orgánica, cabe enunciar un
principio de equilibrio interno del con-
venio, pero desde una nueva dimen-
sión relativa a si de un análisis conjunto
de su articulado debe concluirse que
no contiene discriminaciones directas
o indirectas y si incluye suficientes me-
didas que promuevan la igualdad efec-
tiva entre trabajadores y trabajadoras.

En otro orden de ideas, no puede ol-
vidarse que algunas leyes recientes han
apuntado nuevos contenidos de la ne-
gociación colectiva que tienen una 
evidente repercusión en temas de
igualdad y medidas compensadoras
que favorezcan al sexo menos repre-
sentado en el mercado de trabajo. Por
ejemplo, el art. 10 de la Ley 40/2003,
de 18 noviembre, de protección a las
familias numerosas, invita a los conve-
nios a incluir medidas de “protección”
a las personas trabajadoras cuyas fami-
lias tengan la consideración de nume-
rosas, básicamente en cuestiones tales
como protección de sus derechos, ac-
ción social, modificación sustancial de
las condiciones de trabajo, movilidad
geográfica y extinción del contrato de
trabajo. Sin perjuicio de que exista cier-
ta tradición en los convenios, en par-
ticular en cuestiones de acción social,

debería recordarse la especial inciden-
cia que tiene en el empleo de las mu-
jeres el número de descendientes a
cargo, ascendientes u otros familiares
en lo que se refiere al mantenimiento
del contrato de trabajo y, muy en par-
ticular, a los problemas de conciliación.
Por lo tanto, no estaría de más que se
tuviesen en cuenta los vínculos entre
las medidas de igualdad del art. 85.1,
párrafo segundo del ET y los conteni-
dos que propone el art. 10 de la Ley
40/2003, de 18 de noviembre.

Y una segunda referencia de interés se
encuentra en la Ley 62/2003, de 30
diciembre, de medidas fiscales, admi-
nistrativas y del orden social, en su ver-
tiente de norma de trasposición de la
Directiva 2000/78/CE, de 27 no-
viembre, del Consejo, sobre el estable-
cimiento de un marco general para la
igualdad de trato en el empleo y la ocu-
pación. Su art. 42, bajo el epígrafe “fo-
mento de la igualdad en la negociación
colectiva” prevé que los convenios co-
lectivos incluyan medidas dirigidas a
combatir todo tipo de discriminación
en el trabajo, favorecer la igualdad de
oportunidades y prevenir el acoso por
razón de origen racial o étnico, religión,
convicciones, discapacidad, edad u
orientación sexual. Se trata en este ca-
so de las otras discriminaciones. Sin em-
bargo, la toma en consideración de éstas
y de la discriminación sexista, así como
la promoción de la igualdad en todos
los ámbitos, va a producir efectos mul-
tiplicadores a la vista de ambos precep-
tos, el art. 42 de la Ley 62/2003, de
30 diciembre, y el art. 85.1, párrafo se-
gundo del ET. Es una lástima, en cual-
quier caso, que la Directiva 2000/78/
CE se haya incorporado al derecho in-
terno de una forma tan anodina y tan
poco visible, porque las posibles siner-
gias quedan totalmente oscurecidas.

Ya en cuanto a los posibles resortes ju-
rídicos para hacer efectivo el deber de
negociar los contenidos previstos en el
art. 85.1, párrafo segundo, debe reco-
nocerse la debilidad de los mismos, por
lo menos por lo que se refiere a la tra-
dicional obligación de negociar de bue-
na fe. Las más de las veces, simplemente
podrá obtenerse una sentencia poco
más que declarativa en un proceso de

conflicto colectivo, que declare el in-
cumplimiento del deber legal y conde-
ne a la parte renuente a estar y pasar
por estas declaración y a negociar las
medidas o los planes de igualdad. Asi-
mismo, habrá de reconocerse que la
empresa, en caso de negarse a negociar
sobre unas u otros, comete el tipo ad-
ministrativo del art. 7.10 del texto re-
fundido de la LISOS, al menos en
cuanto incurre en una omisión contra-
ria a los derechos de las personas tra-
bajadoras listados en el art. 4 del ET.

Pero, además de estos débiles meca-
nismos, la LO 3/2007, de 22 marzo,
refuerza en cierta medida la efectividad
del deber de negociar, al incluir un nue-
vo tipo administrativo en el art. 7 de la
LISOS –el número 13–, referido al in-
cumplimiento de las obligaciones que,
en materia de planes de igualdad, es-
tablecen el ET o el convenio que sea
de aplicación. También puede recu-
rrirse al tipo administrativo del art. 8.12
LISOS –asimismo modificado por la
LO 3/2007, de 22 de marzo, en la
medida en que la negativa a negociar
tales materias pueda implicar, en la
práctica, una discriminación directa o
indirecta por razón de sexo.

Existe además otro remedio judicial,
desde el punto de vista de que la ne-
gativa de la empresa a negociar un plan
de igualdad pueda interpretarse como
una conducta pluriofensiva del dere-
cho de libertad sindical y de los prin-
cipios de igualdad y no discriminación.
No está de más recordar, en torno 
a esta consideración, que la STC 107/
2000, de 5 mayo, entendió que se ha-
bía lesionado el derecho fundamental
de libertad sindical en un caso en el
que la empresa, en vulneración de su
obligación de negociar de buena fe,
había remitido un ultimátum a la re-
presentación social negociadora a las
pocas sesiones de abrirse la negocia-
ción de los convenios .

Es decir, una vez que las medidas o el
plan de igualdad constituyen conteni-
dos fundamentales de la negociación
colectiva, una actitud de la empresa que
tienda a evitar que se negocien sobre
unas u otro es susceptible de conside-
rarse una violación del contenido esen-
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cial del derecho fundamental de liber-
tad sindical. Pero, además, puede cons-
tituir asimismo una discriminación
indirecta por razón de sexo en la medi-
da en la que esta negativa a negociar, y
a hacerlo de buena fe, causa un impac-
to adverso en el colectivo de las muje-
res trabajadoras incluidas dentro de la
unidad de negociación. En consecuen-
cia, a través del proceso de tutela de los
derechos de libertad sindical cabría com-
batir una negativa a negociar dichos
contenidos, persiguiéndose las conse-
cuencias propias de una sentencia de las
del art. 180 LPL, precepto también re-
formado por la LO 3/2007, de 22 mar-
zo: cese inmediato de la conducta
vulneradora de derechos, reposición al
momento anterior de cometerse y re-
paración de las consecuencias lesivas, in-
cluida la indemnización que procediera.

C. ÁMBITOS DE NEGOCIACIÓN
DE LOS PLANES DE IGUALDAD

Como quiera que el art. 45.2 de la LO
3/2007, de 22 marzo, establece que
deberá ser objeto de negociación el plan
de igualdad en la forma que determine
la legislación laboral, la segunda refor-
ma del art. 85, en este caso de su apar-
tado segundo, consiste en articular este
deber de negociar sobre la elaboración
de dicho plan. Sin perjuicio de las afir-
maciones vertidas en el apartado ante-
rior, en la línea de que cualquier materia
relativa a medidas de igualdad o a un
plan orquestado de medidas se ampara
por la genérica obligación de negociar
del art. 89.1 ET, este específico y nue-
vo deber se estructura de forma más
concreta mediante esta otra reforma del
precepto referido a los contenidos de
la negociación colectiva.

De acuerdo con el nuevo párrafo se-
gundo del art. 85.2, después de una
nueva invocación a la libertad de con-
tratación que se les reconoce a las par-
tes, sin perjuicio de ella, la negociación
colectiva articulará el deber de nego-
ciar planes de igualdad en las empresas
de más de 250 trabajadores de la si-
guiente forma: 

en el caso de convenios de ámbito em-
presarial, el deber de negociar se for-

a

malizará en el marco de la negociación
de dichos convenios. 

en los convenios de ámbito superior a
la empresa, el mismo deber de nego-
ciar se formalizará a través de la nego-
ciación colectiva que se desarrolle en la
empresa en los términos y condiciones
que se hubieran establecido en los in-
dicados convenios, a través de las opor-
tunas reglas de complementariedad.

También la ubicación sistemática de es-
tas reglas resulta sumamente discuti-
ble. Ya se ha dicho antes que el art.
85.2, hasta la Ley Orgánica 3/2007,
de 22 marzo, se limitaba a promocio-
nar en los convenios colectivos proce-
dimientos de seguimiento de los
despidos objetivos. Pero ahora añade
una regla más compleja, que se refiere
a cuestiones de estructura de los con-
venios colectivos y de complementa-
riedad entre las distintas unidades de
negociación. En este sentido, la duda
que se debe plantear se refiere a si aca-
so no hubiera resultado más correcto
que el párrafo se introdujera en los arts.
83 ó 84, en vez de en el 85 del ET.

Debe manifestarse, en primer lugar, que
el párrafo que se comenta no altera las
reglas de concurrencia de convenios del
art. 84, que rigen en su totalidad tam-
bién en cuanto a los planes de igual-
dad. Dicho en otros términos, salvo
pacto en contrario mediante convenio
colectivo o acuerdo interprofesional del
art. 83.2, un convenio durante su vi-
gencia no puede ser afectado por lo dis-
puesto en convenio colectivo de ámbito
distinto, salvo las conocidas excepcio-
nes que regula el propio art. 84 en tor-
no a la concurrencia descentralizadora,
materia esta sobre la que ahora no se
va a profundizar. También se aplica ín-
tegramente la regla de libre elección del
ámbito del art. 83.1.Por consiguiente,
la regla del párrafo segundo del art.
85.2, no prioriza ni otorga preferencia
al convenio de empresa o al supraem-
presarial, sino que simplemente está a
las normas generales del Tít. III del ET
y preceptos concordantes. A salvo, cla-
ro está, de que, como se ha dicho an-
teriormente, el deber de negociar planes
de igualdad no queda enervado por la
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existencia de un convenio concurren-
te en otro ámbito y, por lo tanto, de
que al plan de igualdad negociado a ni-
vel de empresa no se le aplica la prohi-
bición de concurrencia del art. 84 ET.

Así pues, tampoco resulta fácil de ave-
riguar el exacto alcance que tiene esta
distribución de competencias entre los
ámbitos empresariales y los supraem-
presariales. En apariencia, la pretensión
del precepto consiste en limitar el de-
ber de negociar planes de igualdad al
ámbito empresarial, y sólo al caso en el
que la empresa tenga más de 250 tra-
bajadores. Es decir, en otros ámbitos
superiores al de empresa no existe el de-
ber específico de negociar enunciado en
el art. 85.1, sin perjuicio de la general
obligación de negociar de buena fe del
art. 89. Tampoco, en apariencia, existe
dicho deber en los ámbitos infraem-
presariales, por ejemplo en la franja.

Aunque el tema en absoluto está claro,
da la impresión de que cuando el art.
85.2, párrafo segundo, alude a los con-
venios de empresa, dentro de ellos ha-
brá que entender incluidos los de centro
de trabajo y los de grupo de empresa,
como ámbitos con respecto a los cua-
les ha existido la tendencia en la doctri-
na judicial de asimilarlos a convenios de
empresa. Desde luego, el tema no es pa-
cífico desde una perspectiva sustantiva,
pues parte de la doctrina se inclina por
considerar que la ley confía al ámbito
de la empresa de un modo muy inten-
so la elaboración, desarrollo y aplicación
de los planes de igualdad, de tal modo
que no cabe obviar este ámbito de ne-
gociación . Los argumentos que se es-
grimen, en torno a la necesidad de
adaptar el plan a las circunstancias con-
cretas, no me parecen suficientemente
convincentes para excluir otros ámbitos
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Con mayor desarrollo argumental, FABRE-
GAT MONFORT, G., “La negociación colec-
tiva de los planes de igualdad”, RDS, nº 37,
2007, p. 216 y ss.

Véase esta idea en ESCUDERO RODRÍ-
GUEZ, R., “Planes de igualdad…”, cit., p. 70.
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más amplios, por lo menos en el plano
de las directrices. Y, por lo que ahora
interesa, tampoco los más reducidos, en
los que a fortiori se alcanzarán dichos
propósitos de adaptación. Así entendi-
do el precepto, cabe la posibilidad de
que, a la postre, en una misma empre-
sa existan personas cubiertas por un plan
de igualdad y otras no cubiertas, cuan-
do tan sólo en la norma convencional
aplicable a una parte de ellas se haya al-
canzado acuerdo sobre el diseño y con-
tenido de dicho plan. Siempre, claro
está, que se hubiesen abierto negocia-
ciones que afectaran a toda la plantilla,
aunque parte de ellas no alcanzaran
buen puerto. Pues, de no cumplirse es-
ta premisa de tentativa negocial, se es-
tarían frustrando parcialmente los
objetivos de la ley.

El tema de los ámbitos de negociación
está vinculado a otro más sustantivo, que
consiste en cómo debe interpretarse el
término “empresa” del art. 45.2 de la
LO 3/2007, de 22 marzo, en relación
con el art. 85 ET, de acuerdo con su re-
dacción actual procedente de la disposi-
ción adicional 11ª de la propia Ley.
Desde luego, debe optarse por un en-
tendimiento jurídico del mismo, de mo-
do tal que en el caso de que existan varios
centros de trabajo, habrá que computar
la suma de todas las personas trabajado-
ras de todos ellos para verificar si se 
supera o no el límite de los 250 trabaja-
dores/as. Ahora bien, como se ha dicho
no hay óbice para que los centros de tra-
bajo que cuenten con más de 250 traba-
jadores, individualmente considerados,
negocien su propio plan de igualdad a
través de un convenio o acuerdo de cen-
tro de trabajo, siempre, debe insistirse,
que se garantice que todas las personas
que presten servicios en la empresa 
queden amparadas por la negociación
–aunque no se llegue a acuerdo– de un
plan.

Por lo demás, el art. 85.2, párrafo se-
gundo, contempla la hipótesis de que
exista un convenio supraempresarial.
En cuyo caso, habrá que concluir dos
afirmaciones, a la vista del precepto: la
primera de ellas es que no obsta la vi-
gencia del convenio supraempresarial
para que exista un deber de negociar
en el ámbito de empresa un plan de

igualdad. Por lo tanto, y como ya he
anticipado, en este punto se separa el
específico deber de negociar del art.
45.2 de la Ley Orgánica de la genéri-
ca obligación de negociar del art. 89.1,
pues a esta segunda obsta que exista un
convenio colectivo vigente en otro ám-
bito. Vigente el convenio de sector, si
la empresa cuenta con más de 250 per-
sonas empleadas, hay que negociar el
correspondiente plan. La segunda con-
siste en que acaso en el convenio de
ámbito superior se hayan establecido
términos y condiciones más o menos
precisos para cumplimentar el plan a
nivel de empresa, en cuyo caso éstos
habrán de acatarse en la negociación
en este nivel, “a través de las oportu-
nas reglas de complementariedad”.

Hay que concluir, así pues, que el ET
pretende animar cierta articulación de
ámbitos convencionales. Es verdad que
otorga cierto lugar de preferencia al
convenio de empresa, como ámbito
más idóneo para regular el plan, y, en
consecuencia, restringe el deber espe-
cífico de negociar del art. 85.2 ET –no
el del art. 85.1– a dicha unidad nego-
cial. En esta línea, la LO 3/2007, de
22 marzo, constituye un importante
estímulo a que se abran procesos ne-
gociadores con contendidos más am-
plios en las unidades empresariales, si
se opta por negociar un convenio ín-
tegro más que un acuerdo de empre-
sa sobre plan de igualdad .

Pero al mismo tiempo promociona que
el ámbito sectorial no quede al mar-
gen e introduzca criterios generales
–“términos y condiciones”, expresa la
Ley–. Razonablemente, siempre le ha
de quedar un mayor o menor margen
de concreción al convenio o acuerdo
de empresa o de ámbitos inferiores,
pero un convenio de sector puede op-
tar por establecer parámetros más o
menos concretos que vinculen las ne-
gociaciones que se desarrollen en los
ámbitos inferiores.

No se trata, así pues, de que el conve-
nio de empresa prevalezca sobre el su-
praempresarial, sino que rigen las reglas
tradicionales de concurrencia de con-
venios, y se admite la posibilidad de
que los ámbitos superiores puedan vin-
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cular en sus contenidos a los inferio-
res. Incluso es posible –y aun podría
ser recomendable sólo en muy deter-
minadas circunstancias, a los efectos
de separar el plan de igualdad de la di-
námica general de conflicto en la ne-
gociación del convenio de que se trate–
que las partes sociales opten por ne-
gociar un convenio de ámbito estatal
o autonómico o un acuerdo interpro-
fesional en los mismos ámbitos sobre
materia concreta, al amparo del art.
83.3, que se dedicara a regular medi-
das generales de igualdad y a dar pau-
tas vinculantes o no vinculantes sobre
la estructura y contenidos mínimos de
los planes de igualdad.

Incluso esta posibilidad se promociona
en alguna reciente ley autonómica. En
concreto, el art. 25 de la Ley del Parla-
mento de Galicia 2/2007, de 28 mar-
zo, del trabajo en igualdad de las
mujeres de Galicia , prevé “el acuer-
do marco interprofesional de ámbito
autonómico sobre la igualdad de opor-
tunidades entre mujeres y hombres”,
cuya negociación debe promocionar el
Consello Galego de Relacións Laborais.

Finalmente, hay que destacar cómo,
en cuanto a la diferencia entre ámbi-
tos de negociación, la LO 3/2007, de
22 de marzo, introduce una distinción
hasta ahora inédita, basada en el nú-
mero de personas que trabajan en una
empresa. Sólo cuando en la negocia-
ción del convenio de empresa se supere
el umbral del 250 trabajadores y tra-
bajadoras, se desencadena este especí-
fico deber de negociar. Lo cual plantea
el reto de cómo debe efectuarse el
cómputo a los efectos de verificar si se
supera o no dicho límite. A falta de re-
glas específicas, habrá que concluir que
deben computarse todos los contra-
tos, ya sean indefinidos y temporales,
y ya se trate de personas que trabajen
a tiempo completo o a tiempo parcial.
Y, sobre la circunstancia de que sólo
de manera coyuntural se supere el nú-
mero máximo que permite prescindir
de la negociación del plan, no cabe si-
no esperar a que ser pronuncie la doc-
trina judicial, aunque la eficacia de esta
herramienta debe resultar poco com-
patible con un entendimiento flexible
del deber de negociar. Por lo 
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demás, no pueden computarse, evi-
dentemente, las personas contratadas
a través de empresas de trabajo tem-
poral ni las que formen parte de la
plantilla de las empresas auxiliares.
Desde luego, no parece que deban
aplicarse las normas relativas al cóm-
puto de plantilla a los efectos de las
elecciones sindicales del art. 72 ET y
preceptos concordantes, puesto que
su lógica obedece a un propósito to-
talmente distinto.

Por cierto, ya que el parámetro de me-
dición es el número de trabajadores de
la empresa, es muy pertinente la pre-
gunta sobre la legitimación para ne-
gociar planes de igualdad en empresas
con una multiplicidad grande de cen-
tros de trabajo de muy pequeñas di-
mensiones. Por motivos de sobra
conocidos –entre otros, por la propia
jurisprudencia del TS al respecto, en
particular a partir de su sentencia de
31 enero 2001 –, este tipo de es-
tructuras productivas se multiplica ex-
ponencialmente, muy en especial en el
sector servicios y constituye una reali-
dad rampante la inexistencia de repre-
sentación unitaria . En tales casos, no
habrá ni delegados de personal o co-
mités de empresa ni, por derivación,
delegados sindicales . Y casi siempre
resultará difícil la constitución de 
secciones sindicales, a la vista de las
prácticas de sobra conocidas que se ali-
mentan en estas entidades, en muchas
ocasiones de carácter multinacional.
He aquí otro argumento más para que
se supere la doctrina del TS, restricti-
va y, en otro orden de ideas, contraria
al ordenamiento comunitario.

D. LOS ASPECTOS TRANSITORIOS
DEL DEBER DE NEGOCIAR

La disposición transitoria cuarta de la
LO 3/2007, de 22 marzo, contiene
una regla relativa a la aplicación del de-
ber de negociar ahora previsto en el
art. 85 ET. De acuerdo con ella, dicho
deber será de aplicación en la nego-
ciación subsiguiente a la primera de-
nuncia del convenio que se produzca
a partir de la entrada en vigor de la Ley
Orgánica. No obstante su aparente 
claridad, plantea algunas dudas que
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merecen ser comentadas. Como des-
cripción general, pretende que el de-
ber de negociar planes de igualdad u
otras medidas dirigidas a promover la
igualdad de trato y de oportunidades
cobre efectividad cuando se negocie el
nuevo convenio, una vez denunciado
el vigente en el momento de entrada
en vigor de la Ley.

Ha de destacarse que el precepto cu-
bre tanto el deber de negociar planes
de igualdad como otras medidas de
promoción de la igualdad. Lo cual de-
be subrayarse, porque el primer deber,
como se ha puesto de manifiesto, tan
solo alcanza los convenios de empre-
sa, en tanto que el segundo afecta con-
venios de cualquier ámbito.

Los problemas se centran en particu-
lar en el deber de negociar a nivel de
empresa planes de igualdad. En apa-
riencia, el precepto se refiere a supues-
tos en los que ya exista en el momento
de entrada en vigor de la Ley un con-
venio de empresa vigente, en cuyo 
caso la regla transitoria se aplica lite-
ralmente sin mayores problemas: de-
nunciado el convenio de empresa, hay
que negociarlo de nuevo, y se desen-
cadena el deber específico del art. 45.2
de la LO 3/2007, de 2 marzo. Pero,
si a fecha de 24 marzo 2007, no había
convenio de empresa en vigor, sino sec-
torial, el precepto ya resulta más con-
fuso. Como se ha visto, en tales casos
el art. 85.2, párrafo segundo, remite a
la negociación que se desarrolle en la
empresa. Así las cosas, podría inter-
pretarse que el deber que se comenta
no sería efectivo hasta el momento en
el que se denunciase el convenio sec-
torial. No obstante, cabría otra inter-
pretación de la disposición transitoria
distinta, según la que no puede condi-
cionarse la negociación a nivel de em-
presa del plan de igualdad a que se
denuncie el convenio supraempresarial.
Esta segunda opción parece más siste-
mática y razonable, porque no se en-
tiende qué interés tiene en tales casos
de vigencia de un convenio de sector
demorar la efectividad del nuevo pá-
rrafo del art. 85.2. Sí en los casos en
los que está vigente un convenio de
empresa, para acompasar la negocia-
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Art. 2138.

Me parece muy acertada la observación de
ESCUDERO RODRÍGUEZ, R., “Planes de
igualdad…”, cit., p. 85, aunque no comparto
que esta realidad se produzca “sólo en pocos
supuestos”. Más bien, me parece un tema de
crucial importancia en las relaciones laborales.

A partir de la STS de 10 noviembre 1998
(Art. 9.545). Sobre ella y ulteriores pronun-
ciamientos, CABEZA PEREIRO, J., “La ac-
ción sindical en la empresa”, en VV.AA,
Constitución y Justicia Social, CGPJ (Madrid,
2003) pp. 119 ss. 

No está de más tener en cuenta que alguna
Comunidad Autónoma cuenta con otros trá-
mites administrativos para los planes de igual-
dad. Por ejemplo, el Decreto 133/2007 del
Consell de la Generalitar de Valencia (DOCV
de 31 julio 2007) regula un visado de los pla-
nes de igualdad que debe tramitarse ante el
centro directivo con competencias en materia
de mujer.

Aunque la ley nada dijera, cabría sostener esta
misma interpretación, al menos en cuanto a
los organismos públicos con competencia en
materia de igualdad. con base en la jurispru-
dencia del TS que concedió legitimación a las
Delegaciones del Gobierno para demandar
por lesividad la ineficacia de convenios colec-
tivos en cuanto éstos regulaban de una forma
presuntamente lesiva ciertos derechos y debe-
res en el ámbito del País Vasco. En este senti-
do, SSTS de 9 abril 2003 (RJ 2003\3919), de
29 abril 2003 (RJ 2003\1344) y de 10 junio
2003 (RJ 2003\6008).

12

11

10

9

8



D E R E C H O E S P A Ñ O L

ción de los planes con la de las restan-
tes cláusulas convencionales.

Hay que tener en cuenta que, como
se ha dicho, el deber de negociar pla-
nes de igualdad no se condiciona a que
haya vencido, a los efectos del art. 84
ET, el convenio supraempresarial. Des-
de esta perspectiva, resulta más 
defendible la segunda de las interpre-
taciones propuestas, que la que exi-
miera del deber hasta tanto no se
hubiera denunciado el convenio de
sector. Ahora bien, si se pretende cons-
tituir una nueva unidad empresarial en
un ámbito hasta entonces regido por
un convenio de ámbito más amplio,
parece lo más razonable esperar hasta
que se denuncie dicho convenio para
negociar el plan, pues hasta ese mo-
mento la parte receptora de la comu-
nicación podría negarse a negociar
materias distintas de la del art. 45.2
de la LO 3/2007, de 22 marzo, de
conformidad con la doctrina judicial
vertida sobre el art. 89.1, párrafo se-
gundo del ET.

En cuanto a la aplicación de la dispo-
sición transitoria cuarta a la negocia-
ción de medidas dirigidas a promover
la igualdad de trato y de oportunida-
des, también produce cierta confusión.
En principio, la interpretación literal
resulta inequívoca: hasta que no se de-
nuncie el convenio vigente, no hay de-
ber de negociar dichas medidas. Lo
cual equivale a decir que sólo cuando
se produzca la negociación de un con-
venio se hace efectivo este concreto
deber de negociar. Pero, en realidad,
esta regla puede vaciarse de conteni-
do si se tienen en cuenta que la obli-
gación de negociar de buena fe del art.
89.1.3 –que alberga, desde luego, los
contenidos referidos a igualdad y no
discriminación– persiste cuando un
convenio está vigente sobre materias
no reguladas en él. No en vano, el TC,
en sentencia 38/1990, de 1 marzo,
consideró legal una huelga que pre-
tendía presionar a la parte empresarial
al objeto de negociar materias pen-
dientes de regulación. Desde este pun-
to de vista, la disposición transitoria
cuarta, en cuanto a medidas distintas
del plan de igualdad, resulta de muy
difícil aplicación práctica.

E. EL PAPEL DE LA AUTORIDAD
LABORAL EN LA TRAMITACIÓN
ADMINISTRATIVA DE LOS
CONVENIOS Y LA IMPUGNACIÓN
JUDICIAL DE LOS MISMOS

Bien es conocida la misión limitada
que le corresponde a la autoridad 
laboral competente en todo lo con-
cerniente a registro, depósito y publi-
cación de los convenios, de acuerdo
con el art. 90 del ET y con el RD
1040/1981, de 22 mayo, de registro
y depósito de convenios colectivos de
trabajo . Debe llamarse la atención
de que los planes de igualdad, como
contenido negocial, se regulan en el
Tít. III del ET y no en el Título I. Lo
cual produce como consecuencia que
su eficacia y tramitación, una vez acor-
dados, sea la propia de los convenios
colectivos, ya se conciban como una
parte integrante de éstos, ya como
unos acuerdos autónomos.

Incidentalmente, habría que plantear-
se la posibilidad de que los planes de
igualdad se aprobaran como pactos ex-
traestatutarios, por las mismas razones
que suceden con otros instrumentos
colectivos. En tal caso, cabe remitirse
a toda la doctrina que se ha vertido so-
bre este tipo de convenios.

En particular, la autoridad laboral tie-
ne encomendada una misión de con-
trol de legalidad y no lesividad de las
normas convencionales que se tradu-
ce en que ha de dirigirse de oficio a la
jurisdicción social cuando estima que
un convenio conculca la legalidad vi-
gente o lesiona gravemente el interés
de terceros. En sus aspectos procesa-
les, este sistema de control se desarro-
lla fundamentalmente en los arts. 161
y 162 de la LPL.

Por supuesto, el control de oficio por
parte de la autoridad laboral alberga y
protege también todo lo concernien-
te al respeto a los principios de igual-
dad y no discriminación. En cuanto
que los convenios incluyan cualquier
tipo de discriminación, ya sea directa
o indirecta, la autoridad laboral, si to-
ma conocimiento –como debería ha-
cerlo– de estas circunstancias, tendría
que dirigirse al órgano competente de
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la jurisdicción social para que “subsa-
ne” las supuestas anomalías, como ex-
presa el art. 90.5 del ET. Y, más allá
de este control de legalidad, si inter-
preta que un convenio legal implica
una lesión grave de los derechos de las
mujeres trabajadoras, que trasciende
los derechos concretos de las que se
incluyen dentro de su ámbito de apli-
cación –éstas no son “terceras” ajenas
al convenio, a los efectos de la legiti-
mación procesal del art. 163.1 b)
LPL– ha de desencadenar el control
judicial por posible lesividad.

A los efectos de los “terceros” que
pueden ostentar legitimación para im-
pugnar directamente –sin comunica-
ción por parte de la autoridad laboral–
un convenio por lesividad a través de
la modalidad procesal de impugnación
de convenios colectivos, habrá que re-
conocérsela sin duda a los organismos
públicos con competencia en la mate-
ria de igualdad, a las organizaciones
sindicales más representativas y a las
asociaciones de ámbito estatal –en mi
opinión, no sólo a las de ámbito esta-
tal– cuyo fin primordial sea la igualdad
entre mujeres y hombres. Esto es así
en virtud de la aplicación supletoria
del nuevo art. 11 bis, apartado se-
gundo, de la Ley 1/2000, de 7 ene-
ro, de Enjuiciamiento Civil, supletoria
de la LPL, que concede legitimación
a estas entidades “cuando los afecta-
dos sean una pluralidad de personas,
indeterminada o de difícil determi-
nación” en cuanto a la defensa del de-
recho a la igualdad de trato entre
mujeres y hombres .

Es especialmente importante la refle-
xión anterior, porque el nuevo art.
90.6 ET establece un sistema de cola-
boración entre la autoridad laboral
competente y los organismos públicos
de igualdad –sólo con ellos– excesiva-
mente prudente y parece que relega
en exceso el papel que éstos deben de-
sarrollar, en relación con la impugna-
ción de convenios colectivos. Reviste
cierto interés su primer párrafo, que,
sin perjuicio de lo establecido en el art.
90.5, encomienda a la autoridad la-
boral velar “por el respeto al principio
de igualdad en los convenios colecti-
vos que puedan contener discrimina-
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ciones, directas o indirectas, por razón
de sexo”. Este interés se deriva de que
la ley destaca el concreto deber de vi-
gilancia en cuestiones de igualdad y no
discriminación, como única materia es-
pecialmente mencionada en el trámi-
te de depósito, registro, publicación y
eventual impugnación del convenio.
En consecuencia con su alusión ex-
plícita, cabe esperar una particular 
diligencia por parte de las administra-
ciones públicas con competencias en
materia laboral en la vigilancia del
cumplimiento de ambos principios en
todo lo que se refiere a la revisión de
los convenios colectivos.

Pero el párrafo segundo del art. 90.6
resulta decepcionante, por enunciar
unas reglas de colaboración obvias y
que crean la apariencia de que no exis-
ten otras iniciativas más contunden-
tes que puedan poner en marcha los 
organismos públicos referidos en el
precepto. Se limita a expresar que la
autoridad laboral puede recabar el ase-
soramiento del Instituto de la Mujer
o de los organismos de igualdad de
las Comunidades Autónomas, según
proceda por su ámbito territorial. Ca-
bría añadir, aunque la ley calla, que
puede recabar cuantos informes y ase-
soramientos tenga por oportuno, con
base en el art. 82.1 de la Ley 30/
1992, de 26 noviembre. Y añade el
precepto que, si la autoridad laboral
se ha dirigido a la jurisdicción com-
petente por entender que puedan exis-
tir cláusulas discriminatorias, lo ha de
poner en conocimiento de los orga-
nismos citados, “sin perjuicio de lo
establecido en el apartado 3 del ar-
tículo 95 de la Ley de Procedimien-
to Laboral”.

La referencia al art. 95.3 LPL resulta
totalmente banal: por supuesto que el
órgano judicial, habiendo recibido la
comunicación de oficio, puede reca-
bar el asesoramiento de los organis-
mos públicos competentes cuando se
haya suscitado una discriminación por
razón de sexo. Y por supuesto que ese
asesoramiento acaso lo haya solicitado
ya la propia autoridad laboral con ba-
se en el propio art. 90.6 o en las reglas
ordinarias de procedimiento adminis-
trativo. La cuestión consiste en que los

organismos públicos de igualdad pue-
den tener un margen de actuación
mucho más amplio, lo diga o no lo di-
ga el art. 90.6 del ET.

En primer lugar, y siguiendo la lógica
del art. 90.6, habrá que interpretar que
también habrá de informarse por par-
te de la autoridad laboral a los orga-
nismos públicos de igualdad en los
casos en los que la autoridad laboral
impugne, no por la posible existencia
de cláusulas discriminatorias, sino sim-
plemente porque el convenio resulta
lesivo para colectivos generales o par-
ticulares de mujeres. Pero, sobre to-
do, y en segundo, debe destacarse que
la función que pueden y deben desa-
rrollar las entidades públicas y priva-
das –no sólo las públicas– de defensa
de la igualdad y las organizaciones 
sindicales en el trámite de registro y
publicación del convenio no debe li-
mitarse tan solo a ser colaboradores
pasivos de la autoridad laboral. Antes
bien, les compete una importante fun-
ción de denuncia, al amparo del art.
162.4 de la LPL y de su evidente con-
dición de interesados de acuerdo con
el art. 31 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre.

Pero, más allá de esta idea, ya fuera del
control de oficio de los convenios co-
lectivos, el nuevo art. 11 bis de la LEC
permite un entendimiento más amplio
de la legitimación procesal de orga-
nismos, sindicatos y asociaciones, y no
sólo en su condición de terceros a los
efectos de la demanda de impugnación
por lesividad del convenio. Trascen-
diendo esta interpretación restrictiva,
la alusión a “pluralidad de personas in-
determinada o de difícil determina-
ción” y a “intereses difusos” conviene
perfectamente a la definición del con-
tenido de los procesos de conflicto co-
lectivo y de impugnación de convenios.
Dicho en otras palabras, debe afirmarse
la legitimación directa de todas estas
entidades para demandar por el pro-
ceso de conflictos colectivos y por el
de impugnación de convenios. En es-
te sentido, los arts. 152, 153 y 163 de
la LPL deben integrarse con el art. 11
bis de la LEC.

F. OTROS TEMAS: 
LAS COMPETENCIAS DE 
LOS COMITÉS DE EMPRESA

Sin perjuicio de otras que se encuen-
tran dispersas por diversos preceptos
del ET y de algunas normas legales y
reglamentarias más, así como de las
que le pueda reconocer adicionalmente
la negociación colectiva, el grueso de
las competencias de los comités de em-
presa y de los delegados y delegadas
de personal, se encuentran recogidas
en el art. 64 ET. Y, hasta la entrada en
vigor de la LO 3/2007, de 22 de mar-
zo, era clamorosa la inexistencia de
cualquier función que tuviese que ver
expresamente con los derechos de
igualdad y no discriminación de tra-
bajadoras y trabajadores. Desde luego
que todas las que sí les encomendaba
–y le encomienda– la ley tienen una
perspectiva de género, pero la ausen-
cia de referencias explícitas ha consti-
tuido un elemento simbólico de una
relevancia práctica muy fuerte. Entre
otras cuestiones, no ha habido una
conciencia clara de que las representa-
ciones unitarias ostentasen un papel en
la defensa de ambos principios.

Bien es verdad que las organizaciones
sindicales y empresariales, en su di-
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A tal fin, deberá alentarse a los empresarios a
presentar con una periodicidad adecuada a los
empleados y/o a sus representantes informa-
ción adecuada sobre la igualdad de trato de
hombres y mujeres en la empresa. Esta infor-
mación podrá incluir un inventario sobre la
proporción de hombres y mujeres en los dife-
rentes niveles de la organización, los salarios y
las diferencias salariales entre hombres y mu-
jeres, así como posibles medidas para mejorar
la situación, determinadas en cooperación con
los representantes de los trabajadores.

Baste con transcribir este pasaje: “…cierta-
mente, esa presunción general de reserva o si-
gilo que la sentencia de suplicación establece
a través de la interpretación extensiva que lle-
va a cabo, en cuanto limitativa con igual ca-
rácter general y extensivo del ejercicio de los
mencionados derechos fundamentales en rela-
ción con el de libertad sindical, además de ex-
ceder con toda claridad de la configuración
que de dicho deber efectúa nuestra regulación
legal, no resulta conforme con la ya afirmada
posición prevalente de los derechos funda-
mentales en nuestro Derecho y con los límites
que a su ejercicio puede imponer la satisfac-
ción de los intereses empresariales”.
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mensión de entidades vertebradoras
del Estado social y democrático de de-
recho a las que el art. 7 de la Consti-
tución les otorga un papel esencial,
ostentan en todo caso un indiscutible
papel también en materia de igualdad,
y así se lo reconocen explícitamente
no pocos pasajes de la LO 3/2007,
de 22 marzo. Pero este mismo papel
no se les ha concedido tradicional-
mente a los comités de empresa y 
a las/os delegadas/os de personal, 
sin que pueda acudirse, al menos 
directamente, al expediente de la sin-
dicalización de estos órganos de re-
presentación laboral.

En resumen, las competencias nuevas
de la LO 3/2007, de 22 marzo, se re-
fieren una a de derechos de informa-
ción, otra a cuestiones de vigilancia y
control y la tercera, a aspectos en los
que la representación unitaria debe co-
laborar con la empresa.

La primera de ellas se trata de que 
dicha representación debe recibir in-
formación, cuando menos con una ca-
dencia anual, relativa a la aplicación en
la empresa del derecho de igualdad de
trato y de oportunidades entre muje-
res y hombres, entre la que deben in-
cluirse datos sobre la proporción de
mujeres y hombres en los diferentes ni-
veles profesionales, así como, en su ca-
so, sobre las medidas que se hubieran
adoptado para fomentar la igualdad en-
tre mujeres y hombres en la empresa y,
de haberse establecido un plan de igual-
dad, sobre la aplicación del mismo.

Se trata de unos derechos informati-
vos, con los correlativos deberes de las
empresas, de contenido bastante ge-
nérico, dato que va a dificultar en la
práctica bastante la coercibilidad jurí-
dica de este deber. No obstante, debe
señalarse el valor que puede ostentar
esta información a los efectos de po-
der fundamentarse de forma más ade-
cuada las demandas judiciales o las
reclamaciones administrativas que 
puedan plantear los órganos de repre-
sentación unitaria o las propias orga-
nizaciones sindicales con presencia en
el comité de empresa. Por lo demás,
dicho contenido genérico acaso se acla-
re un poco más si el art. 64 se pone en

conexión con el art. 21.4 de la Directi-
va 2006/54/CE , de la que eviden-
temente trae causa.

Más en concreto, los datos sobre la
proporción de mujeres y hombres en
los diferentes niveles profesionales pue-
den tener una importancia evidente a
los efectos de las pretensiones relati-
vas a discriminaciones salariales indi-
rectas o a impactos adversos en materia
de categoría profesional, promoción y
ascensos. Sobre estas cuestiones, el nú-
mero de contenciosos que se plante-
an en el ámbito del Estado español
resulta sumamente reducido, si se com-
para con otros ordenamientos jurídi-
cos afines, pero en los que se le ha
otorgado un mayor protagonismo des-
de hace ya años a la legitimación pro-
cesal, ya sea como partes principales,
ya sea como coadyuvantes, de organi-
zaciones de defensa de los derechos de
la mujer o también de organizaciones
sindicales. En esta línea, las reformas
de la LEC, de la LPL y de la LJCA
que amplían dicha legitimación os-
tentan una gran importancia puestas
en relación con los derechos informa-
tivos del art. 64 ET.

Algo similar cabe decir de la informa-
ción sobre las medidas para fomentar
la igualdad entre ambos sexos y, en su
caso, sobre la aplicación del plan de
igualdad. En cuanto unas u otro ha-
yan sido establecidos por convenio co-
lectivo, además de la labor de análisis
e interpretación que le va a caber or-
dinariamente a su comisión paritaria,
en cada centro de trabajo el comité de
empresa o los delegados o delegadas
de personal van a desempeñar un re-
levante papel a partir de la informa-
ción que cada año les habrá de llegar
procedente de la empresa.

Podría contestarse este argumento ape-
lando al deber de sigilo que el art. 65.2
ET contempla, entre otras materias, pa-
ra las informaciones del art. 64.1.1 ET.
No obstante, debe recordarse la con-
cepción restrictiva que ostenta, en la
doctrina constitucional, dicho deber de
sigilo, como se colige, vg., de la STC
213/ 2002, de cuya lectura puede con-
cluirse un entendimiento estricto del
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deber de no divulgar cierta informa-
ción .

Por otra parte, no puede olvidarse que
el art. 10.3.1º de la LOLS reconoce el
derecho de los delegados sindicales a
tener acceso a la misma información y
documentación que la empresa ponga
a disposición del comité, con el corre-
lativo deber de sigilo. La doctrina judi-
cial ha descrito este derecho informativo
como de asimilación, de modo que si
la empresa proporciona al comité la in-
formación por encima de los mínimos
legales, los delegados sindicales osten-
tan en todo caso derecho a acceder a
los mismos datos.

La segunda competencia engrosa las de
vigilancia y control que les correspon-
den a los órganos de representación uni-
taria. Se trata de ejercer una labor de
vigilancia del respeto y aplicación del
principio de igualdad de trato y de
oportunidades entre mujeres y hom-
bres. En relación con ella, vale todo lo
dicho sobre las funciones de ejercicio
de acciones judiciales y administrativas
que el art. 65.1 ET reconoce a dichos
órganos de representación. Pero debe
destacarse que, con esta competencia
concreta, se les habilita con carácter ge-
neral como garantes del referido prin-
cipio en el ámbito de los centros de
trabajo, ya sin las limitaciones materia-
les derivadas de la información que se
les debe proporcionar o de los temas en
los que están vinculados por un deber
de colaboración con la empresa. Y se
les confiere un protagonismo y una res-
ponsabilidad importante sobre la eli-
minación de situaciones directa o
indirectamente discriminatorias.

La tercera y última competencia alu-
de a medidas de conciliación de vida
personal, familiar y laboral, sobre las
cuales habrán de colaborar con la em-
presa en su establecimiento y puesta
en marcha. En orden a su estable-
cimiento, está claro que de este nue-
vo número 13 del art. 64.1 ET se
deduce la posibilidad de alcanzar
acuerdos de empresa entre ambas par-
tes colaboradoras que mejoren las me-
didas que, en su caso, se contengan en
el plan de igualdad o en otros pasajes
de los convenios colectivos. Además,
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los comités de empresa deben facilitar a
la empresa en la medida de sus posibili-
dades que resulten eficaces las medidas
que se introduzcan.

En términos generales, estas modestas re-
ferencias nuevas del art. 64 ET pueden
suponer un importante cambio en el fun-
cionamiento de las estructuras represen-
tativas del Tít. II del ET. Como mínimo,
van a obligar a un replanteamiento de
cómo defender los intereses del colecti-
vo representado y de cuáles, en realidad,
sean los más prioritarios. Probablemen-
te, se vaya poco a poco cediendo a una
concepción más plural de la persona-ti-
po cuyos derechos y expectativas se de-
fienden, no necesariamente coincidentes
con los de un trabajador varón con una
gran disponibilidad de tiempo para de-
dicar a su trabajo.

Pero, más allá de las competencias ex-
plícitas ahora reconocidas en el art. 64
ET, debe tenerse en cuenta que la re-
presentación unitaria está llamada a ser
ordinariamente la parte negociadora por
el banco social en los convenios colec-
tivos de empresa o ámbito inferior y, por
lo tanto, en la negociación de los planes
de igualdad. Si a ello se suma la misma
condición de parte destinataria de las
consultas en los casos en que dichos pla-
nes se sometan meramente a este pro-
cedimiento de interlocución colectiva,
se percibe que acaso en los comités de
empresa o en los delegados o delegadas
de personal recaiga la más importante
parte de las relaciones colectivas en ma-
teria de igualdad y no discriminación.

G. ALGUNAS NOTAS 
SOBRE LOS RECIENTES
CONVENIOS COLECTIVOS

Es curioso comprobar cómo algunos con-
venios colectivos sectoriales incluyen ya
reglas concretas sobre los planes de igual-
dad. No así la negociación colectiva de
empresa, que apenas muestra hasta la fe-
cha contenidos relevantes. De las pocas
conclusiones que hasta la fecha cabe for-
mular , pueden destacarse las que siguen:

Algunas normas convencionales institu-
yen comisiones paritarias sectoriales, con
competencias de igualdad de oportuni-
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dades, de seguimiento de los planes de
igualdad, expedición de dictámenes o
elaboración de estudios . En algún ca-
so, se integran en la propia comisión pa-
ritaria generalista o se remiten las
competencias sobre diseño de los planes
a ésta .

Debe destacarse alguna referencia a pro-
blemas históricos arrastrados de segre-
gación o infrarrepresentación de la
mujer, que se reconocen a los efectos de
que se aplique la normativa de igualdad
con cierta flexibilidad o “razonabili-
dad” .

Ciertas cláusulas se detienen en los con-
tenidos del diagnóstico de situación, con
interesantes datos desagregados por se-
xos en temas como distribución de plan-
tilla por edad, antigüedad, jerarquía, tipo
de contratos, jornada, protección a la
maternidad, absentismo, permisos pa-
rentales, cargos electos…

Se formulan objetivos de alcance de
combate contra la segregación, promo-
ción profesional y acceso a puestos de
jerarquía por las mujeres, corrección de
diferencias salariales, mayor acceso a la
formación, mejora de la conciliación de
la vida personal, familiar y laboral…

Se plantean recomendaciones de que las
empresas elaboren planes de igualdad
cuando superen el umbral de 100 per-
sonas en plantilla . En algún caso, a
partir de dicho umbral es precisa la ne-
gociación del plan de igualdad .

Se incorporan reglas generales sobre la
prevención del acoso sexual y por razón
de sexo y se enuncian los derechos de
las trabajadoras víctimas de violencia de
género .

Se enuncia expresamente la exigencia de
no incurrir en interpretaciones o aplica-
ciones del convenio que impliquen dis-
criminaciones directas o indirectas .25
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Algunas cláusulas apenas añaden nada a la ley. Por
ejemplo, el art. 63 del III CC de las industrias de
captación, elevación, conducción, tratamiento,
distribución, saneamiento y depuración de aguas
potables y residuales (BOE 24 agosto 2007), art.
41 del II CC de servicios externos, auxiliares y
atención al cliente en empresas de servicios fe-
rroviarios (BOE 21 agosto 2007), art. 70 del CC
de la industria del calzado (BOE 23 agosto
2007), art. 10 del CC de la empresa Limpieza de
Edificios y Locales y Limpieza Industrial para
Cantabria (BOC 10 julio 2007) y anexo II del I
CC marco estatal de acción e intervención social
(BOE 19 junio 2007).

Art. 105 del XV CC de la industria química
(BOE 29 agosto 2007), cláusula adicional pri-
mera del CC para las industrias extractivas, in-
dustrias del vidrio, industrias cerámicas y para las
del comercio exclusivista de los mismos materia-
les (BOE 31 agosto 2007) y art. 76 del CC de la
industria transformadora de plásticos de Valencia
(DOCV 19 julio 2007).

Art. 84 del CC del grupo de marroquinería, cue-
ros repujados y similares de Madrid, Castilla-
La Mancha, La Rioja, Cantabria, Burgos, Soria, 
Segovia, Ávila, Valladolid y Palencia (BOE 23
agosto 2007) y art. 5 del CC de la industria del
calzado.

Art. 11 del CC de exhibición cinematográfica 
de la provincia de Barcelona (DOGC 20 agosto
2007).

Art. 100 del XV CC de la industria química.

Art. 102 del XV CC de la industria química y
cláusula adicional primera del CC para las indus-
trias extractivas, industrias del vidrio, industrias
cerámicas y para las del comercio exclusivista de
los mismos materiales (BOE 31 agosto 2007).

Art. 103 del XV CC de la industria química.

Art. 81 del CC del grupo de marroquinería, cue-
ros repujados y similares…

Art. 76 del CC de la industria transformadora de
plásticos de Valencia.

Arts. 82 y 83 del CC del grupo de marroquine-
ría, cueros repujados y similares…

Art. 46 del XXI CC de banca (BOE de 16 agos-
to 2007).
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INTRODUCCIÓN
En el año 2007, por primera vez en España, una Ley fis-
cal hace referencia a la discriminación de género en el Im-
puesto sobre la Renta de las Personas físicas, IRPF
(Exposición de Motivos, apartado II, párrafo 12). En es-
ta referencia se hace alusión a la distorsión, denunciada re-
petidas veces por la Comisión Europea tras la realización
de diversos estudios en diferentes países de la OCDE, que
pone de relieve cómo la tributación familiar puede afectar
negativamente a la oferta laboral femenina. Por este mo-
tivo, la mayoría de los países en el ámbito de la Unión Euro-
pea han ido adoptando durante los últimos años la
tributación individual con carácter obligatorio. A pesar de
ello, esta nueva Ley sigue manteniendo “de momento la
situación actual”, es decir, la tributación acumulada y, por
tanto, la penalización fiscal del segundo/a perceptor/a.

El presente trabajo se estructura en cinco apartados. En el
primero se expone brevemente cómo la Comisión Euro-
pea –hace más de veinticinco años– alertó a los países miem-
bros sobre la distorsión a la que los sistemas de tributación
familiar están expuestos. En el segundo apartado se ahon-
da en las recomendaciones de la Comisión Europea en di-
cho sentido, recogiendo las más sobresalientes. El tercero,
entra de lleno en el análisis desde la perspectiva de género
de la nueva Ley del IRPF utilizando como herramienta prin-
cipal el índice de discriminación fiscal, junto con una bre-
ve descripción del mismo. El cuarto, pone de manifiesto
cómo se mantiene la discriminación fiscal hacia las familias
monoparentales (de las que más del 80% están encabeza-
das por mujeres, es decir son monomarentales) frente a las
biparentales y que el número de hijos e hijas, al igual que
otras circunstancias familiares y personales (edad, convi-
vencia con ascendientes, minusvalías, etc.), influyen en el
grado de discriminación del/de la segundo/a perceptor/a.
El quinto, reúne las principales conclusiones del estudio.

ANTECEDENTES
Desde principios de los años ochenta, la Comisión Euro-
pea ha intentado conseguir la equidad de trato para hom-
bres y mujeres en todos los campos de la política
comunitaria. En este sentido, la Acción 6 del Nuevo Pro-
grama de Acción Comunitaria 1982-1985 llamaba la
atención para que se tomasen medidas con el fin de co-
rregir los efectos perjudiciales de la legislación fiscal en
el mercado de trabajo, en particular a aquellos países
Miembros en los que su sistema fiscal desincentivaba la
permanencia de las mujeres casadas.

La Comisión Europea identificó diversos aspectos en que
los sistemas fiscales producían un efecto negativo sobre
las casadas. Entre ellos cabe destacar los siguientes: la
agregación de las rentas en la unidad familiar, la transfe-
rencia a priori de reducciones y deducciones al cónyuge,
la imposibilidad de que cada uno declare su propia ren-
ta, y el mantenimiento de la responsabilidad solidaria de
los cónyuges. Este informe de 1981 concluye recomen-

1

dando la tributación individual como elemento indis-
pensable para conseguir la igualdad de trato de mujeres
y hombres y anima a los Estados Miembros para que in-
cluyan en su agenda la reforma del sistema fiscal.

Igualmente, la Comisión Europea, desde la difusión del Pri-
mer Programa de Acción Comunitario para la Igualdad de
Oportunidades entre Hombres y Mujeres, ha venido seña-
lando como uno de sus objetivos prioritarios la “individuali-
zación de los derechos sociales y fiscales” para permitir a
“hombres y mujeres actuar como sujetos independientes a la
hora de buscar empleo y compaginar la vida laboral y fami-
liar” y evitar así un trato discriminatorio por razón de sexo.

EL ESTADO DE LA CUESTIÓN
Entre los objetivos fijados por la Comisión Europea en el
Cuarto Programa de Acción Comunitario para la Igualdad
de Oportunidades entre Hombres y Mujeres (1996-2000)
se ha de destacar el número 3 encaminado a facilitar la con-
ciliación del trabajo y la vida familiar de hombres y mujeres
mediante el “fomento de la individualización de derechos”
(objetivo 3,2), puntualizando que “la individualización afec-
ta también a la neutralidad de la política fiscal en cuanto al
sexo” . En septiembre de 1997 el Parlamento Europeo
subrayó a través de una Resolución que “la Comunidad es-
tá obligada en virtud del principio de igualdad de oportu-
nidades entre hombres y mujeres a incorporar esa igualdad
a todas sus políticas [...]” . Más recientemente, el Conse-
jo Europeo de Estocolmo instó al Consejo y a la Comisión
a que informasen conjuntamente al Consejo Europeo de
primavera de 2002 sobre la forma de aumentar la tasa de
población activa. Las líneas maestras de actuación han que-
dado plasmadas en informe de 24 de enero de 2002 titula-
do “Aumento de la tasa de población activa y fomento de la
prolongación de la vida activa” en el que se “aborda la
cuestión de la participación en el mercado de trabajo si-

4

3

2

New Community Action Programme 1982-85 [COM (81) 758 final].

Cuarto Programa de Acción Comunitario para la Igualdad de Oportu-
nidades entre Hombres y Mujeres (1996-2000). Edición del Ministerio de
Asuntos Sociales. Instituto de la Mujer, pp. 41-46. Madrid, 1996.

Diario Oficial nº C 313 de 12/10/1998 p. 238.

COM(2002) 9 final. Bruselas, 24/01/2002.

COM(2002) 9 final, p. 8 (versión en Español).

Ibidem.

COM(2002), opus cit., p. 16.

Véase VILLOTA, P. y FERRARI, I.: Reflexiones sobre el IRPF desde la
perspectiva de género: la discriminación fiscal del/de la segundo/a percep-
tor/a. Instituto de Estudios Fiscales. Ministerio de Hacienda, Madrid 2004.
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guiendo un enfoque basado en el ciclo vital –y que tiene en
cuenta la diferente situación de hombres y mujeres– con el
fin de determinar las tendencias subyacentes y, de este mo-
do, elaborar las respuestas estratégicas más adecuadas para
alterar tales tendencias”. Pero las causas de la inactividad
son muy distintas según se trate de hombres o mujeres: pa-
ra los primeros, la inactividad se debe principalmente a que
o bien están completando su formación o bien ya se han ju-
bilado antes de la edad obligatoria, mientras que para las
mujeres el principal motivo es consecuencia de la gran difi-
cultad en compaginar la vida laboral y familiar.

El informe señala como uno de los factores determinantes
de la participación en el mercado de trabajo la “justa do-
sificación de los incentivos financieros”: la participación en
el mercado laboral depende del equilibrio entre los ingre-
sos del trabajo y las opciones existentes, así como de todos
los costes asociados. La interacción entre los sistemas fis-
cales y de prestaciones sociales y los niveles de remunera-
ción determinan la magnitud del desempleo y de la trampa
de la pobreza. El efecto real sobre la oferta de mano de
obra depende de la reacción individual de los agentes eco-
nómicos ante la modificación de los incentivos . Pero
hombres y mujeres no se comportan de igual manera an-
te las alteraciones de los sistemas de imposición y presta-
ciones sociales: los hombres de edad intermedia o los que
tienen perspectivas de aumentar sus ingresos son menos
sensibles a la evolución de los incentivos derivados de los
sistemas de imposición y prestaciones sociales. Por el con-
trario, los miembros de las parejas en las que uno de ellos
no trabaja (por lo general, la mujer) y las familias mono-
parentales (en su gran mayoría constituidas por mujeres)
son los grupos más sensibles a los incentivos, en lo que res-
pecta a la participación en el mercado de trabajo:

“Los desincentivos fiscales condicionan la decisión de par-
ticipación de las mujeres, especialmente cuando se combi-
nan con responsabilidades asistenciales y se tiene en cuenta
la persistencia de las diferencias salariales entre los sexos, que
pueden conllevar unos ingresos esperados inferiores” .

El informe señala como una de sus “Iniciativas priorita-
rias” la ‘revisión específica de los sistemas de imposición
y prestaciones”: 

“Es urgente y prioritario que numerosos Estados miem-
bros emprendan una extensa reforma de sus sistemas de
imposición y prestaciones con objeto de corregir los efec-
tos de incentivo de su combinación [...]” .

Como consecuencia de lo anterior, la gran mayoría de los
países de la Unión Europea han ido adoptando medidas
con el fin de minimizar los efectos perjudiciales de la fis-
calidad sobre el acceso al mercado laboral de las mujeres
casadas o con cargas familiares. Así, en la Europa de los
quince han adoptado la tributación individual ocho de
ellos, tres se rigen por el sistema opcional y cuatro man-
tienen la tributación familiar.

LA NUEVA LEY 35/2006 DEL IRPF
En el caso de España, las autoridades fiscales han venido
ignorando las recomendaciones de la Comisión Europea
y se han aferrado a la tributación familiar, incluso a raíz
de la Sentencia de 20 de febrero de 1989 del Tribunal
Constitucional que declaró inconstitucional la tributación
familiar obligatoria. No obstante, la redacción de la sen-
tencia dejó la puerta abierta a la tributación opcional man-
teniéndose con ello la declaración conjunta y, por
consiguiente, la discriminación fiscal de las mujeres casa-
das, cuando la familia opta por este sistema de tributación.

En las posteriores reformas de nuestro Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas (IRPF), llevadas a cabo
en 1991 y 1998 respectivamente, se perdió la ocasión de
haber acometido la individualización del impuesto. En la
actualidad, quienes esperaban la oportunidad brindada
por la reforma fiscal, anunciada por el gobierno socialis-
ta, han visto defraudadas sus esperanzas, al comprobar
que la Ley 35/2006, recientemente aprobada por las
Cortes, tampoco acomete dicha reforma. Aunque, reco-
noce su conveniencia al aludir en la exposición de moti-
vos a la discriminación fiscal por razón de género:

“En esta consideración de las circunstancias personales y
familiares cabe efectuar una mención a la opción por la
tributación conjunta. La política de no discriminación
por razón de género y razones de simplificación de la ges-
tión del impuesto podrían justificar su revisión. No obs-
tante se mantiene de momento el tratamiento actual para
evitar numerosos perjudicados en los matrimonios en los
que alguno de sus miembros no pueden acceder al mer-
cado laboral, y por tanto obtiene rendimientos sólo uno
de los cónyuges, como es el caso de determinados pen-
sionistas con rentas de cuantía reducida”.

Pese a que cualquier análisis empírico evidencia la caren-
cia de rigor de la justificación aducida, puesto que con-
siderar –como causa justificativa de la no individualización
obligatoria de la declaración del tributo– el posible per-
juicio causado a unos/as cuantos/as contribuyentes (“de-
terminados pensionistas con rentas de cuantía reducida”)
supone ignorar el perjuicio de muchos más.

Por otra parte, una vez comentada esta nueva oportunidad
perdida, cabe preguntarse si el diseño del futuro IRPF per-
judicará en mayor o menor medida que el actual a los/as
segundos/as perceptores. Para ello se ha utilizado el “ín-
dice de discriminación fiscal del segundo perceptor”, ela-
borado en estudios anteriores que permite la medición en
una escala de 0 a 1 de discriminación del tributo .

La penalización fiscal de las rentas obtenidas por el/la se-
gundo/a perceptor/a puede ser expresada como el ex-
ceso de tributación pagado por éste/a contribuyente en
comparación con el impuesto que debería pagar en caso
de tributar individualmente, es decir,

Exceso = cuota impositiva del 2º perceptor/a - 
cuota 2º perceptor/a en tributación individual
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El exceso de tributación en función de la renta obtenida
por el/la segundo/a perceptor/a viene representado en
el gráfico 1 (el salario del primer/a perceptor/a se con-
sidera constante e igual a 1 APW) .

La línea gris representa la cuota pagada por el/la segun-
do/a perceptor/a de acuerdo con el salario obtenido, y
la línea negra la cuota en el caso de tributar individual-
mente. La diferencia entre ambas expresa el exceso de tri-
butación de este/a contribuyente.

Este exceso, expresado como proporción de la cuota in-
dividual, resulta ser

Exceso = [cuota imputada a 2º perceptor - 
cuota 2º perceptor en tributación individual] 

[cuota 2º perceptor en tributación individual]

De esta manera, el exceso de tributación soportado por
e/la segundo/a perceptor/a en la tributación acumula-
da queda reflejado en el área encerrada entre las curvas
representativas de las cuotas efectiva e individual (área
Se), tal y como se muestra en el gráfico 2.

Si no existiera exceso de tributación, ambas curvas se con-
fundirían y el área Se sería cero. De esta forma, en la me-
dida que aparece la discriminación fiscal, ésta queda
reflejada en el área encerrada entre ambas curvas.

La relación entre el área Se (exceso de tributación) y el
área marcada por la curva representativa de la cuota de/de
la segundo/a perceptor/a en tributación individual S2
permite la medición del grado de discriminación sufrida
por este/a contribuyente:

I = Se / S2

El valor mínimo que puede tomar el cociente anterior 0
y correspondería a aquellos casos en los que no existe ex-
ceso de tributación (pues Se = 0). Por el contrario, con-
forme aumente la discriminación fiscal mayor será el valor
alcanzado por el mismo.

Con el fin de tener un índice cuyos valores oscilen entre
0 y 1, se transforma el índice mediante la expresión

I'= I / (I+1)

Que al sustituir I por su valor queda de la siguiente forma:

I’ = Se / S’2

Que representa la relación entre el área correspondiente
al exceso de tributación pagado por el/la segundo/a per-
ceptor/a y el área correspondiente a la tributación efec-
tiva de este/a contribuyente.

De esta forma, el índice calculado oscilará entre los valores
extremos de 0 y 1; cero cuando el área Se sea nula, es decir
cuando no exista exceso de tributación, o dicho de otra ma-
nera, cuando el impuesto personal no discrimine al/a la se-
gundo/a perceptor/a; y 1 cuando el área Se sea igual a S’2
lo que significa que no es posible la tributación individual.

9

Por tanto, el valor cero corresponde a una ausencia total de
penalización fiscal y el valor 1, cuando ésta sea máxima.

En el caso de la Unión Europea, es posible hallar casos
bastante extremos; por ejemplo, Suecia y Finlandia tie-
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GRÁFICO 1. 
EXCESO PAGADO POR EL/LA 2ª PERCEPTOR/A. Tributación familiar acumulada
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GRÁFICO 2. 
EXCESO PAGADO POR EL/LA 2ª PERCEPTOR/A (PARA UN SALARIO DEL 1ER PERCEPTOR/A
CONSTANTE = 1 APW). Tributación familiar acumulada
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La unidad salarial utilizada en el denominador es el salario medio de un/a
trabajador/a del sector manufacturero a jornada completa (average pro-
duction worker, APW), de acuerdo con la definición dada por la OCDE,
considerado como un colectivo estándar que permite el estudio “cross-
section” entre distintos países de forma homogénea. Su cuantía viene de-
terminada por la OCDE cuyos valores se han utilizado en este estudio
(para España, el APW de 2003 es de 17.913 € anuales).

Valores calculados para los parámetros vigentes en 1999 y referentes a
contribuyentes sin hijos y salarios iguales o inferiores a 1 APW.

Valores del índice calculados para los salarios medios de un/a trabaja-
dor/a del sector manufacturero (APW, según definición de la OCDE)
de cada año: 14.469,49 € (1999); 17.149 € (2003); 19.096 €(esti-
mación para 2006) 
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nen un índice de valor 0 (por ser sistemas totalmente in-
dividualizados) e Irlanda presenta el valor más elevado
de los países aquí analizados, superior al 0,8, lo que pa-
rece aconsejar la necesidad de optar por la tributación
conjunta con acumulación de rentas incluso para salarios
inferiores a una determinada cuantía (1 APW). No obs-
tante, es necesario tener en consideración que no todos
los sistemas fiscales individualizados presentan un índice
igual a 0, puesto que la mayoría de ellos persiste, en ma-
yor o menor medida, cierto grado de penalización fiscal
hacia el/la segundo/a perceptora como consecuencia de
autorizar la permuta de reducciones, deducciones, ren-
ta, etc., entre ambos cónyuges.

En el caso español, el índice aquí obtenido resulta ser de
los más elevados de la Unión Europea, dado que la op-
ción de la tributación familiar viene aparejada con la acu-
mulación de rentas. Y como consecuencia de ello, el IRPF,
diseñado en la Ley 40/1998, presenta un índice del
0,743, el segundo más elevado entre los países analiza-
dos, como pone de relieve la tabla 1 :

EVOLUCIÓN DEL ÍNDICE DE DISCRIMINACIÓN 
EN LAS REFORMAS DEL IRPF

Desde una perspectiva de género, vamos a realizar en 
este apartado si, como consecuencia de las últimas refor-
mas, el IRPF español ha evolucionado hacia un tratamien-
to más favorable para el segundo/a perceptor/a cuando se
opta por la declaración conjunta. Para ello se calcula el ín-
dice de discriminación fiscal para los parámetros del IRPF
aplicables en cada ejercicio fiscal desde la reforma de la Ley
40/1998, cuyos resultados se ofrecen en la tabla 2.

10

En el ejercicio 1999, primer año de vigencia de la reforma
introducida por la Ley 40/1998, el índice alcanzó el valor
de 0,743, como se ha visto en el apartado anterior. Poste-
riormente, en el año 2003 entró en vigor la reforma par-
cial del IRPF, introducida por la Ley 46/2002 que 
modificó, entre otras cosas, la tarifa del impuesto rebajan-
do los tipos marginales mínimo (del 18 al 15%) y máximo
(del 48 al 45%, al eliminar el último tramo de la tarifa) a la
vez que aumentó el tamaño de los tramos de la tarifa, lo
que afectó, disminuyendo, a la progresividad del tributo,
y elevó el índice de penalización fiscal a un valor de 0,727. 
Pero, para el ejercicio correspondiente al año 2006, al man-
tenerse los parámetros establecidos por la Ley 46/2002,
y deflactar los tramos de la escala de gravamen un 4%, pa-
ra corregir el efecto de la inflación, disminuirá el valor del
índice hasta el 0,685. Esta tendencia decreciente, obser-
vada en los últimos años, quebrará con la reciente Ley, pues
el índice ascenderá hasta 0,718, sin alcanzar el valor de
0,743, máximo del periodo observado .

El análisis de este incremento no deja de ser complejo pues
la nueva Ley altera la estructura del cálculo de la base li-
quidable. No sólo cambia los tipos y los tramos de la es-
cala de gravamen sino también el efecto en la cuota 
íntegra del mínimo personal y familiar que queda sujeto al
tipo marginal más bajo de la tarifa (que a su vez se incre-
menta del 15% al 18%) en lugar de al máximo correspon-
diente a la unidad contributiva, como ocurría anteriormente.
Estos son los principales motivos del aumento de la pena-
lización del/de la segundo/a perceptor/a. Recuérdese que
toda reforma de la escala de gravamen en la que se au-
menten los tipos marginales inferiores afecta a todos los
contribuyentes pero en mayor proporción a aquellos/as
que se sitúan en los primeros tramos de la tarifa que, co-
mo se puso de manifiesto en otros trabajos, son mayorita-
riamente las mujeres (Villota y Ferrari, 2004). De esta
manera, esta nueva Ley representa un retroceso desde el
punto de vista de género, a pesar que el legislador es cons-
ciente de de ello, como se desprende de la Exposición de
Motivos cuyo párrafo se ha comentado previamente.

Para apreciar con más detalle las consecuencias de las mo-
dificaciones comentadas, se puede descomponer, en la ta-
bla 3, el índice en sus dos factores Se (área encerrada por
la curva representativa del exceso de gravamen) y S’2 (área
encerrada por la curva representativa de la cuota deven-
gada por los ingresos del/de la segundo/a perceptor/a).

La información contenida en la tabla 3, permite observar
un crecimiento del área Se, lo que se debe interpretar co-
mo un aumento del exceso de tributación en la nueva Ley,
soportado por el/la segundo/a perceptor/a para rentas
inferiores a 1 APW (19.096,15 €), mientras que el área
S’2 casi permanece invariable, es decir, la tributación efec-
tiva de este/a contribuyente permanece bastante estable
respecto a la situación anterior. Por consiguiente, el valor
del índice aumenta con la nueva normativa.

11
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TABLA 1. 
ÍNDICE DISCRIMINACIÓN FISCAL (1999).

País Índice País Índice
Suecia 0,000 Austria 0,404
Finlandia 0,000 Bélgica 0,428
Reino Unido 0,070 Portugal 0,495
Italia 0,229 Francia 0,540
Dinamarca 0,304 España 0,743
Alemania 0,562 Irlanda 0,878

Fuente: Elaboración propia.

TABLA 2. 
EVOLUCIÓN DEL ÍNDICE DE DISCRIMINACIÓN EN LAS REFORMAS DEL IRPF.

Ejercicio fiscal Índice Ejercicio fiscal Índice

Ley 40/1998 (1999) 0,743 Ley 46/2002 (2006) 0,685

Ley 46/2002 (2003) 0,727 Ley 35/2006 (2007) 0,718

Fuente: Elaboración propia.

TABLA 3. 
EVOLUCIÓN DEL ÍNDICE DE DISCRIMINACIÓN EN LAS REFORMAS DEL IRPF. DETALLE.

Normativa Índice Se S’2 S2 =  Se– S’2
Ley 46/2002 (2006) 0,685 1.586 2.315 729
Ley 35/2006 (2007) 0,718 1.666 2.321 655

Fuente: Elaboración propia.
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Otro factor de gran incidencia en la discriminación de las
mujeres casadas que se incrementa (al hacerlo su cuan-
tía) es la reducción por trabajo. Esta reducción se aplica
a aquellos/as contribuyentes que obtengan rendimien-
tos de trabajo dependiente que, en caso de tributación
familiar se debe aplicar para el conjunto de rendimientos
de trabajo obtenidos por ambos cónyuges, como se des-
prende del artículo 84.1 y 2 de la Ley (idéntico al artículo
86.1 y 2 del Real Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de
marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas):

En la tributación conjunta serán aplicables las reglas ge-
nerales del impuesto sobre determinación de la renta de
los contribuyentes, determinación de las bases imponible
y liquidable y determinación de la deuda tributaria, con las
especialidades que se fijan en los apartados siguientes.

Los importes y límites cuantitativos establecidos a efec-
tos de la tributación individual, se aplicarán en idéntica
cuantía en la tributación conjunta, sin que proceda su ele-
vación o multiplicación en función del número de miem-
bros de la unidad familiar.

El efecto de esta norma sobre el/la segundo/a percep-
tor/a es nefasto al absorber esta reducción (total o par-
cialmente) el/la primer/a perceptor/a pues al acceder al
mercado laboral el /la segundo/a no se le permite re-
ducir de su salario la parte de la misma empleada por su
cónyuge. De esta manera, en la Ley, cuando el/la per-
ceptor/a principal obtenga un salario superior a 13.000 €

(o sea el 68% del APW de 2006) al acceder su cónyuge
al mercado laboral no puede disfrutar de esta reducción,
motivo por el cual aumenta la penalización impositiva ha-
cia el segundo/a perceptor/a. 

LA PENALIZACIÓN FISCAL 
SEGÚN EL TIPO DE FAMILIA

Otro parámetro que colabora fuertemente a la discrimi-
nación del/la segundo/a perceptor/a es la reducción de
la base imponible por importe de 3.400 € cuando se op-
ta por la tributación familiar (artículo 84.2.3º de la Ley),
que podría denominarse “reducción por matrimonio o
convivencia” y que es claramente un reconocimiento a
favor de la familia tradicional, pues las familias monopa-
rentales solo pueden aplicarse 2.150 €.

En el caso del IRPF español, así como en otros impues-
tos personales europeos, el valor del índice de discrimi-
nación fiscal varía con el número de hijos/as, al estar
determinada la cuantificación de la base imponible por la
conjunción de diferentes factores: nivel de renta, edad
del contribuyente, composición familiar, personas de-
pendientes, etc. (Villota y Ferrari 2004) . Los valores12

2

1

obtenidos para una familia con dos hijos/as (con un/a
menor de tres años) figuran en la tabla 4.

Se observa que los valores del índice aumentan con el nú-
mero de hijos/as aunque no en la misma proporción. Es
de destacar la escasa diferencia entre los valores calcula-
dos para la Ley 40/1998 y la Ley 46/2002 cuya razón
se encuentra en el fuerte aumento de los mínimos fami-
liares entre 1999 y 2003. No obstante, es posible apre-
ciar que la legislación del IRPF más discriminatoria es la
que acaba de entrar en vigor en enero de 2007.

LA PENALIZACIÓN FISCAL 
A LAS FAMILIAS MONOPARENTALES
Como es harto conocido, el sistema tributario español, tal
y como se configura en la actualidad, tiene su origen en la
Ley 40/1977, de 14 de noviembre, de Medidas Urgentes
de Reforma Fiscal, con la que arrancó una reforma en pro-
fundidad como nunca había ocurrido en nuestro país. Una
de las primeras figuras impositivas que alumbró la reforma
fue el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas arti-
culado en la Ley 44/1978. En esta norma, se configura el
impuesto como un tributo sintético en el que todas las ren-
tas, independientemente de su origen, quedan gravadas por
la misma escala de gravamen, y familiar, en el que la fami-
lia se considera el centro de imputación de todas las rentas.
La Ley consideraba dos tipos de familia: las biparentales y
las monoparentales, y afirmaba al respecto:

“Constituye la unidad familiar:

Los cónyuges y, si los hubiese, los hijos menores legítimos,
legitimados, naturales reconocidos y los adoptados, estén o
no emancipados, con excepción de los que con el consen-
timiento de los padres vivan independientemente de éstos.

En los casos de nulidad, disolución del matrimonio o se-
paración judicial, el cónyuge y los hijos que, cumplien-
do cualquiera de las condiciones a que se refiere el número
anterior, estén confiados a su cuidado.

El padre o madre solteros y los hijos que reúnan los re-
quisitos a que se refiere el anterior apartado 1) y estén
confiados a su cuidado”.

El tratamiento fiscal de ambas formas de familias era idén-
tico al estar sometidas a la misma escala de gravamen sin
reducción o deducción alguna. Por consiguiente no se
estableció discriminación alguna entre ellas.

Años después, se producirá un punto de inflexión con el
cambio radical en la tributación personal, marcado por la
Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de febrero de
1989. En ella se consideró que varios artículos del enton-
ces vigente IRPF eran inconstitucionales al argumentar que

3

2

1
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la declaración familiar obligatoria se apartaba del espíritu
de la carta Magna. Como consecuencia de ello, se iniciará
un proceso de profunda reforma del Impuesto, cuya re-
dacción definitiva se plasmó en la Ley 18/1991, de 6 de
junio, introduciendo en nuestra legislación fiscal la tribu-
tación opcional, vigente en la actualidad.

La opción ofrecida al contribuyente fue la tributación 
individual o familiar, manteniendo esta última todas las
características de la declaración conjunta anterior: acu-
mulación de rentas, responsabilidad subsidiaria de ambos
cónyuges, etc. Al igual que la misma tipología familiar:

“Constituyen modalidades de unidad familiar, las si-
guientes:
La integrada por los cónyuges no separados legalmente,
y si los hubiere:

Los hijos menores, con excepción de los que, con el con-
sentimiento de los padres, vivan independientes de éstos.

Los hijos mayores de edad incapacitados judicialmente
sujetos a patria potestad prorrogada.

La formada por el padre o la madre y los hijos que reú-
nan los requisitos a que se refiere la regla anterior” .

Para atraer contribuyentes hacia esta forma de declara-
ción, se exigía la aplicación de una escala de gravamen
distinta para cada caso, siendo más reducida la familiar.
Y la tributación seguía siendo la misma para familias mo-
noparentales y biparentales.

El IRPF, regulado por la Ley 18/1991, sufrió pocas al-
teraciones hasta la reforma del impuesto por la Ley
40/1998, de 9 de diciembre, que modelará un tributo
con menores rasgos progresivos al consolidar su carácter
dual (en la que no todas las rentas quedan igualmente su-
jetas a la misma escala de gravamen), transformar las de-
ducciones en cuota en reducciones en base imponible,
reducir los tipos impositivos, en especial los marginales
superiores, etc. Otra novedad a resaltar es el trato discri-
minatorio otorgado, desde entonces, a las familias mo-
noparentales frente a las biparentales.

La gran diferencia con la Ley anterior (18/1991) radica en
que, previamente las familias monoparentales aplicaban, pa-
ra calcular la cuota del impuesto, la misma escala de tributa-
ción conjunta que las unidades familiares biparentales, mientras
que en la Ley 40/1998 el mínimo personal de las monopa-
rentales se reduce a 900.000 pesetas (5.409 €) en lugar de
1.100.000 pesetas (6.611 €) de las biparentales. Este cam-
bio de criterio supone un agravio comparativo para las apro-
ximadamente 285.500 familias monoparentales que declararon
en el año 1996 al no poder seguir gozando por más tiempo
de la misma reducción impositiva que las biparentales.

El gráfico 3, considerando dos niveles de ingresos distintos,
refleja esta penalización. En el ejemplo aquí barajado, se
compara a familias monoparentales y biparentales con un/a
hijo/a menor de tres años y dos niveles salariales distintos
(brutos) de 3,5 y 5 millones de pesetas (21.035 y 30.050 €)
respectivamente, siendo posible apreciar cómo el trato a las
mismas en la Ley 18/1991 es neutral ante cualquier tipo de
familia, mientras que la Ley 40/1998 perjudica claramente
a las encabezadas por un solo progenitor. Si se considera que
disponen de un salario bruto de 3.500.000 pesetas, ambas
familias deberán abonar la misma cantidad (337.376 pese-
tas ), de acuerdo con la normativa de la Ley 19/1991,
manteniendo un trato paritario para un salario de 5.000.000
pesetas pues la cuota líquida es de 817.560 pesetas (primer
y tercer grupo de barras del gráfico); por el contrario, no
ocurre lo mismo con la nueva Ley del IRPF, pues las fami-
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Si para el cálculo del exceso de tributación se tiene en cuenta la compo-
sición familiar el índice vendrá dado por la siguiente expresión:

I = [∫∫ f’2 (y,z) · dx · dz - ∫∫ f2 (y,z) · dx · dz] / ∫∫ f’2 (y,z) · dx · dz

Siendo Y la renta salarial y Z el mínimo familiar. En este caso, la repre-
sentación gráfica es un volumen. En el presente trabajo, el índice corres-
pondiente a matrimonios con dos hijos (uno de ellos menor de tres años)
viene representado por el área definida por la intersección del volumen I
(definido por la expresión anterior) y el plano Z = mínimo familiar.

Ley 18/1991, de 6 de junio, del IRPF, artículo 87.

Se considera que tienen derecho a la deducción de 25.000 pesetas por
gastos de guardería.
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GRÁFICO 3. 
DISCRIMINACIÓN DE LAS FAMILIAS MONOPARENTALES EN LA LEY 40/98. 
Para salarios de 3 y 5 millones de pesetas.
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TABLA 4. 
ÍNDICE DE DISCRIMINACIÓN FISCAL SEGÚN LA COMPOSICIÓN FAMILIAR.

Normativa 0 hijos/as 2 hijos/as
Ley 40/1998 (1999) 0,743 0,815
Ley 46/2002 (2003) 0,727 0,816
Ley 46/2002 (2006) 0,685 0,780
Ley 35/2006 (2007) 0,718 0,836

Fuente: Elaboración propia.
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lias monoparentales quedan sujetas a un mayor gravamen
que las familias biparentales: 14% y 8% para salarios de
3.500.000 y 5.000.000 de pesetas respectivamente.

El gráfico 3, permite observar no sólo una discriminación
hacia las familias monoparentales en la Ley 40/1998 sino
también una pérdida real de capacidad adquisitiva, conse-
cuencia de un mayor gravamen, en las familias monopa-
rentales con salarios iguales o inferiores a 3.500.000 pesetas.
Pues, el establecimiento de unos mínimos personales y fa-
miliares (de efecto similar al tramo exento de la tarifa de
la Ley 18/1991: primeras 467.000 pesetas y 901.000 pe-
setas en la tributación individual y conjunta), junto con la
transformación de las deducciones personales y familiares
de la cuota en reducciones de la base y pérdida de otras,
da como resultado que el nuevo impuesto perjudique a
un conjunto importante de contribuyentes: los padres y
madres solteros/as, viudos/as o divorciados/as con un/a
hijo/a a cargo, menor de tres años, que trabajen fuera del
hogar y que obtengan unas remuneraciones por trabajo
personal entre 2.750.000 pesetas y 3.500.000 pesetas. Es-
tas características parecen encontrarse en unas diez mil fa-
milias, situadas en los tramos más bajos del impuesto. 

Este efecto perjudicial sobre las familias monoparentales
con un/a hijo/a se origina también como consecuencia
de la sustitución de la deducción anterior en cuota “por
el cuidado de niños” por otra reducción en base por “ca-
da descendiente a cargo menor de 3 años”, poniéndose
de manifiesto con ello, una vez más, que las deducciones
en cuota benefician en mayor medida a los contribuyen-
tes de rentas bajas al tratarse de cuantías fijas e indepen-
dientes del nivel de ingresos, mientras que las reducciones
de la base benefician a quienes detentas mayores ingresos.

Los gráficos 4 y 5, muestran la pérdida de ingresos sufri-
da este colectivo de contribuyentes. El primero explicita
que en los tramos inferiores del impuesto existen niveles
salariales para los que la combinación del trato discrimi-
natorio hacia las familias monoparentales, la sustitución
de la deducción por hijo/a en la cuota por otra en la ba-
se del tributo y la pérdida de la deducción por guardería
no se compensan por la disminución de la tarifa, el esta-
blecimiento del mínimo personal (900.000 pesetas en el
presente caso que, además, es ligeramente inferior al mí-
nimo de la escala conjunta de la Ley 18/1991 de 901.000
pesetas, aplicable en el año 1998) y familiar. Esta pérdida
la van a sufrir en mayor medida las familias monoparen-
tales en las que el ingreso procede de actividades profe-
sionales y empresariales , como representa el segundo
gráfico. Para estos/as contribuyentes la reforma aumen-
tó su tributación en una cuantía considerable que, en oca-
siones, se tradujo en un aumento del 145%.

Esta distorsión impositiva fue corregida cuatro años des-
pués en la Ley 46/2002, de 18 de diciembre, de refor-
ma parcial del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas, aunque mantuvo la discriminación de las familias
monoparentales frente a las biparentales.

15

La reciente reforma del IRPF por la Ley 35/2006, de 28
de noviembre, no ha supuesto grandes cambios en la evo-
lución seguida durante los últimos años por el impuesto
personal pues mantiene su carácter dual, reduce los tipos
marginales superiores y mantiene la discriminación de las
familias monoparentales, por el efecto de la reducción fi-
jada por tipo de familia, recogida en el artículo 84.2 que
dice textualmente:

“En la primera de las modalidades de unidad familiar del
artículo 82 de esta ley (familia biparental), la base impo-
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GRÁFICO 5. 
COMPARACIÓN ENTRE LA LEY 18/1991 Y LA LEY 40/1998. 
Profesionales/empresarios solteros con 1 hijo menor de 3 años.
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GRÁFICO 4. 
COMPARACIÓN ENTRE LA LEY 18/1991 Y LA LEY 40/1998. 
Trabajadores solteros con 1 hijo menor de 3 años.
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este cambio, el efecto de este beneficio fiscal (por tipo de
familia) aumenta con la renta, de acuerdo con el tipo mar-
ginal máximo de la unidad familiar contributiva.

Por tanto, el nuevo IRPF mantiene la discriminación su-
frida por las familias monoparentales en comparación con
las biparentales, como muestran la tabla 5 y el gráfico 6.

Se recuerda, que en el nuevo texto legislativo, los res-
tantes beneficios fiscales para adecuar el impuesto a las
circunstancias personales y familiares del contribuyente
(mínimos personales, familiares, ascendientes y descen-
dientes, discapacidad, etc.), vienen a resultar equivalen-
tes a deducciones de la cuota íntegra, dado que en la
mecánica de liquidación del tributo, se les debe aplicar el
tipo mínimo de la escala de gravamen y, por tanto, estos
beneficios o gastos fiscales resultan independientes del
nivel de renta del contribuyente .

CONCLUSIONES
La Comisión Europea desde hace años ha venido seña-
lando como uno de sus objetivos prioritarios la “indivi-
dualización de los derechos sociales y fiscales” para
permitir a hombres y mujeres actuar como sujetos inde-
pendientes a la hora de buscar empleo y compaginar la
vida laboral y familiar y evitar así un trato discriminato-
rio por razón de sexo. El sistema fiscal constituye una ba-
rrera para lograr esta igualdad de trato y ha instado a los
países miembros a reformar sus sistemas fiscales en aras a
implantar un impuesto personal individual.

La aplicación del “Índice de discriminación fiscal” reve-
la que el IRPF español es uno de los tributos que discri-
mina más en contra del/de la segundo/a perceptor/a de
rentas de la familia (que estadísticamente es la mujer) en
los sistemas fiscales imperantes en la actualidad en la Unión
Europea (EU-15), consecuencia de la tributación fami-
liar con acumulación de rentas opcional. Únicamente Ir-
landa, con un sistema similar, presenta un índice superior.

Las reformas del IRPF en nuestro país se han realizado
de espaldas a la recomendación de la Comisión Europea
y han ignorado la perspectiva de género en sus modifi-
caciones. No obstante la discriminación del IRPF hacia
las mujeres casadas ha ido disminuyendo en los últimos
años, tendencia que se romperá con la aprobación de la
nueva por las Cortes que mantiene, e incluso agudiza,
todos aquellos efectos negativos existentes en la legisla-
ción anterior, perdiendo una ocasión de oro para mo-
dernizar nuestro sistema fiscal e impulsar la conciliación
real de la vida familiar y laboral de las mujeres casadas.

Tanto desde el punto de vista teórico como práctico los
dos inconvenientes apuntados deben de solucionarse en
la dirección de mejorar el proceso de individualización
del impuesto mediante la supresión de la declaración con-
junta opcional y la paridad de trato de las familias mo-
noparentales y las biparentales.
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nible, con carácter previo a las reducciones […], se re-
ducirá en 3.400 € anuales […].

En la segunda de las modalidades de unidad familiar del
artículo 82 de esta ley (familia monoparental), la base im-
ponible, con carácter previo a las reducciones […], se re-
ducirá en 2.150 € anuales […]”.

La reducción por tipo de familia no forma parte de los
mínimos exentos, que no disminuyen, como lo hacían an-
teriormente, la base imponible. Como consecuencia de

4º

El término “empresario” resulta en muchas ocasiones equívoco en es-
pecial en los niveles de ingresos a los que nos referimos. Fiscalmente, ba-
jo esta denominación se encuentran cientos de miles de trabajadores
autónomos.

Artículo 63. Escala general del Impuesto.

1. La parte de la base liquidable general que exceda del importe del mí-
nimo personal y familiar a que se refiere el artículo 56 de esta Ley se-
rá gravada de la siguiente forma:

1.º A la base liquidable general se le aplicarán los tipos que se indi-
can en la siguiente escala:

2.º La cuantía resultante se minorará en el importe derivado de apli-
car a la parte de la base liquidable general correspondiente al mí-
nimo personal y familiar, la escala prevista en el número 1.º
anterior.
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TABLA 5. 
IMPORTE DEL IRPF PAGADO POR LAS FAMILIAS MONOPARENTALES Y BIPARENTALES
CON 1 HIJO/A MENOR DE 3 AÑOS PARA DISTINTOS NIVELES DE INGRESOS.
Cifras en euros.

Ingresos brutos 24.000 36.000 48.000 60.000 72.000 78.000
Monoparental 0 2.719,60 5.999,66 10.377,07 15.015,34 17.595,34
Biparental 0 2.369,60 5.649,66 9.914,57 14.477,84 17.057,84

Fuente: Elaboración propia.
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GRÁFICO 6. 
DISCRIMINACIÓN DE LAS FAMILIAS MONOPARENTALES 
COMO IMPORTE DEL IRPF PAGADO.
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Base liquidable Cuota íntegra Resto base liquidable Tipo aplicable
(Hasta €) (€) (Hasta €) (%)
0 0 17.360 15,66
17.360 2.718,58 15.000 18,27
32.360 5.459,08 20.000 24,14
52.360 10.287,08 En adelante 27,13
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Laa  ppeennssiióónn  
ddee  vviiuuddeeddaadd  

yy  oorrffaannddaadd::  
uunnaa  rreeaalliiddaadd  
ppeennddiieennttee  

ddee  ccaammbbiioo
Esta Asociación, sita en Fraga, capital de la
comarca del Bajo Cinca (Huesca), se ha crea-
do en defensa de los intereses de las personas
viudas, con el objeto de reivindicar la mejora
del sistema de pensiones de viudedad y or-
fandad, así como para dar a conocer su pro-
blemática a toda la sociedad.

Del análisis de los datos del II Trimestre de
2006 (últimos datos publicados), se puede
deducir esta afirmación: Del total de las mu-
jeres de veinticinco a veintinueve años, se en-
cuentran ocupadas el 70,03%, mientras que
en la franja de cincuenta a cincuenta y nueve
baja hasta un 43,26% del total. Fuente: En-
cuesta de Población Activa, INE. 

A 1 de febrero de 2007 el número de benefi-
ciarios varones de pensiones de viudedad era
de 149.043, mientras que el número de mu-
jeres protegidas era 2.064.129. Fuente: INSS. 

En 2004, los ingresos medios de las mujeres
eran 14.691,84 € y los de los hombres
20.587 €. Fuente: INE.

De un total de de 3.266.857 jóvenes entre
veinticinco y veintinueve años, únicamente vi-
vían solos 314.129 (alrededor de un 10%).
Fuente: Censo de Población y Vivienda 2001.

Y quizás también la comodidad y la satisfac-
ción con esta situación. Vid. ROIGÉ VEN-
TURA, X., “¿Tanto está cambiando la familia?
Transformaciones y continuidades en el pa-
rentesco” en Revista de Occidente, nº199/
1997. págs. 100 y 101. 

No hay que olvidar que la pobreza está femi-
nizada, es decir, las mujeres en general reci-
ben menos ingresos, y en especial el colectivo
de las viudas es el más afectado por la penu-
ria económica. Vid. BAZO, Mª T, Los mayo-
res en Europa, Caja Madrid. pág. 26.

BO de las Cortes Generales del Congreso de
los Diputados núm. 126-I de 23 de febrero
de 2007.
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En este trabajo se pretende poner
en evidencia las carencias principales
que presenta un colectivo concreto
de ciudadanos: los viudos y huérfa-
nos, cuyas condiciones de vida han
variado por un factor ajeno a sus pro-
pias decisiones, esto es, por el falle-
cimiento de uno de los miembros
sustentadores del hogar al que per-
tenecen. Se va a partir del análisis de
las necesidades fundamentales de es-
tos colectivos, para posteriormente
apuntar los cambios concretos que
desde la Asociación de Viudos/as del
Bajo Cinca , se están reivindicando
para las pensiones de viudedad y or-
fandad. Estas peticiones en muchas
ocasiones, además de venir avaladas
por la realidad de las situaciones de
desigualdad que soportan, se ci-
mientan en la propia inconstitucio-
nalidad de los preceptos que regulan
las prestaciones, los cuales vulneran
tanto el principio de igualdad como
el de protección a la familia. 

I. LA REALIDAD SOCIOLÓGICA
Comenzando por el colectivo de los
viudos, existen grandes contrastes en-
tre las distintas generaciones. No se
puede olvidar que en los últimos años
se ha producido en España la inserción
masiva de las mujeres en el mundo la-
boral. Esta realidad es más evidente
respecto a las menores de cincuenta
años . Así, hay que diferenciar dos
grupos: por un lado, el de las mujeres
con edad inferior a la señalada que sue-
len contar con un medio de vida pro-
pio y, por otro, el de las viudas más
mayores, quienes normalmente han vi-
vido a expensas de su cónyuge. 

Es obvio que en principio las mujeres
más mayores, las cuales generalmente
no han trabajado fuera de casa, son las
que precisan una renta que sustituya a
la que han perdido al fallecer su cón-
yuge. No obstante, hay que tener en
cuenta que las menores de cincuenta
años cuando tienen hijos a su cargo,
sufrirán también una importante pér-
dida, dado que tendrán que afrontar
idénticos gastos, que con anterioridad
se financiaban con dos salarios, lo que

2
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obviamente conduce a un empobreci-
miento seguro con el transcurso de los
años.

Además, no hay que perder de vista
que existen grandes diferencias entre
las condiciones sociales y económicas
de los viudos y viudas. En general, los
viudos mayores de cincuenta años ni
siquiera acceden a pensión de viude-
dad, ya que raramente su esposa la cau-
sa, puesto que en la mayoría de los
supuestos no han desempeñado un
puesto de trabajo que, consecuente-
mente, haya dado lugar a cotizaciones
en el sistema de la Seguridad Social . 

Ya en la franja de los varones casados
con mujeres menores de cincuenta
años, también varían las circunstancias.
Los hombres suelen tener salarios más
altos , con lo que pueden general-
mente asumir con más facilidad la 
pérdida económica que supone el fa-
llecimiento de su mujer. En otro or-
den de cosas, sí es verdad que, debido
al reparto de roles en las tareas del ho-
gar, es posible que tengan que en-
frentarse a otros problemas distintos
como el mantenimiento de la casa y
los hijos que les provocarán nuevos
gastos. No obstante, no hay que per-
der de vista que en esta franja de los
viudos menores de cincuenta años los
problemas de mujeres y hombre se
acercan cada vez más.

Si respecto a los viudos las condicio-
nes sociales han evolucionado de for-
ma importante en los últimos años,
más aún lo han hecho las circunstan-
cias sociales de los huérfanos. Se ha
producido un importante cambio en
el concepto de la dependencia, alar-
gándose sensiblemente el tiempo de
duración de la convivencia con los pa-
dres . 

No es posible continuar utilizando la
misma división de las etapas de la vi-
da, ya que sus características sociales
se han transformado progresivamen-
te. En este sentido, es complicado es-
tablecer cuando un joven se convierte
en adulto de acuerdo con la evolución
social experimentada en los últimos
años. En la actualidad se retrasa cada
vez más el momento de salida de la ca-
sa de los progenitores. Entre los fac-
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tores que influyen en esta realidad se
encuentra el alargamiento del tiempo
de duración media de los estudios, la
difícil inserción en el mercado de tra-
bajo, los contratos temporales, los sa-
larios bajos que afectan a los más
jóvenes y la dificultad en el acceso a la
primera vivienda . Con lo que si bien
se alcanza la mayoría de edad legal a
los dieciocho años, sin embargo, la in-
dependencia económica se obtiene
mucho más tarde. Los hijos suelen
continuar normalmente dependiendo
de sus progenitores hasta edades cer-
canas a los veintiséis años. De esta for-
ma, hay razones para defender que
sería importante que la protección so-
cial tenga en cuenta las circunstancias
señaladas y adapte sus normas a estas
premisas. 

II. UN APUNTE SOMERO SOBRE
LA PRÓXIMA REFORMA DE
LAS PRESTACIONES

La Exposición de Motivos de la re-
ciente Ley Orgánica para la Igualdad
Efectiva de Mujeres y Hombres (LO
3/2007, de 22 de marzo) menciona
expresamente la desigualdad inserta en
las pensiones de viudedad junto a otros
importantes asuntos como la violen-
cia de género, la discriminación sala-
rial femenina, etc. . Acto seguido, se
defiende la necesaria eliminación de
todas estas manifestaciones a través de
la legislación. No obstante, después de
esta declaración, se echa de menos los
cambios concretos tendentes a sol-
ventar la situación planteada, que se
espera sean introducidos próxima-
mente.

Recientemente se ha firmado un Acuer-
do sobre Medidas en materia de Segu-
ridad Social en fecha 13 de julio de
2006 donde se han anunciado impor-
tantes reformas en esta materia, y en
especial en las pensiones de muerte y
supervivencia. La mayor parte de estas
cuestiones serán incluidas en una pró-
xima reforma de la LGSS, que se re-
coge en el Proyecto de Ley de Medidas
en Materia de Seguridad Social . Sin
embargo, se entiende que estas modi-
ficaciones no son suficientes y que aún
es preciso introducir importantes cam-
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incluidas en próximas modificaciones.
En concreto, se trata de las siguientes
demandas: 

La mejora de los requisitos para acce-
der a la pensión de orfandad.

La modificación del tratamiento fiscal
de la pensión de viudedad. 

El incremento de la cuantía mínima de
esta última hasta el Salario Mínimo In-
terprofesional (en adelante, SMI). 

El reconocimiento del carácter de nu-
merosas a las familias encabezadas por
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Se demandan dos años de matrimonio en el
momento de la defunción (o cinco años pre-
vios de convivencia) o hijos comunes con de-
recho a pensión de orfandad. 

Para el supuesto en que el cónyuge no cumpla
los requisitos de duración de la relación, po-
drá acceder a una prestación temporal. Su du-
ración será igual al tiempo durante el cual se
hubiese mantenido la convivencia con el cau-
sante.

En esta línea, por ejemplo, en Holanda se
pierde el derecho a los sesenta y cinco años,
pero se sustituye por la pensión de jubilación
propia. 

A 1 de noviembre de 2006, 730.418 pensio-
nes de viudedad son completadas por míni-
mos de un total de 2.207.777. Fuente: INSS.

En las circunstancias mencionadas se ha incre-
mentado el importe en más de 60 €. 

Incluso respecto de las pensiones de viudedad
de los más mayores se puede alegar que tam-
bién se vulnera el artículo 50 de la Constitu-
ción Española, dado que en este precepto se
proclama también que los poderes públicos
deberán garantizar la suficiencia económica de
este colectivo. 

BLÁZQUEZ AGUDO, E. M., Las prestacio-
nes familiares en el sistema de la Seguridad So-
cial, BOE, 2005. págs. 133 y ss.

Sobre los efectos de esta cuestión se puede
consultar, BLÁZQUEZ AGUDO, E. M.,
“Sobre la discutida tendencia a la asistenciali-
dad de la pensión de viudedad”, Tribuna So-
cial, núm. 174 (2005). págs. 15 y ss.
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bios en la legislación reguladora de las
pensiones de viudedad y orfandad co-
mo se pondrá de manifiesto en el tra-
bajo que ahora se presenta. 

La modificación más importante en la
pensión de viudedad afecta a su ámbi-
to subjetivo. En concreto, se extiende
la protección a las parejas de hecho.
Dicho de otra manera, ya no será 
obligatorio el vínculo matrimonial pa-
ra acceder al beneficio. Además, se in-
troducen nuevos condicionantes para
los casados cuando el fallecimiento se
produzca debido a una enfermedad
común . Parece que esta reforma se
basa en evitar el fraude, que se produ-
ciría si alguien que conoce que su fa-
llecimiento esta próximo, contrae
matrimonio con otra persona para que
ésta pueda beneficiarse de la viudedad,
puesto que sólo se demanda esta con-
dición en el supuesto de que la muer-
te tenga su origen en enfermedad
común (quizás porque es el único ca-
so en el que se puede prever el óbi-
to) .

Además, con la nueva reforma se cam-
bia el modo de repartir la pensión de
viudedad entre varios beneficiarios. Se
va a garantizar al último cónyuge o
conviviente al menos el 50% de la pres-
tación, puesto que en principio se in-
terpreta que es a éste a quien más
afecta económicamente el fallecimien-
to. En todo caso, sólo se concederá un
porcentaje del beneficio a los ex cón-
yuges que tengan reconocida pensión
alimenticia a cargo del causante (o in-
demnización en el supuesto de nuli-
dad), de esta forma sólo se beneficiará
a quien realmente ve disminuida su ca-
pacidad económica. 

Esta última reforma merece una críti-
ca positiva en cuanto a que sólo se va
a proteger a los excónyuges que real-
mente precisen la atención, puesto que
a través de esta nueva condición se
obliga a acreditar el verdadero estado
de necesidad. Así, únicamente quienes
dependan económicamente del cau-
sante, van a acceder al beneficio. Sin
embargo, la concesión del 50 % de la
pensión al cónyuge actual no se con-
sidera tan adecuada, dado que es po-
sible que beneficiarios que han estado
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casados con el causante durante la ma-
yor parte de su vida, accedan en pro-
porción a una pequeña parte de la
ayuda, por el hecho de haber roto su
vínculo en los últimos tiempos. 

Por último, parece fundamental hacer
una mención al anuncio en el Acuer-
do de 13 de julio de 2006 de una pre-
ocupante modificación, que no ha sido
recogida en la próxima reforma de la
Ley General de la Seguridad Social,
pero que, en su momento, puede mar-
car un profundo cambio en la con-
cepción de la pensión de viudedad. Se
señala que es preciso establecer un
punto de inflexión respecto a los na-
cidos con posterioridad al año 1967
(esto es, los ciudadanos que tienen
ahora menos de cuarenta años). Ya en
el Pacto de Toledo se mencionaba la
necesidad de una reformulación de es-
ta prestación con el objeto de adap-
tarla a las nuevas pautas de vida. Es
decir, la incorporación masiva de la
mujer al mundo laboral, que conlleva
su independencia económica respecto
a su cónyuge. 

No queda clara la línea de actuación
que se reflejará en próximas modifica-
ciones. El interrogante más alarman-
te pasa por determinar si el anuncio
significa la desaparición de la protec-
ción para el colectivo señalado. En
cualquier caso, es esperable que este
cambio se haga muy paulatinamente,
ya que puede traer graves problemas
de reivindicaciones sociales. Los sin-
dicatos han apuntado al respecto que
si finalmente se lleva a cabo esta re-
forma, será preciso determinar perío-
dos transitorios amplios, así como
mejorar el reconocimiento de derechos
propios a las mujeres . En cualquier
caso, de acuerdo con la necesaria pro-
tección de todos los hijos en iguales
condiciones, se entiende que, al me-
nos, se debería respetar la concesión
de la pensión de viudedad a los viudos
con hijos a cargo. En todo caso, habrá
que confiar en las próximas reformas. 

Sin embargo, las reformas anunciadas
sobre la pensión de viudedad no pa-
recen suficientes, por lo que desde es-
te trabajo se quieren plantear otras
necesidades que asimismo deberían ser

11
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un viudo con independencia del nú-
mero de hijos que la compongan, con
lo que se estará facilitando el acceso a
ciertos servicios que, en caso contra-
rio, provocan un desembolso eco-
nómico nada desdeñable. 

III. LAS CARENCIAS COMUNES
DE LAS PENSIONES DE
MUERTE Y SUPERVIVENCIA

El importe insuficiente 
de las pensiones 

Las cuantías de las pensiones de viu-
dedad y orfandad no se adecuan a las
necesidades económicas actuales. Es-
ta afirmación viene avalada por el exa-
men de los complementos mínimos,
que se aplican a dichas prestaciones.
Como bien se conoce, para garantizar
que todos los pensionistas cuenten con
unos ingresos mínimos, se concede a
los beneficiarios, cuya protección sea
inferior a la cantidad determinada le-
galmente, un complemento económi-
co hasta dicho importe.

No obstante, no es bastante con reci-
bir una pensión en cuantía menor a la
señalada legalmente para acceder al
complemento por mínimos, sino que
además se exige la carencia de ingre-
sos suficientes. Por lo tanto, no todos
los que reciben un beneficio con un
importe inferior al establecido como
mínimo van a recibir el mencionado
suplemento. Así, al ya bajo valor de la
prestación, se une el hecho de que
quien rebase el límite económico se-
ñalado por la Ley de Presupuestos de
cada ejercicio, tampoco podrá acceder
al complemento. Y como es fácilmen-
te deducible no se puede predicar que
quien supere este paupérrimo valor,
tenga medios adecuados para sobrevi-
vir con dignidad. 

Aún con estas limitaciones, no se está
describiendo una situación sin impor-
tancia, sino que muy al contrario el co-
lectivo afectado por este suplemento
es muy amplio. En concreto, un 35%
de las pensiones de viudedad son com-
pletadas , de modo que el análisis de
la suficiencia en esta línea afecta a un
importante grupo de pensionistas (en
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el supuesto de que se pueda conside-
rar como adecuada las cantidades es-
tablecidas como pensiones mínimas).

Se anunció en el Acuerdo sobre Me-
didas en materia de Seguridad Social
de 13 de julio de 2006 una mejora en
la pensión mínima de orfandad, así co-
mo la igualación de la pensión míni-
ma de los viudos con cargas familiares
y discapacitados en más de un 65% a
la señalada para los beneficiarios ma-
yores de sesenta y cinco años. Esta re-
forma se ha recogido en la Ley de
Presupuestos para 2007 . También
se han producido modificaciones eco-
nómicas respecto a la pensión de or-
fandad. Sin embargo, los incrementos
determinados no han conseguido con-
vertir a las prestaciones en suficientes. 

No se debe ignorar que la actualidad
el SMI está en 570 e y las pensiones
mínimas señaladas no se acercan a es-
te límite y esto dejando a un lado el
hecho de que esta cuantía obviamen-
te no es suficiente para sobrevivir dig-
namente. Por lo tanto, se puede
mantener que con esta protección no
se está cumpliendo el mandato cons-
titucional recogido en el artículo 41
de la Constitución Española donde se
señala que los poderes públicos debe-
rán garantizar a todos los ciudadanos
pensiones suficientes, puesto que con
las cuantías actuales no se asegura el
mantenimiento de un nivel mínimo de
vida .

Dadas estas circunstancias, se deman-
da que las pensiones mínimas de viu-
dedad al menos se asimilen a la cuantía
del SMI, dado que es este importe 
el que se señala como de mínimo de
subsistencia. En caso contrario, no se
estará garantizando la supervivencia
económica de los viudos y, por lo tan-
to, no se podrá mantener el cum-
plimiento del principio de suficiencia
proclamado por la Constitución . 

El importe máximo de 
la cuantía de las pensiones 
de viudedad y orfandad: 
el 100% de base reguladora

El artículo 179.4 de la LGSS estable-
ce que el importe máximo de la suma
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de las pensiones de orfandad y viude-
dad causadas por el mismo sujeto es el
100% de la Base Reguladora corres-
pondiente de acuerdo con la lógica
contributiva que preside estas presta-
ciones. Dicho en otros términos, de
acuerdo con la cuantía que ha cotiza-
do el causante, se determinará pro-
porcionalmente el importe de la
protección concedida a sus beneficia-
rios. De esta forma, las familias con
más de tres hijos a cargo verán limita-
dos sus derechos: Si al 52% de la Base
Reguladora de la pensión de viudedad
se suma el 60% de la orfandad (20%
por cada uno de los tres hijos), el to-
tal será de 112%, de modo que como
no se puede percibir más del 100%, se
reducirán los beneficios en un 12%.
Como es fácil deducir peor será aún la
pérdida cuando el causante deje ma-
yor número de huérfanos, dado que
la disminución de las pensiones será
superior. 

El problema se agrava cuando la pen-
sión de viudedad se incrementa hasta
el 70% de la base reguladora por el he-
cho de tener responsabilidades fami-
liares y carecer de rentas suficientes.
En este supuesto a los huérfanos sólo
les queda para repartir el 30% de la ba-
se reguladora. Por lo tanto en el úni-
co caso en que no verán recortado su
derecho será cuando únicamente se
cause una pensión de orfandad. En de-
finitiva, la reforma que beneficiaba a
los viudos con cargas familiares y ba-
jos ingresos, elevando su pensión has-
ta el 70%, dejará de ser efectiva, si hay
más de dos hijos viviendo a expensas,
puesto que el importe total a percibir
siempre será limitado, cuando real-
mente existen importantes cargas fa-
miliares y dificultades demostradas para
asumirlas . 

Esta cuestión se ha tenido en cuenta
en la reforma anunciada y se va a su-
primir parte del límite del 100% de la
Base Reguladora cuando el importe de
la pensión de viudedad sea un 70%. De
esta manera, la modificación a favor de
los viudos con responsabilidades fa-
miliares por fin alcanzará parte de los
efectos buscados. Es decir, consegui-
rá mejorar el auxilio a todos los viudos
con hijos con graves problemas eco-

16

59



D E R E C H O E S P A Ñ O L

nómicos. Aunque esta medida debe
calificarse obviamente como positiva,
no obstante, la limitación no se ha eli-
minado totalmente, sino que se ha
propuesto ampliar el importe de la
protección hasta un 118% (en concre-
to, la norma señala que los huérfanos
podrán repartirse el 48%). Si bien es
verdad que se aporta la posibilidad de
repartir un 18% más, sin embargo, la
disminución de la cuantía de las pen-
siones aún será importante cuando el
número de huérfanos sea elevado.

Por otro lado, la regla anunciada no
se va a aplicar para el supuesto general,
es decir, cuando el viudo accede al 52%
de la Base Reguladora correspondien-
te. Con esto se está perpetuando la
desprotección que se provoca en las
familias con más de tres hijos, dado
que aunque sus ingresos sean supe-
riores a la paupérrima limitación de-
terminada para acceder al 70 %, esto
no significa que se tengan rentas sufi-
cientes para poder sobrevivir con dig-
nidad. En definitiva, sería deseable que
la modificación anunciada se extienda
al menos a todos los supuestos con el
objeto de contribuir a la suficiencia de
estos beneficios.

IV. LA PENALIZACIÓN TRIBUTARIA
DE LA PENSIÓN DE VIUDEDAD

A las ya exiguas cuantías de las pensio-
nes de viudedad y a la singular situa-
ción económica del núcleo familiar del
viudo, que ha perdido los ingresos de
su cónyuge y tiene que asumir sólo los
mismos gastos, hay que añadir la pe-
nalización tributaria que sufre la pres-
tación referida. De este modo no se
percibe el importe integro del benefi-
cio, sino que éste tiene que someterse
posteriormente a imposición, perdien-
do de nuevo capacidad económica.

La cuantía de la pensión de viudedad
se valora como renta de trabajo en el
artículo 17 de la Ley 35/2006, de 28
de noviembre, de modificación del
IRPF (desde ahora LIRPF). Dado que
es compatible con el desarrollo de ac-
tividad laboral o con la percepción de
otra prestación, la cantidad otorgada
se sumará a los ingresos obtenidos por
estos conceptos. Dicha acumulación

de rentas, sujetas a gravamen, provo-
ca el incremento del tipo impositivo
aplicable y, consecuentemente, la cuo-
ta a abonar. Por lo tanto, en muchas
ocasiones, al ínfimo importe de la viu-
dedad hay que restar la cantidad a pa-
gar en concepto de tributo. 

No obstante, en la LIRPF se declaran
como rentas exentas a ciertas presta-
ciones de la Seguridad Social: en con-
creto, a la incapacidad permanente en
sus dos grados más graves (la incapa-
cidad permanente absoluta y la gran
invalidez) y a todas las denominadas
como familiares. Pero, además, se in-
cluyen como tales al auxilio por de-
función, ala pensión de orfandad y a
la concedida en favor de familiares,
siempre que los beneficiarios sean 
menores de veintidós años o incapaci-
tados, a los efectos de recibir un tra-
tamiento similar a la anterior. Incluso
se incorpora a este grupo la pensión
de viudedad cuando el origen del fa-
llecimiento del causante se encuentra
en un acto de terrorismo.

Así, se incluyen como rentas exentas a
todas las prestaciones familiares a ex-
cepción de la pensión de viudedad. No
se comprende bien la razón de esta op-
ción. La pensión de orfandad, exclui-
da desde la reforma del IRPF de 2002,
comparte con la viudedad su inclusión
en un mismo grupo a los efectos de la
Seguridad Social: entre otras cuestio-
nes, se regulan de acuerdo con una
misma lógica contributiva; se entien-
de que comparten idéntica naturaleza
jurídica en cuanto a que ambas tienen
carácter de renta de sustitución, según
ha declarado el Acuerdo de Julio de
2006; se calcula su cuantía a partir de
igual base reguladora; y se le aplica un
límite económico conjunto en cuanto
que el total de ambas pensiones no
puede ser superior al 100% de la Base
Reguladora del causante. Sin embar-
go, ambos beneficios se separan en el
ámbito fiscal, sin causa aparente.

Pero, la aplicación de un trato desigual
en el IRPF no lo reciben sólo los viu-
dos en relación a los huérfanos, sino
también las unidades familiares que
conforman en comparación con otras
familias que tengan dos entradas eco-

nómicas. Mientras los viudos tienen
obligación de realizar una declaración
conjunta con los dos ingresos recibi-
dos (salario o pensión de incapacidad
- jubilación/ prestación de viudedad),
en el otro supuesto los dos sustenta-
dores principales del hogar pueden
presentar declaración separada, que
siempre es más ventajosa fiscalmente
cuando ambos aportan rentas de tra-
bajo. Por lo tanto, una familia enca-
bezada por un viudo, que reciba como
suma de la pensión de viudedad y otra
renta calificada como de trabajo una
cuantía exacta a la percibida por otro
grupo familiar con dos ingresos, una
vez aplicada la tributación, dispondrá
de un importe menor para asumir sus
gastos. 

Esta situación no se puede más que ca-
lificarse de vulneradora del principio
de igualdad. El artículo 31 de la Cons-
titución Española destaca la necesaria
contribución de todos los ciudadanos
de acuerdo con su capacidad econó-
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BARREIRO GONZÁLEZ, G. y MARTÍNEZ
BARROSO, Mª R., “La reforma de la pensión
de viudedad. A propósito del acuerdo sobre
medidas en materia de Seguridad Social, de 13
de julio de 2006 y otros temas pendientes”,
Social. Mes a Mes, núm. 125 (2007). pág. 49.

“El principio de igualdad ha de inspirar el 
sistema impositivo en conexión con la capaci-
dad económica”. Vid. ALBIÑANA GARCÍA-
QUINTANA, C., “Artículo 31. El gasto 
público” en AA.VV., Comentario a la Consti-
tución Española de 1978, Editoriales de Dere-
cho Reunidos. 

En este sentido, STC 45/1989, de 20 de fe-
brero. 

MARTÍN DELGADO, “Los principios de ca-
pacidad económica y de igualdad en la Cons-
titución española de 1978”, Hacienda Pública
Española, núm. 60 (1979). pág. 79. 

NAVARRO ROLDÁN, R., Pensión de super-
vivencia: presente y futuro de la pensión de viu-
dedad, La Ley, 2006. págs. 296 y 297. 

Convergencia i Unió presentó una enmienda
al proyecto de Ley sobre IRPF indicando que
el límite de rentas podía establecerse en
22.000 €. Otro ejemplo es el holandés, don-
de queda exenta la pensión de viudedad hasta
una cuantía equivalente al 50% SMI (equiva-
lente actualmente a 1.300 €). 
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mica mediante un sistema tributario
basado en el principio de igualdad y
progresividad. Respecto a la primera
premisa, se está tratando de una for-
ma desigual a las personas viudas fren-
te a las casadas o solteras sin causa
alguna que lo justifique . Por lo tan-
to, además del precepto mencionado,
se está vulnerando el artículo 14 del
mismo cuerpo normativo, dado que
existe una discriminación por razón de
una circunstancia personal . No exis-
te justificación alguna para que la car-
ga tributaria de un viudo sea superior
a la de otros sujetos por el hecho de
una situación sin ninguna relación con
la tributación, como es haber perdido
a su cónyuge. Se entiende que cada
uno debe aportar según su capacidad
económica, con independencia de
otros factores. 

Respecto a la progresividad de la car-
ga tributaria, parece preciso que se re-
lacione directamente con el incremento
de la cuantía total de los ingresos y no
con otras condiciones externas a estas
premisas como ocurre en esta situa-
ción . Si una familia está compuesta
por el mismo número de miembros y
tienen idénticos ingresos, deben tri-
butar de forma similar . Es más en el
supuesto analizado sería aceptable que
fuese la familia encabezada por un viu-
do la que recibiese un trato favorable,
dado que sus circunstancias sociales y
económicas son necesariamente peo-
res dado que uno sólo debe sustentar
la unidad familiar. De modo que in-
cluso sería admisible introducir algu-
na bonificación en este sentido como
acción positiva hacia un grupo espe-
cialmente vulnerable.

De hecho, la propia Exposición de
Motivos de la LIRPF, señala que uno
de sus objetivos relativos a la mejora
de la equidad es el tratamiento igual
de todos los contribuyentes cuando
comparten las mismas circunstancias
personales y familiares. Con este ob-
jetivo se han establecido los mínimos
familiares para que el gasto de manu-
tención de los hijos sea valorado de
idéntica manera, con independencia
de la renta de la familia, aunque lue-
go se grave más a las unidades fami-
liares que tengan mayores rentas de
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acuerdo con el principio de progresi-
vidad. Continúa alegando que para
apoyar esta finalidad se mantiene la po-
sibilidad de la tributación conjunta pa-
ra aquellos grupos donde existan dos
entradas económicas, puesto que esta
opción beneficia la tributación. No
obstante, no se ha contemplado las de-
sigualdades provocadas a los viudos. 

Por otro lado, el artículo 39 de la
Constitución Española proclama la ne-
cesaria protección de las unidades fa-
miliares y, sin embargo, con esta norma
tributaria se está imponiendo una ma-
yor carga a los grupos encabezados por
viudos, aunque dispongan de idénti-
cos ingresos brutos. Las familias de-
ben ser atendidas convenientemente
por los poderes públicos en diversos
niveles, incluido el económico. Este
principio no se cumple en este caso,
ya que están siendo tratadas de forma
diversa los grupos encabezados por un
viudo en comparación con otras fami-
lias con idénticos ingresos.

Además, este precepto menciona la ne-
cesaria y especial atención de las ma-
dres con independencia de su estado
civil. Si se parte de la idea de que en la
mayoría de los supuestos los beneficia-
rios de la pensión de viudedad son mu-
jeres, cuando el trato discriminatorio
los sufran las viudas que tiene hijos a
cargo, aún se estará vulnerando de for-
ma más patente el mencionado artícu-
lo. En este sentido, las viudas deberían
incluirse en este grupo de madres que
deben ser protegidas de forma adecua-
da. Sobre todo teniendo en cuenta que
en el texto constitucional se hace una
referencia explícita a las solteras, como
colectivo con dificultades específicas a
la hora de sustentar a sus familias, sin
ayuda del otro progenitor; y las viudas
con hijos tiene que asumir una situa-
ción idéntica, dado que encabezan
igualmente una familia monoparental. 

En esta línea, hay que mencionar que
el IRPF tradicionalmente ha trata-
do de ayudar a las familias monopa-
rentales. De hecho, las pensiones de
alimentos recibidas en concepto de
anualidades en virtud de decisión ju-
dicial no tributan y las pensiones com-
pensatorias recibidas por los cónyuges

tienen una fiscalidad especial. Así,
cuando se percibe esta ayuda se le apli-
ca una reducción a la base, que atenúa
el impacto del importe, dado que se
entiende que la familia que la recibe
no se encuentra en la misma posición
que otros grupos. Al mismo tiempo,
en el caso de que el contribuyente ten-
ga otra renta, por ejemplo, de traba-
jo, se le establece un límite diferente
al general para determinar su obliga-
ción de declarar. No se emplean los
mismos marcados para exigir la tribu-
tación al resto de los sujetos que tie-
nen más de un pagador. En definitiva,
se busca apoyar a la familia monopa-
rental. Sin embargo, de nuevo hay que
poner de manifiesto que no se tiene
en cuenta la especial situación de los
viudos que en vez de la ayuda descrita
reciben la pensión de viudedad. No obs-
tante, realmente en ninguno de los dos
supuestos se está gravando un ren-
dimiento personal del contribuyente .

En definitiva, de acuerdo con todas es-
tas cuestiones alegadas se propone que
la renta de los viudos no sea acumula-
da y que se busquen fórmulas que
amortigüen la situación descrita. Va-
rias son las posibles soluciones. Una
primera propuesta es la declaración 
de la pensión de viudedad como ren-
ta exenta al igual que el resto de las
prestaciones por muerte y superviven-
cia, al menos en determinada cuantía
mínima . Otra posibilidad sería la apli-
cación de la escala de gravamen sepa-
radamente (pensión de viudedad y
resto de ingresos recibidos), de modo
que la cuota a pagar en el IRPF no sea
superior a la que resultaría de hacer la
declaración por separado. 

V. ALGUNAS PROPUESTAS SOBRE
LA PENSIÓN DE ORFANDAD

La ampliación del ámbito 
subjetivo de la protección

La atención hasta edades 
adecuadas a la realidad social

Como ya se mencionó en la introduc-
ción sociológica, el presupuesto clási-
co de limitar la dependencia hasta los
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dieciocho años precisa ser replanteado.
Es preciso extender la protección de los
hijos hasta edades más adecuadas con la
realidad social en la que viven de acuer-
do con nuevas circunstancias. Partien-
do de estas premisas, no son admisibles
los actuales límites de edad establecidos
en la pensión de orfandad, sino que de-
be reivindicarse la imposición de otros
más flexibles, de forma que los hijos pue-
dan ser atendidos en el seno de sus fa-
milias convenientemente . 

Si bien es verdad que de acuerdo con las
nuevas tendencias sociales en los últimos
años se ha elevado adecuadamente los
límites de edad de la pensión de orfan-
dad desde los dieciocho años hasta los
actuales veintidós (o veinticuatro para
los huérfanos absolutos), aún no se ajus-
ta de forma absoluta a la realidad actual.

En todo caso, hay que recordar que los
límites exigidos a los sujetos para ser con-
siderados con carga familiar en el siste-
ma de la Seguridad Social, no coinciden
en las diferentes prestaciones. Así, en la
asignación por hijo a cargo se limita a los
dieciocho años; mientras que, como ya
se ha señalado, en la pensión de orfan-
dad se fija en los veintidós (o veinticua-
tro años); por último, en la pensión de
viudedad y en la protección por desem-
pleo se califica a los descendientes como
parte de la responsabilidad familiar de
sus progenitores hasta los veintiséis años.
Obviamente sería conveniente unificar
estos términos, ya que con independen-
cia de que atención se esté demandan-
do, deberían de valorarse de igual manera
las mismas condiciones. 

El límite de edad más adecuado a las 
circunstancias actuales es el establecido
en veintiséis años, obviamente siempre
que se continúe viviendo realmente a
expensas de los progenitores. Sería con-
veniente unificar en todas las prestacio-
nes las edades paras calificar a un hijo
como carga familiar y los veintiséis años
es un momento muy próximo a la edad
en la que se independizan . No obs-
tante, otra propuesta consistiría en ele-
var la atención hasta la edad real hasta
el momento en que se finalizan los es-
tudios, en la línea ya avanzada por la
norma que amplia el disfrute de la pen-
sión de los huérfanos absolutos, cuan-
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do el beneficiario estuviera cursando 
estudios y cumpliera la edad de extin-
ción durante el transcurso del curso 
escolar, hasta el día primero del mes si-
guiente al del inicio del siguiente curso
académico .

La extensión de la incompatibilidad
con las rentas salariales 

En la actualidad, se concede la pensión
de orfandad a los huérfanos menores de
dieciocho años sin ninguna otra limita-
ción económica. Es decir, un beneficia-
rio en estas circunstancias puede recibir
rentas en la cuantía que sea, que en nin-
gún supuesto perderá la ayuda. En defi-
nitiva, se presume la dependencia del
menor respecto al causante. Sin embar-
go, este requisito cambia radicalmente en
el momento en que el sujeto cumple la
mayoría de edad. Desde este momento,
se impone una nueva condición: percibir
ingresos con origen laboral por debajo
del 75% SMI en cómputo anual . 

Las rentas que se valoran son sólo las
que tienen causa en la actividad laboral,
de forma que si recibe retribuciones, con
independencia de su cuantía, de cual-
quier otro origen no se estimarán a 
tales efectos. De este modo, es posible
que se suspenda la concesión de la pen-
sión de orfandad por sobrepasar leve-
mente el límite señalado, cuando sin
duda los recursos no son suficientes pa-
ra sobrevivir autónomamente. Sin em-
bargo, se pueden percibir ingresos de

26

1.2

25

BLÁZQUEZ AGUDO, E. M., Las prestaciones
familiares en el sistema de la Seguridad Social,
op. cit. págs. 52-54.

En esta dirección, en el ámbito de la protección
social rumana, se concede la pensión de orfan-
dad hasta los 16 años o bien hasta que duren los
estudios con un límite de veintiséis años. 

Frente a esta propuesta se podría alegar que
otros sistemas como por ejemplo el inglés sólo se
reconoce la pensión de orfandad hasta los die-
ciocho años (o diecinueve si están cursando es-
tudios). El fundamento lógico de esta opción es
la realidad social que viven, esto es, que los hijos
se independizan mucho más pronto de sus fami-
lias de origen que en España, dado que existe 
un importante sistema de becas y de protección
asistencial que atiende a toda la población, de
modo que el colectivo descrito no precisa la pro-
tección por orfandad.

Circular del INSS 3/1998, de 10 de marzo, que
desarrolla la Ley 24/1997, de 15 de julio. 

BLÁZQUEZ AGUDO, E.M., Las prestaciones
familiares en el sistema de la Seguridad Social,
op. cit. pág. 275. 

Se trata de la denominada “Allocation de soutien
familial”.

Cuantía en 2007: 83,76 € mensuales. 111,68 €

huérfano absoluto.

Incluso se puede optar por conceder la atención
a través de beneficios incluso ajenos al sistema de
la Seguridad Social, como el otorgamiento de
becas que aseguren la cobertura del conjunto de
necesidades de los hijos. La cuestión será, en
cualquier caso, garantizar la protección integral
de los hijos. 
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otra naturaleza de importe elevado y,
al contrario, mantener el beneficio sin
necesitarlo . Por lo tanto, sería pre-
ciso unificar estos criterios y valorar las
entradas económicas en el mismo sen-
tido, de acuerdo con su consecuencia
en la independencia del sujeto, sin es-
tablecer diferenciaciones según el ori-
gen de las cantidades.

Por otro lado, en esta dirección de me-
jora, se demanda que el límite de los
ingresos establecidos para acceder a la
pensión de orfandad sea incrementa-
do más allá del actual 75% SMI. Este
importe no puede ser calificado de ga-
rantía de cobertura de sus carencias.
Al menos, debería ser ampliado hasta
el 100% de esta cuantía, puesto que es-
te tope es el que se establece anual-
mente como adecuado para garantizar
la subsistencia de un ciudadano. A es-
ta reivindicación se puede añadir que
en el supuesto de los parientes que ac-
ceden a la prestación a favor de fami-
liares se determina en el 100% del SMI
el límite para considerar dependiente
al sujeto, cuando la relación de paren-
tesco es de menor grado que en la pen-
sión de orfandad. 

En conclusión, la suspensión de la pen-
sión de orfandad para mayores de die-
ciocho años por razón de sus rentas,
debería practicarse cuando el benefi-
ciario percibiese ingresos superiores al
100% SMI. Los valores contabilizados
deberán ser todos los percibidos por
el sujeto, a excepción de la propia pen-
sión, con independencia de cuál sea su
origen, laboral o extralaboral. 

Las diferencias de protección entre
hijos de acuerdo con las cotizaciones
del progenitor fallecido

De acuerdo con art. 39.1. de la Cons-
titución Española, como ya se ha in-
dicado en otro momento de este
trabajo, todos los hijos deben recibir
igual protección con independencia de
su filiación. Partiendo de estas premi-
sas, parece que no es adecuado que
existan diferencias entre la atención
concedida a los huérfanos por el me-
ro hecho de que su progenitor falleci-
do no hay contribuido lo suficiente 
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al sistema de la Seguridad Social. Es
decir, es contrario al mencionado pre-
cepto que el beneficio que les man-
tenga dependa de elementos ajenos a
sus necesidades.

En general, los huérfanos quedan en
situación de desprotección dado que
su mantenimiento está a cargo de uno
sólo de sus progenitores. De acuerdo
con estas circunstancias, se entiende
que es preciso que reciban prestacio-
nes suficientes que garanticen idénti-
cas oportunidades formativas y de
cobertura del resto de sus necesidades
en la misma medida que los demás hi-
jos. El artículo 39 de la Constitución
Española, de acuerdo con la línea es-
tablecida en el 14 sobre la igualdad por
razón de nacimiento, proclama que to-
dos los hijos deben ser protegidos in-
tegralmente por los poderes públicos
con independencia de cualquier otra
circunstancia. De esta forma, es preci-
so que especialmente a través de la
pensión de orfandad, o cualquier otra
medida alternativa, se garantice que
ninguno deba renunciar a su educa-
ción por falta de medios económicos.

Esta cuestión que es clara desde los
planteamientos de los derechos reco-
nocidos en la Constitución Española,
sin embargo, puede entenderse que co-
lisiona con el principio de contributivi-
dad que preside las prestaciones de
muerte y supervivencia en el sistema de
la Seguridad Social. Así, se plantea el
interrogante de si es posible conceder
a todos los huérfanos una prestación
idéntica de corte universal o si esta op-
ción rompería la lógica del sistema. Se
verá a continuación los fundamentos a
favor de la primera de las opciones. 

En primer lugar, es posible crear pres-
taciones de corte no contributivo que
protejan contingencias diferentes a las
que ahora atienden de acuerdo con el
tenor del art. 55 Ley General de la Se-
guridad Social. Este precepto abre la
posibilidad de regular beneficios asis-
tenciales en el sistema de la Seguridad
Social, distintos a los ya reglamenta-
dos. En esta línea, se puede presentar
la inclusión por la reciente Ley Orgá-
nica para la Igualdad Efectiva de Mu-
jeres y Hombres de un nuevo subsidio

por maternidad de naturaleza mixta,
que reconoce el derecho a las trabaja-
doras que estén de alta en el sistema,
pero no computen las cotizaciones mí-
nimas exigidas.

Por otro lado, se pueden presentar los
ejemplos de otros sistemas de la Segu-
ridad Social como puede ser el francés
y el belga, como posible modelo a im-
plantar. En estos dos Estados se regula
la pensión de viudedad dentro de los
beneficios de corte contributivo, mien-
tras que la de orfandad se reglamenta
separadamente, incluida dentro de las
denominadas como prestaciones fami-
liares. De acuerdo con este encuadra-
miento, el beneficio se concede a todos
los hijos sin padres, con independencia
de las cotizaciones de éstos, ampliando
la atención no sólo a los que han per-
dido a un progenitor por fallecimien-
to, sino también a los que han sido
abandonados . La cuantía asignada no
es especialmente importante , ya que
se regula como un complemento vin-
culado a la prestación familiar principal,
que se otorga a todos los niños. En de-
finitiva, el beneficio estudiado se con-
cede como un importe añadido al que
se otorga en general como ayuda para
todos los hijos. Así a la cantidad que re-
ciben todos como auxilio a su mante-
nimiento se añade esta protección
especial por el hecho de encontrarse en
una situación de necesidad extraordi-
naria como es la de ser mantenido por
un sólo progenitor.

En cualquier caso, esta opción queda-
ría justificada desde la óptica del ar-
tículo 39 de la Constitución Española,
ya que señala expresamente que todos
los hijos deben ser protegidos de idén-
tica manera. Y esto parece que debe
ser asumido con independencia de
cualquier otra condición, entre ellas el
importe de las cotizaciones de sus pro-
genitores. Desde la óptica que se eli-
ja, la de las pensiones de orfandad o la
de las prestaciones familiares , todos
los huérfanos deberían recibir ayudas
suficientes, de modo que el hecho de
no tener a uno de sus progenitores, o
en su caso a ninguno, no sea óbice pa-
ra poder continuar su desarrollo de
acuerdo con sus propias decisiones, so-
bre todo a efectos de formación. 
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1. INTRODUCCIÓN
En la actualidad, la existencia de se-
gregación es reconocida como la prin-
cipal fuente de desigualdades entre
mujeres y hombres en el mercado de
trabajo. Los estudios económicos que
tratan de analizar la existencia de dis-
criminación llegan a conclusiones si-
milares. La discriminación salarial no
existe, las razones se derivan de los 
diferentes comportamientos de hom-
bres y mujeres en el mercado de tra-
bajo, lo que se manifiesta en una
participación desigual en las distintas
ocupaciones. Pero no sólo la segrega-
ción ocupacional (segregación ho-
rizontal) explica estas diferencias,
también podemos hablar de la se-
gregación sectorial y la segregación
vertical. Mujeres y hombres se con-
centran en diferentes sectores, con
condiciones de trabajo muy diferen-
ciadas. Esta situación es más relevante
cuando hablamos de la segregación
vertical. La escasa presencia de muje-
res en los puestos de responsabilidad
en las empresas ha sido aludida por 
algunos autores como la principal cau-
sa de las diferencias salariales observa-
das entre hombres y mujeres.

Proyecto “Incorporación de la Mujer al Em-
pleo en Profesiones y Sectores donde se En-
cuentra Subpresentada” (2006), Asociación
Aragonesa de Mujeres Empresarias (ARAME)
e INAEM.

1
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rencias en las cualificaciones ocupa-
cionales (Kunze, 2005). En España la
segregación de las mujeres en estable-
cimientos de bajos salarios es aún ma-
yor que en otros países europeos
(Simon, 2006). 

El mayor acceso de mujeres al merca-
do de trabajo en estos últimos años en
España, no está llevando consigo una
disminución de la segregación. Al
contrario, se está observando como en
los últimos años, al menos en la se-
gunda mitad de los noventa, la segre-
gación ocupacional por sexo aumentó.
Las mujeres y los hombres siguen
ocupando mayoritariamente puestos
feminizados o masculinizados, y la
mayor incorporación de las mujeres al
mercado de trabajo se ha realizado en
ocupaciones que ya estaban previa-
mente feminizadas, por lo que las di-
ferencias, lejos de disminuir, aumentan
(Cáceres et al., 2004; Otero y Gradin,
2001; Maté et al., 2002; Mora y Ruiz-
Castillo, 2004).

De nuevo la segregación aparece den-
tro de las empresas, incluso en secto-
res ya de por si “masculinizados” o
“feminizados”. Por ejemplo, en un
sector como la sanidad que se consi-
dera “feminizado” podemos encon-
trar nuevas segregaciones dentro de
una empresa, así resulta fácil observar
como en un hospital los puestos de
limpieza y enfermería están ocupados
mayoritariamente por mujeres y los de
celador o cirujanos lo están por hom-
bres. Incluso dentro de un mismo
puesto encontramos segregación por
género en función de la especializa-
ción como pediatría y traumatología.
El mismo fenómeno lo observamos
en los sectores masculinizados. Por
ejemplo no es extraño que una cade-
na productiva en una empresa indus-
trial, algunas tareas de la cadena sean
realizadas totalmente por hombres
(cortado, troquelado, etc.) y otros
por mujeres (empaquetado, etiqueta-
do, etc.) a pesar de ser un único pro-
ceso y un único producto.

Esta circunstancia es más patente
cuando hablamos del acceso de las
mujeres a los puestos de autoridad.
Lo que resulta interesante es que la

segregación no ayuda a las mujeres en
el sentido que podría esperarse. Po-
dríamos pensar que en aquellas ocu-
paciones feminizadas, las mujeres
llegan a los órganos de poder con más
facilidad que en los sectores masculi-
nizados, pero no es así. Kraus y Yonay
(2000) observaron que los hombres
tienen un mayor incentivo para com-
petir por los puestos de autoridad en
ocupaciones feminizadas, quizás por
afianzar su masculinidad, mientras
que no se sienten amenazados cuan-
do el número de mujeres es muy pe-
queño y esto lleva a que las mujeres
encuentren menos competencia para
llegar al poder en los sectores mascu-
linizados. Aunque los autores también
reconocen que las mujeres que ocu-
pan puestos masculinizados están 
frecuentemente socializadas con mo-
delos no tradicionales y suelen pre-
sentan un mayor compromiso con sus
carreras.

Tradicionalmente los estudios tratan
de analizar las causas de la segrega-
ción situándose desde la posición de
la demanda de trabajo o desde la ofer-
ta de trabajo. Si nos situamos desde la
demanda de trabajo podemos encon-
trar prácticas discriminatorias que im-
piden a las mujeres el acceso a ciertos
puestos y sectores, así como favorecen
su incorporación a otros. Si nos situa-
mos desde el punto de vista de la
oferta de trabajo podemos observar
diferentes aptitudes y/o actitudes en-
tre hombres y mujeres que resultan
en unas mayores y menores cualifica-
ciones para realizar distintas tareas, di-
ferencias que pueden tener un origen
biológico o cultural.

Esta comunicación presenta una par-
te de una amplia investigación finan-
ciada por el Instituto Aragonés de
Empleo , cuyo principal objetivo era
proponer Políticas Activas Institucio-
nales para favorecer la inserción la-
boral de las mujeres en sectores o
profesiones en las que estén subrepre-
sentadas. Este trabajo profundiza en
el análisis desde el punto de vista la
oferta de trabajo para determinar cual
es su grado de responsabilidad e in-
fluencia en la segregación sexual del
mercado laboral. Para ello se utiliza

1

La segregación es un hecho constata-
do en el mercado de trabajo. Ciertos
puestos son ocupados mayoritaria-
mente por hombres o mujeres, hasta
el punto que en algunos casos se ha
llegado a utilizar el femenino para
nombrar ciertas ocupaciones en con-
tra de la utilización del masculino 
como genérico. Así por ejemplo, ha-
blamos de azafatas, limpiadoras o se-
cretarias.

La costumbre de utilizar el masculino
o el femenino en las ocupaciones en
función del grado de segregación exis-
tente dio lugar en el pasado a que en
algunas ocupaciones, por ser tradicio-
nalmente masculinas, el uso del feme-
nino derivara en significados ajenos al
puesto de trabajo como: coronela, al-
caldesa o catedrática, términos utili-
zados para definir a la esposa del
coronel, del alcalde o del catedrático.
Aún hoy en día muchas mujeres pre-
fieren ser denominadas por el térmi-
no masculino de su ocupación, como
ingeniero, juez o médico, para dar un
mayor énfasis a su rol profesional,
mientras que cuando son los hombres
los que se incorporan a ocupaciones
que han sido en el pasado tradicional-
mente femeninas, se llega a producir
un cambio de denominación, como
en el caso de los auxiliares de vuelo,
que no han asimilado la denominación
de “azafatas”. 

La situación es general en todos los
países de nuestro entorno. En Fin-
landia, Korkeamäki y Kyyrä (2005) 
hablan de una desproporcionada con-
centración de mujeres en empresas
que pagan bajos salarios y en puestos
peor remunerados dentro de las em-
presas. En Bélgica se observó que
existía una diferencia salarial por sexo
que supone que las mujeres obtienen
un 23,7% menos que los hombres.
De esta diferencia, el 14% estaba ex-
plicado porque las mujeres trabajan
en sectores menos rentables (Rycx y
Tojerow, 2004). En un estudio reali-
zado en Alemania occidental con jó-
venes que habían recibido formación
profesional se observó que el 50% de
las diferencias salariales entre hombres
y mujeres desde sus primeros años de
carrera estaban causadas por las dife-
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a influir en la segregación del merca-
do de trabajo, aceptando ocupaciones
que por sus características les faciliten
la continuidad de las tareas de cuida-
dos que consideran su responsabilidad
principal (Lau et al., 2006). 

Así lo demuestra el informe elabora-
do en el año 2007 por el CSIC, en ba-
se a la encuesta “Fecundidad y Valores
en la España del siglo XXI” realizada
a 10.000 mujeres residentes en Espa-
ña, que destaca que la mayoría de las
mujeres piensa que tener un hijo su-
pone un obstáculo en su vida profe-
sional que de ningún modo afecta en
la misma medida a los hombres; resal-
tándose que entre las mujeres profe-
sionalmente activas que han sido
madres, un 28% asegura que la mater-
nidad le obligó a reducir su actividad,
otro 28% afirma que tuvo que inte-
rrumpir su trabajo durante al menos
un año, un 21% cree que limitó sus
oportunidades de promoción, un 8%
sostiene que ser madre le generó “dis-
criminación” en su trabajo y el 17%
afirma que dejo de trabajar definitiva-
mente debido a esa causa (Delgado,
2007). Estos hechos explican la pre-
sencia de mujeres en la enseñanza pri-
maria, que compatibiliza los horarios
de trabajo con los horarios escolares,
formas de contratación como el tra-
bajo a tiempo parcial o el teletrabajo
o puestos de trabajo que suponen una
continuidad de sus roles tradiciona-
les femeninos, lo que a su vez incre-
menta sus niveles de satisfacción en el
puesto (Bender et al., 2005). En este
sentido Broadbridge y Parsons (2005)
observaron como las mujeres elegían
la dirección de tiendas de caridad por
la mayor autonomía y satisfacción que
les proporcionaba frente a un estatus
ocupacional o salario superior en otros
sectores.

Pero no sólo la condición de madres
afecta a las decisiones que provocan la
segregación. En la actualidad, las mu-
jeres jóvenes, están convencidas de que
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De acuerdo con los datos de Eurostat, Espa-
ña junto con Portugal y Letonia son una ex-
cepción.

2

una metodología cualitativa, la en-
trevista en profundidad y los grupos
de discusión, que permiten identificar
las opiniones e interpretaciones de la
realidad social de responsables de la 
gestión de recursos humanos de em-
presas y de representantes de empre-
sarias/os, asociaciones empresariales y
sindicales, y de instituciones públicas
vinculadas con el mercado de trabajo.

La comunicación se estructura en
cuatro partes. En la primera se refle-
xiona sobre las diferencias de com-
portamiento de los hombres y las
mujeres en el ámbito laboral. En la
segunda se describe y justifica la me-
todología utilizada en el estudio. En
la tercera se muestran los principales
resultados obtenidos resaltando las
opiniones más relevantes de los entre-
vistados. En la última parte, se pre-
sentan las principales conclusiones
obtenidas.

2. DIFERENCIAS 
DE COMPORTAMIENTO 
DE HOMBRES Y MUJERES

Existe un buen número de estudios
que analizan las diferencias de com-
portamiento de los hombres y mujeres
en las organizaciones. Los estereoti-
pos masculinos y femeninos se refle-
jan en el desempeño del puesto. Un
estudio realizado en Estados Unidos
sobre el desarrollo profesional de 313
profesionales en Recursos Humanos
observó que no existían diferencias
significativas en los ingresos obtenidos
por hombres y mujeres pero si en el
nivel de compromiso emocional en el
puesto. Las mujeres trasladaban al
puesto expresiones emocionales que
se corresponden con los estereoti-
pos “femeninos” mientras que los
comportamientos de los hombres se
correspondían con los estereotipos
“masculinos” (Simpson y Lenoir,
2003). Muchos de estos estudios en-
cuentran diferencias que desaparecen
cuando se controla por otras caracte-
rísticas, como ocupación (García et al.,
2004).

Granleese (2004) también observó di-
ferencias significativas en el compor-
tamiento de hombres y mujeres en el

sector financiero. Mientras que los
hombres se sienten presionados por la
relaciones con superiores y subordi-
nados, las mujeres consideran que las
presiones vienen por razones deriva-
das de las desigualdades de sexo y por
los problemas que se derivan de la con-
ciliación de la vida familiar y laboral.

Kanazawa (2005) asegura que la in-
vestigación en torno a la discrimina-
ción como principal razón de la
situación de inferioridad de las muje-
res no es necesaria, la auténtica razón
es que la obtención de mayores sala-
rios es un objetivo masculino mientras
los objetivos de las mujeres se sitúan
en torno a conseguir el éxito repro-
ductivo. Este autor observó que no
existen diferencias entre personas no
casadas sin hijos menores de 40 años,
en su opinión, las diferencias aparecen
porque las mujeres tienen cosas mejor
que hacer que ganar dinero. Claro que
desde el punto de vista feminista, esta
conclusión puede ser vista como la
evolución que ha sufrido el “patriar-
cado coercitivo” hacia un modelo de
“patriarcado de consentimiento” don-
de la mujer busca cumplir el mandato
de un rol impuesto de forma volunta-
ria (Puleo, 2005).

Efectivamente, los roles que tradicio-
nalmente están asignados a hombres
y mujeres continúan siendo el factor
determinante de su participación en el
mercado de trabajo. Los estudios so-
bre participación muestran claramen-
te la influencia positiva que para las
mujeres tiene su situación familiar en
sus decisiones de participación en el
mercado de empleo remunerado, prin-
cipalmente la existencia de hijos pe-
queños. El bienestar de los hijos y la
familia continúa siendo un factor prio-
ritario para las “madres” que partici-
pan en el mercado, por encima de su
desarrollo personal y sus deseos de
autonomía. Todavía hoy muchas ma-
dres optan por permanecer en el ho-
gar y dedicarse en exclusiva a las tareas
de cuidados, si su situación financiera
(ingresos de su pareja) se lo permite.
Y cuando se decide a participar, uno
de los factores que buscan es la posi-
bilidad que ofrece el puesto para faci-
litar el cuidado de los hijos, lo que va
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la igualdad real se ha conseguido y sin
embargo siguen mostrando falta de
confianza en cuanto a sus habilidades
para ocupar posiciones que tradicio-
nalmente han sido masculinas, aún
cuando han adquirido las mismas ha-
bilidades técnicas y conceptuales que
sus colegas varones en su fase de for-
mación. Saben que deberán aceptar y
asimilar la cultura masculina que im-
pera en estas ocupaciones (Ling y Poh,
2004). Lo más curioso es que no lo
perciben como un problema, sino 
que lo aceptan como algo natural. Su
decisión de aceptar ocupaciones “fe-
minizadas” es considerada como una
opción que eligen libremente (Fuller,
2005). Por el contrario, son aquellas
mujeres que han elegido una ocupa-
ción no tradicional, generalmente tras
una elección tradicional fallida, las que
reconocen que su elección ha reque-
rido un tiempo de desconcierto (Ale-
many, 2003).

Una especial atención requiere el aná-
lisis de la presencia/ausencia de mu-
jeres en los sectores relacionados con
la ciencia y la tecnología. Con fre-
cuencia se ha hablado que estos sec-
tores que han sido calificados como la
“Nueva Economía” podían resultar
una fuente igualdad para el futuro en-
tre hombres y mujeres. La alta cualifi-
cación obtenida en las últimas décadas
por las mujeres podría facilitar el ac-
ceso de las mujeres a estos puestos. Sin
embargo también se observa la pre-
sencia de segregación en los nuevos
puestos creados. La escasa presencia
de mujeres en empleos científicos y
tecnológicos que requieren alta cuali-
ficación presenta una doble discrimi-
nación. En primer lugar encontramos
escasa participación en general, pero
en segundo lugar se observa como 
esta participación disminuye cuando
observamos aquellos sectores que ma-
nejan un mayor volumen de recursos
económicos. Efectivamente, en Euro-
pa la mujeres suponen una tercera par-
te de los puestos de investigación en
instituciones gubernamentales y uni-
versidades, porcentaje inferior a su par-
ticipación en el mercado de trabajo ,
pero su distribución está segregada en
función de los recursos utilizados (Eu-
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ropean Communities, 2004; Götz-
fried, 2004).

La participación de mujeres en los
puestos científicos se concentra en
aquellas áreas que utilizan menos re-
cursos, como las ciencias sociales, en
la Unión Europea, o la medicina, en
países asociados, mientras que en áreas
empresariales la proporción de muje-
res científicas cae al 15% y en áreas 
tecnológicas las mujeres científicas su-
ponen menos del 7%. Incluso en los
países donde la representación de mu-
jeres el más elevada como los países del
este, se observa este menor acceso de
las mujeres a los recursos económicos
(Glover, 2005).

Hay que rechazar el punto de vista
esencialista en las relaciones entre las
mujeres y la tecnología. Por el con-
trario son las influencias sociales y es-
tructurales las que determinan los
diferentes comportamientos de hom-
bres y mujeres ante las TIC (Trauth,
2002). Ecevit et al. (2003) analizaron
la situación de las mujeres en ocupa-
ciones relacionadas con las ciencias de
la computación en Turquía, ya que ob-
servaron que en este país la participa-
ción de las mujeres era mas elevada que
en otros países de su entorno. Los re-
sultados nos muestran cuales son las
principales estrategias que estas muje-
res utilizan para mantenerse en estos
puestos. En primer lugar, trabajar du-
ro, para mostrar sus habilidades y su-
perar las barreras que suponen las
expectativas estereotipadas de los em-
pleadores. En segundo lugar, pospo-
ner su matrimonio o incluso renunciar
a casarse, ya que en el momento en
que tienen hijos los conflictos de la do-
ble jornada aparecen. Si este es el pa-
go que deben hacer las mujeres para
participar en estos puestos, no es de
extrañar su ausencia.

3. ESTUDIO EMPÍRICO:
Metodología

Para este estudio se decidió utilizar una
metodología cualitativa: la entrevista
en profundidad y los grupos de discu-
sión. Estas técnicas, desde una pers-
pectiva estructural, presentan ciertas
ventajas frente a otras técnicas muy uti-
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lizadas en la investigación social, co-
mo la encuesta, principal técnica utili-
zada desde la perspectiva distributiva.
Las ventajas vienen derivadas de los
propios presupuestos epistemológicos
de que parten estas técnicas y de có-
mo se adecuan al objeto de estudio y
a los objetivos perseguidos en esta in-
vestigación.

La encuesta estadística utiliza el len-
guaje de forma restrictiva, de forma
que en el diseño de la investigación se
decide de antemano que es lo impor-
tante desde el punto de vista informa-
tivo, por otra parte, se presume que la
realidad social está constituida por una
simple suma de individuos ya que se
les solicita la información de forma in-
dividualizada, mientras que el análisis
de sus respuestas será conjunto. Por el
contrario, en la entrevista y el grupo
de discusión la información fluye de
las relaciones y vínculos que se esta-
blecen entre la persona entrevistada y
la entrevistadora, o bien entre el con-
junto de los individuos que participan
en el grupo a través de la conversación,
lo que hace que estas técnicas sean más
apropiadas para analizar los fenóme-
nos culturales o ideológicos activados
por el contacto permanente de los su-
jetos entre sí (Bergua, 1998).

Una de las características de las técni-
cas cualitativas es que trata de produ-
cir discursos que encierran no solo
hechos y conductas observables, sino
también interpretaciones de la realidad,
de forma que la labor del investigador
será la incitación de interpretaciones
para la interpretación (Gutiérrez,
2001). Estas interpretaciones que a ve-
ces pueden resultar invisibles bajo el
epígrafe de “lo natural” provienen de
actitudes culturales e ideológicas que
deben ser puestas de manifiesto. Da-
do que ninguna persona esta libre de
ideologías que le lleven a interpretar
de forma sesgada la realidad social, de-
bemos suponer que el propio investi-
gador encargado de analizar el discurso
(las interpretaciones) producido por el
grupo tampoco esta libre de ellas. Es-
to ha supuesto que en ocasiones se han
tachado a estas técnicas de poco obje-
tivas, frente a otras técnicas de más di-
fusión como la encuesta estadística. No
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Se formaron 6 grupos de discusión. 
Dos grupos, que hemos denominado,
grupos de expertos (GEX1 y GEX2), se
formaron con hombres y mujeres, re-
presentantes de distintos grupos socia-
les involucrados en el objeto de estudio:
empresarias/os, asociaciones empresa-
riales y sindicales, así como repre-
sentantes de instituciones públicas
relacionadas directa o indirectamente
con el desarrollo de los recursos huma-
nos y el mercado de trabajo. Los otros
cuatro grupos estaban constituidos por
responsables de recursos humanos en
las empresas. Dos de ellos (GEM1 y
GEM2) formados por hombres y mu-
jeres, los dos últimos (GEM3 y GEM4)
formados únicamente por mujeres.

Con la información obtenida se pro-
cedió a categorizar los temas más re-
currentes derivados de la lectura
detallada de los textos. Para el proce-
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obstante, como ya hemos señalado, la
propia encuesta estadística conlleva un
alto grado de subjetividad en su fase
de diseño, debido a la forma restricti-
va del lenguaje utilizado.

En las entrevistas se ha tratado de pro-
piciar el flujo discursivo de la persona
entrevistada, para llegar a la construc-
ción del conocimiento por una vía in-
ductiva. No obstante, para estructurar
los temas sobre los que giraba la con-
versación en las entrevistas, se elabo-
ró un guión previo derivado de una
profunda revisión de la literatura, que
a la vez hiciera posible mantener la po-
sición de neutralidad de las investiga-
doras a lo largo de la conversación.

En total se realizaron 16 entrevistas:
10 mujeres y 6 hombres. Todos ellos
eran responsables de la gestión de 
recursos humanos en sus empresas.
Dado el objetivo del estudio, se selec-
cionaron mayoritariamente empresas
en sectores donde las mujeres se en-
cuentran subrepresentadas, como la
construcción, el metal, la automoción,
etc. También se seleccionaron secto-
res, que si bien no pueden ser consi-
derados dentro de este grupo, al
menos no a partir de los datos cuanti-
tativos que hemos trabajado en este
estudio, pueden resultar fuente de se-
gregación por el componente forma-
tivo que requieren, nos referimos a
aquellos sectores relacionados con la
ingeniería. La tabla 1 contiene los da-
tos individualizados de cada una de las
personas entrevistadas. Se puede ob-
servar que cuatro de ellas correspon-
den a sectores que podemos considerar
“feminizados”, cuatro están relacio-
nados con la ingeniería y las ocho res-
tantes corresponden a diversos sectores
“masculinizados”. Las grabaciones ob-
tenidas fueron transcritas a texto para
su análisis.

Además de entrevistas individuales, se
formaron grupos de discusión. Para su
selección, es necesario conseguir la re-
presentatividad de la sociedad. Sin em-
bargo cuando se opera con grupos de
discusión, la representatividad que se
debe alcanzar no está en relación con
el número de individuos a los que afec-
ta el suceso, sino con el número de re-

laciones que contiene. Al intentar re-
producir las relaciones existentes, hay
que tener en cuenta que en la socie-
dad existen relaciones de poder y si in-
corporamos al grupo personas que
pertenezcan a grupos con distintos ni-
veles de poder, podemos encontrarnos
que las personas que representen al
sector con más poder social hablen
más, con lo que perderemos informa-
ción. Esta situación puede darse en el
caso de que haya hombres y mujeres,
máxime cuando un objetivo de la in-
vestigación es el análisis de las relacio-
nes de género. En estos casos, los
expertos aconsejan la sobrerrepresen-
tación de las personas en posición de
menos poder. En nuestro caso, la 
colaboración con la Asociación de Mu-
jeres Empresarias, nos ayudó a conse-
guir una mayor representación de
mujeres.

TABLA 1. 
CARACTERÍSTICAS DE LAS PERSONAS ENTREVISTADAS

Nombre Sexo Sector Feminizado/Masculinizado
AP H Ingeniería (telecomunicación) Ingeniería
AI M Confección Feminizado
AM M Peluquería Feminizado
AS H Ingeniería (instalaciones) Ingeniería
CO M Comercio Feminizado
CP M Construcción Masculinizado
CV H Manufactura Masculinizado
FB M Ingeniería (comunicación) Ingeniería
GP H Aux. automoción Masculinizado
LZ M Metal Masculinizado
MB H Transporte Masculinizado
NV H Ingeniería (electrónica) Ingeniería
PS M Sanidad Feminizado
RF M Construcción Masculinizado
TP M Transporte Masculinizado
TC M Transporte Masculinizado

Por parte 
de la oferta 
de trabajo

Diferencias
biológicas

Diferencias 
culturales

Preferencias 
personales

Roles familiares

Influencia 
socio-familiar

El sexo de la persona le capacita/incapacita para ciertas tareas

Los/as empleados/as se sienten inclinados/incómodos 
realizando ciertas tareas aunque sean físicamente
incapaces/capaces de realizarlas

Los roles familiares les impide/favorece el cumplimiento de las
condiciones de trabajo de la empresa

Actúan de acuerdo con los modelos sociales imperantes: 
lo que han visto en la familia, actividades escolares, 
medios de comunicación

Tabla 2. Categorías utilizadas en la codificación de los datos

Dimensión Categoría Subcategoría Definiciones
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so de categorización se utilizó una vía
mixta. Por un lado se definieron pre-
viamente unas categorías muy genera-
les derivadas de la revisión de la
literatura sobre el objeto de estudio,
posteriormente se complementaron
con categorías inducidas directamen-
te del discurso de los entrevistados.
Por último los grupos de discusión 
sirvieron de base para debatir, y en su
caso rebatir o corroborar las observa-
ciones realizadas en las entrevistas. La
relación de categorías utilizadas se pre-
senta en la tabla 2.

4. RESULTADOS
La ausencia de mujeres en ciertas ocu-
paciones y/o sectores deviene con fre-
cuencia de la acción voluntaria de las
propias mujeres que no muestran in-
clinación o interés por acceder a estos
puestos. En ocasiones las mujeres se
sienten incapaces físicamente de reali-
zar estos trabajos, opinión que es com-
partida por los hombres, en otras
ocasiones, aún sintiéndose físicamen-
te competentes, manifiestan un recha-
zo hacia ciertos puestos a la vez de
mostrar un preferencia hacia otros.

Las causas que se argumentan para es-
te comportamiento pueden venir de-
terminadas por razones biológicas o
culturales. En el primer caso el cuer-
po sexuado determina las funciones
que hombres y mujeres pueden o no
pueden hacer, en el segundo caso, es
la sociedad, la que a través de su cul-
tura influye en las mujeres para que
sientan preferencias por un tipo de tra-
bajo llegando a sentirse incapaces de
realizar ciertas tareas, como ocurre en
sectores como la construcción. Este
fenómeno también se manifiesta en
sentido contrario, provocando que los
hombres se sientan incapaces de reali-
zar ciertas tareas como el cuidado de
niños.

Diferencias biológicas

Si la razón que justifica la segregación
fuera biológica, es evidente que no po-
dríamos realizar ninguna acción para
evitarlo y la segregación sexual estaría
justificada. Las opiniones de nuestros
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entrevistados nos llevan a pensar que
las diferencias biológicas siguen sien-
do una de las principales razones que,
tanto hombres como mujeres, consi-
deran básicas para realizar un tipo u
otro de tarea.

AS, 140-141, Hombre.

- Claro, como correr cien metros lisos, por eso
hay cien metros lisos femeninos y cien metros
lisos masculinos, esa es la razón y no otra.

Lo que resulta curioso es que cuando
se habla de las capacidades que pro-
voca el cuerpo sexuado de una perso-
na, las opiniones se polarizan hacia la
fuerza física. Es decir, todo el mundo
piensa en la incapacidad física que tie-
nen las mujeres para realizar tareas que
requieran fuerza física.

CP, 213-216, Mujer.

- Yo pienso que a veces la fuerza física influye
según la tarea que vayas a desempeñar, pero
será una cuestión de eso simplemente, de fuer-
za, de cualidades físicas, si tienes que levantar
pesos importantes, un hombre lo va a hacer mu-
cho mejor que tú.

Pero no se observa ninguna razón fí-
sica para que un hombre realice tareas
tradicionalmente femeninas.

AI, 46-47, Mujer.

- No. Vemos capacitados a los hombres para lle-
var el trabajo manual. Podrían perfectamente
llevar una empresa de confección. No tiene na-
da que ver.

TC, 153-155, Mujer.

- Sí, sí. Convencida profundamente. El hombre yo
creo que abarca todos los trabajos. Yo creo que
el hombre tiene más posibilidades que la mujer,
más abanico de trabajos: igual puede ser admi-
nistrativo, que médico...

La ausencia de barreras para realizar
cualquier tipo de ocupación por parte
de los hombres se manifiesta cuando
observamos los niveles jerárquicos. En
los sectores feminizados como la 
enseñanza o la sanidad, los puestos di-
rectivos están ocupados mayoritaria-
mente por hombres, lo que destruye
la hipótesis de las mayores capacida-
des biológicas de las mujeres para 
realizar estas tareas. Una de nuestras
entrevistadas nos explicaba la superio-
ridad profesional de los hombres en

base a sus rasgos de personalidad que
les lleva a un diferente compor-
tamiento en el mercado de trabajo.

AM, 287-303, Mujer.

- Yo creo, en este sector yo creo que poder des-
arrollarlas, lo pueden desarrollar igual los hom-
bres que las mujeres, ¿vale?, la capacidad tienen
igual los hombres que las mujeres, lo que se sue-
le dar es que los hombres tienden a ser… bue-
no nosotras, así un poco, cuando nos reímos
entre nosotras decimos “como muy divinos”, ¿va-
le? Como muy… de cara a la galería, no sé có-
mo explicártelo, es como el sector de la cocina,
para mí es muy similar a éste ¿por qué sólo se
conocen cocineros si las que están en la cocina
son siempre mujeres?, si la que cocina en casa
es tu madre, la mayor parte de las veces es tu
madre ¿no? ¿por qué salen cocineros? Pues es
lo mismo por qué siempre son, si te vienen tres
peluqueros a la cabeza siempre son un Llongue-
ras un… o sea, siempre te vienen tres hombres,
nunca te vienen tres mujeres, pero ¡por Dios! si
el 99% de las peluquerías de España son de mu-
jeres, no son de hombres, pues es lo mismo, por
que se venden mucho mejor, por que se venden
mucho mejor, y siempre piensan que pueden lle-
gar más allá ¿vale?, y, y, y un hombre tiene mu-
chas veces el respaldo de toda la familia detrás,
y una mujer. No, no suele tenerlo. 

Por supuesto que las personas que re-
conocen la inferioridad física de las mu-
jeres se apresuran a asegurar que esta
inferioridad sólo influye en las tareas
que requieren fuerza física y no en re-
lación a la inteligencia, en la que re-
conocen igualdad total entre hombres
y mujeres.

CO, 188-192, Mujer.

- Hombre, si vas a picar a la mina, el hombre tie-
ne más fuerza, eso es intrínseco. A la hora de sa-
car las vagonetas de carbón, un hombre te sacará
diez y una mujer te sacará cuatro o para cargar
un camión. Pues claro que el sexo discrimina, pe-
ro en cuanto a fuerza, no en cuanto a inteligen-
cia, vamos es el abc. Y si eres una trabajadora
mía y te digo: “Cambia esta mesa allí” me dirás:
“No puedo” tendré que llamar a tu compañero.

Es cierto que en las empresas se acepta
que las mujeres ocupen puestos que re-
quieran una mayor capacidad física, pe-
ro la percepción de inferioridad de las
mujeres esta siempre presente. En oca-
siones esta percepción provoca una ac-
tuación de protección por parte de los

69



F O R O D E D E B A T E

hombres que mantiene implícita la in-
ferioridad de las mujeres, aun cuando
el resultado de la tarea sea el mismo.

LZ, 156-161, Mujer.

- Todo lo que sea de pesos y demás está claro.
Nosotros tenemos cajones grandes y eso para
coger y tú ves a los chicos que los cogen solos
y las chicas lo tienen que coger entre dos pero
por eso no se les dice nada. Se les ayuda, a ni-
vel de altura se les pone una banquetica. Se ac-
túa de manera normal, ni se tiene en cuenta ni
en contra, el otro día un compañero me dijo que
había visto a una chica que no llegaba y le había
dado una banqueta, pobrecilla encima de que se
tiene que estirar no le vamos a decir nada.

El problema es determinar cuales son
los límites para decidir el nivel de fuer-
za física, o de resistencia física que 
requiere un puesto. A veces las per-
cepciones son contradictorias aún
cuando se habla del mismo tipo de
puesto. Dos empresarios del mismo
sector manifestaban opiniones enfren-
tadas ante un mismo tipo de puesto.

MB, 107-108, Hombre.

- No. En absoluto. Y de hecho a las pruebas me
remito. Cada vez hay más conductoras y cada
vez estamos más contentos porque dan menos
problemas.

GP, 130-132, Hombre.

- Porque no van a rendir en un viaje largo. A esa
mujer tú métele 600 km. hasta Murcia y cuando
baje del autobús no sabe si está en Murcia o es-
tá en París, con 600 km. a las espaldas.

Aun cuando niegan las diferencias bio-
lógicas que se derivan del sexo para
ocupar ciertos puestos, la referencia a
la menor fuerza física de las mujeres
siempre aparece como un posible han-
dicap de forma explicita o implícita.

CV, 169-174, Hombre.

- En nuestro sector no, no, no, no le incapacita
para nada, hombre si tienen que coger algún día
determinada cosa que pesa mucho, a lo mejor lo
hará mejor un hombre que una mujer, pero…
para nuestro trabajo no, y de hecho ya te digo
ahora nosotros estamos trasladando a gente
de… femenina a puestos que hasta ahora ocu-
paban hombres, no se por qué porque lo podía
hacer igual una mujer que un hombre, y en mu-
chos casos mejor.

NV, 138-141, Hombre.

- Nuestro sector es de habilidad y no hay que ha-
cer ningún trabajo físico ni ninguna capacitación
especial. Simplemente es un tema de cono-
cimientos. Conocimientos y aptitudes. Y eso va
con la persona, no con el sexo.

AP, 203-211, Hombre.

- Un departamento como es el departamento de
instalaciones, en el cual sí que se precisa cier-
to nivel de fuerza física y de resistencia, lógi-
camente si una mujer es lo suficientemente
fuerte, no tendrá ningún problema para entrar.
Lo que pasa es que lo habitual son los hombres
los que son más fuertes y están más habituados
a trabajar en el exterior y demás. Y esa es la
única zona donde yo a lo mejor podría plantear
algo al respecto, pero ya lo digo: simplemente
por el hecho de que hechos objetivos como son
una fuerza física en ese caso, pueden ser inte-
resantes. No creo ni que conduzcan mejor ni que
realicen mejor o peor su trabajo…

Diferencias culturales

El rechazo de las mujeres a ocupar
ciertos puestos puede estar influido
por la cultura que impera en la socie-
dad. A lo largo de su vida adquieren
valores que les lleva a preferir unas ta-
reas que consideran más acordes con
el comportamiento femenino y les im-
pide realizar tareas que consideran re-
lacionadas con un comportamiento
masculino. Algunos de estos compor-
tamientos tienen una relación con las
diferencias biológicas, como los roles
que asumen en el ámbito doméstico
que relacionan directamente con la
maternidad. En otras ocasiones su
comportamiento se deriva de los mo-
delos que les ofrece la sociedad y que
se siguen, a menudo sin cuestionarlos,
para obtener el reconocimiento social.
En ocasiones estos comportamientos
están tan interiorizados en las perso-
nas que es difícil decidir si son com-
portamientos aprendidos socialmente
o se derivan directamente del hecho
de haber nacido en un cuerpo de mu-
jer (o de hombre).

En este apartado hemos creado tres
subcategorías para analizar las in-
fluencias que el entorno puede tener
en el comportamiento de las mujeres.
En primer lugar los roles que las mu-
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jeres asumen por la posición que tie-
nen dentro de la familia, como espo-
sas y madres. En segundo lugar las
influencias que las instituciones tienen
en el comportamiento las mujeres, des-
de la familia en la que han crecido al
resto de instituciones sociales en las
que participan. En tercer lugar, hemos
creado la subcategoría “preferencias
personales” para recoger las opiniones
que nos hacen pensar en una acepta-
ción voluntaria de ciertos compor-
tamientos por parte de mujeres y
hombres hasta el punto que es difícil
saber si son comportamientos apren-
didos o derivados de su cuerpo bioló-
gico.

Roles Familiares

Los roles domésticos que asumen las
mujeres en el ámbito familiar es la prin-
cipal causa les lleva a preferir ciertos
puestos.

AP, 223-225, Hombre.
- Es la causa principal. Desde mi punto de vista
es la causa principal. Seguramente no será la
única y yo desconozco en profundidad el tema,
pero estoy convencido de que es por lo menos
el 80% de las causas.

Es evidente que la maternidad es un
hecho biológico que afecta directa-
mente a las mujeres.

TC, 298-302, Mujer.
.- Afecta muchísimo en el trabajo, eso sí que te
lo puedo decir, o sea, no rinden, de la misma ma-
nera, el rendimiento cambia desde que se que-
dan embarazadas. Tampoco me gusta generalizar
porque también tenemos gente muy comprome-
tida pero de las que tenemos no. Francamente,
se ha notado un descenso del rendimiento con-
siderable.

AI, 62-65, Mujer.
.- No tengo ni idea de cómo lo hacen el resto de
las empresas... la que da a luz es la madre, en-
tonces tienes que buscar una suplente, etc. es
complicado, claro. Hasta que el hombre no
aprenda a parir, el problema seguirá siendo de
la mujer.

CO, 195-199, Mujer.
- Es que al final es todo lo mismo, conciliar la vi-
da familiar y la laboral. Mira una mujer cuando
va a buscar un trabajo de cierta responsabili-
dad. Yo digo que en el currículum tendría que po-
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ner “Soy estéril” y entonces tendría las mismas
oportunidades y es así de duro. Y entonces si no
pudiera tener hijos en la vida ya verías como la
contrataban si estaba equiparada con un hom-
bre. Es que si no, mujer veintitantos, treinta
años, malo.

Sin embargo de las entrevistas realiza-
das podemos observar que la mayor
parte de los comentarios no están 
relacionados directamente con el tiem-
po en que las mujeres están embara-
zadas y/o dando a luz, momentos 
en que las diferencias biológicas son
indiscutibles. La realidad es que la ma-
yor parte de los comentarios se rela-
cionan con los roles que las mujeres
asumen como madres a lo largo de su
vida, hasta que llega un momento que
es difícil discernir entre las tareas cuya
responsabilidad se deriva directamen-
te de la maternidad y cuales son asu-
midas por costumbre social.

El primer paso se da en los primeros
meses de maternidad. Muchas muje-
res utilizan el derecho a reducir su jor-
nada para el cuidado del niño.

MB, 126-131, Hombre.
- Yo te puedo hablar de casos concretos. Hay
una mujer conductora que estaba contratada a
jornada completa y llevaba ya un año con noso-
tros. Sin embargo ha sido madre o necesitaba
por aquello de los roles familiares... y se le ha
reducido; entonces en vez de venir 8 horas, nue-
ve o diez, pues viene 4: hace un servicio por la
mañana y otro a mediodía. Y lleva ya así seis me-
ses. Siempre se pueden encontrar soluciones y
hablo de casos concretos. 

El problema es determinar cuando ese
cuidado puede ser compartido por el
padre. Tal parece que la responsabili-
dad de la mujer ante los problemas de
los hijos no puede ser delegada nun-
ca.

PS, 167-170, Mujer.
- Yo creo que sí que afecta. Las mujeres siem-
pre hemos sido más maternales, más… si el ni-
ño se pone malo siempre llaman a la madre,
antes que al padre… y por eso creo que opta
siempre la mujer por quedarse lo más cerca po-
sible de su casa.

Este hecho puede llevar a las mujeres
a preferir sectores feminizados. No
porque en estos sectores sus ausencias
por razones familiares afecten menos

al trabajo, sino por el hecho de que en
un sector donde trabajan más mujeres
se sienten más comprendidas cuando
surge el problema. Las empresas fe-
minizadas aceptan estos hechos, no sin
disgusto, como inevitables.

TC, 245-257, Mujer.

- Sí, sí, sí, además es una pelea que tengo yo aquí
constante con las madres contratadas que te-
nemos aquí. Porque es que mi hijo se ha puesto
enfermo, y me tengo que ir a casa, es que mi hi-
jo le tengo que acompañar. Y yo con más de al-
guna he discutido, no discutido, vamos a ver,
entre comillas, de decir, oye ¿y tu marido? Es
que tu marido no puede acompañar a tu hijo, es
que tu marido no se puede quedar con tu hijo,
porque vamos a ver, lo que no podemos es que
también tenemos un problema con dirección, y
también dirección también tiene toda la razón
del mundo. Vale ¿es que mi empresa es menos
importante que la de tu marido? Porque para mi,
mi empresa es igual de importante o más que la
de nadie, entonces sí que ha habido un poco de
tirantez en ese aspecto de... es que tengo la re-
visión, es que no se qué, es que hoy se ha le-
vantado con fiebre, es que me tengo que quedar
en casa, entonces, sí que notamos eso, el decir,
me parece correctísimo que hayas acompañado
a tus hijos, pero es exagerado, por no decir al
100% que es siempre la madre. Ya te lo digo.

La declaración de esta empresaria nos
indica el disgusto que siente ante esta
situación. Lo asume porque en su sec-
tor la oferta de trabajo por parte de los
hombres es muy escasa. Pero nos pre-
guntamos si seguiría contratando mu-
jeres si la oferta masculina fuera
mayoritaria. Aunque lo más interesante
de su declaración es la denuncia que
hace sobre el comportamiento “irres-
ponsablemente familiar” de los hom-
bres.

Algunos entrevistados son más positi-
vos en este sentido y creen que las co-
sas están cambiando.

AM, 372, 376, Mujer.

- Sí, sí. Por supuesto que afecta, por supuesto
que afecta. Y eso que te vas encontrando, cada
día más. A ver, que te vas encontrando cada día
más con que…, “mi marido ha llevado al niño al
médico” o… pero aún con todo, o sea, si el niño
está malo una noche, ella no deja de, él no deja
de ir a trabajar, la que deja de venir aquí es ella.

CP, 219-222, Mujer.

- Está claro que nos ausentamos con mayor fre-
cuencia o que tenemos esa inclinación más que
los hombres o que lo consideramos como una ta-
rea propia y personal más que los hombres to-
davía, pero eso no quiere decir que los hombres
no estén evolucionando, lo que no sé es si en ge-
neral lo están haciendo lo bastante rápido...

CV, 210-219, Hombre.

- Lógicamente, porque por desgracia, o mejor
dicho, por suerte hay más hombres que ayudan
en las tareas de casa ¿no? Pero yo me doy cuen-
ta que la gente que ya tenemos unos años y so-
mos de otra generación, se nos hace cuesta
arriba ayudar en las tareas de la casa además
no nos han enseñado así. Vamos cuando discuto
con mi mujer, le digo, la culpa es de mi madre
que me ha enseñado así, y es cierto, es que mi
madre cuando ve que me levanto de la mesa y
ve que me llevo los platos para fregar, si está
un día en casa, me dice siéntate que ya lo hago
yo. Eh nos han educado así ¿no? En definitiva
creo que sí, que las mujeres, el rol ese familiar
es el que de alguna forma les tiene más condi-
cionadas que a los hombres por supuesto.

LZ, 183-185, Mujer.

- A lo mejor el tanto por ciento de mujeres que
faltan por esas cuestiones es mayor porque si le
pasa algo a tu chico pues sales pitando, pero yo
es que veo que sale el padre y la madre, los dos.

Lo que nos preocupa particularmente
es la relación indisoluble que se da 
entre las tareas que se derivan de la ma-
ternidad y el resto de las tareas do-
mésticas. Podríamos llegar a aceptar
que un niño enfermo puede preferir a
su madre a su lado en lugar de su pa-
dre (lo que podría tener un origen bio-
lógico) pero el problema es que las
tareas de la madre se amplían a cual-
quier asunto relacionado con los hijos,
directa o indirectamente, como por
ejemplo, matricular al niño en el cole-
gio, que no representa ninguna rela-
ción física con el hijo o hija, o lo que
es peor, las mujeres se sienten respon-
sables de cualquier tarea doméstica,
aún cuando no existe ninguna relación
física con ningún miembro de la fa-
milia, como por ejemplo, la revisión
del gas.

AI, 49-53, Mujer.

- Pues la verdad es que aquí nos pasamos la vi-
da dando permisos para ir a matricular al niño,
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para llevar al niño al médico, para ir a hablar
con profesores. Jamás en la vida se encargan
los maridos. Todo lo que tiene que ver con los
niños, aquí, pero al 100 por 100. El hombre es
incapaz de pedir permisos. Todo lo que sea ni-
ños y doméstico, el gas que hay revisión, el otro
que no sé que... todo.

La responsabilidad que asumen las mu-
jeres en las tareas del hogar las lleva a
una doble jornada. Saben que, inelu-
diblemente, deben realizar unas tareas
en el ámbito doméstico que exigen una
dedicación diaria. Esto les lleva a pre-
ferir puestos o sectores con horarios
fijos y compatibles con su segunda ac-
tividad, el cuidado del hogar. Aunque
en no pocas ocasiones podríamos de-
cir que estas tareas del hogar las con-
sideran su primera actividad pasando
a ser el trabajo de mercado una se-
gunda actividad y complementaria a
su principal ocupación, ser ama de ca-
sa. Esto podría explicar porque están
dispuestas a dejar el empleo con más
facilidad de lo que lo están los hom-
bres.

Por otra parte esta doble jornada ha-
ce que rechacen puestos o sectores que
requieren dedicación horaria variable
y principalmente aquellos que exigen
su ausencia del hogar durante varios
días.

FB, 128-131, Mujer. 

- La mujer no va a tener esa disponibilidad a la
hora de viajar, por ejemplo. Si tiene que hacer
horas fuera del horario que tiene. Si alguno tie-
ne que sacrificarse, la mujer directamente es
la que tiene que quedarse en casa y el hombre
es el que opta, sale más y tiene más disponibili-
dad de tiempo.

A pesar de todo ello, hemos detecta-
do opiniones que nos dan esperanza
de que las cosas están cambiando y
principalmente que comienza a perci-
birse las responsabilidades familiares
como una circunstancia connatural con
las personas y su ciclo de vida, y que
en ningún caso debe ser tenidas en
cuenta como un handicap laboral. Re-
sulta especialmente esperanzador cuan-
do vemos que la declaración que
transcribimos a continuación está he-
cha por un hombre.

NV, 159-163, Hombre.

- Sí. Es que tiene que ser así. Afectan pero no
negativamente. Ahora tenemos un trabajador
que va a tener un hijo y que esa situación le afec-
ta. Sabemos que estos días lo está pasando pe-
or, pero eso me parece normal. O por ejemplo,
tenemos otra persona con un padre ya muy en-
fermo y falta repetidamente al trabajo. Pero no
supone un problema, supone una situación, no
un problema.

Influencia socio-familiar

La pregunta que nos hacemos repeti-
damente es si los comportamientos
“masculinos” y “femeninos” que lle-
van a hombres y mujeres a demandar
empleos segregados provienen de pre-
ferencias personales derivadas de su
condición biológica o están influidos
por los modelos sociales que aprenden
a través de su proceso de socialización
en las distintas Instituciones a las que
pertenecen, como la familia, el siste-
ma educativo e incluso los modelos
que se derivan de los medios de co-
municación.

Algunos entrevistados aceptan la in-
fluencia social como un hecho irre-
versible.

AP, 227-230, Hombre.

- Exacto. Ya está tan asumido, y se ve después
de tanto intento de cambio, que no se ha conse-
guido, que ya se asume como rol, el hecho en-
tonces pasa a ser el hábito, es decir, para este
puesto no podemos pedir una mujer, ¿por qué?,
pues porque no se presentan o porque no es lo
habitual en el sector…

AI, 56-57, Mujer.

- Pues realmente si las niñas y los niños han vis-
to que su mamá es la que les acompaña, la lle-
va, la trae, pues ella lo mismo. Lo hereda,
vamos...

FB, 137-140, Mujer.

- Yo creo que un poco influyen las dos cosas, pa-
ra unos determinados puestos todos tenemos
en la cabeza los modelos que se siguen en todos
los sitios. Independientemente de eso también la
empresa, como empresa, intenta buscar una ren-
tabilidad a eso. 

Otras personas aceptan que existen los
modelos pero también que estos mo-
delos cambian con el tiempo.

2.2

MB, 140-142, Hombre.

- Hace unos años desde luego, y hasta las pro-
pias taquilleras no existían. Ahora todas las chi-
cas que hay en taquillas, todo son mujeres, no
hay más que un taquillero o dos y antes era al
contrario.

Pero esta opinión nos hace pensar que
con frecuencia existe un proceso de
polarización. Las mujeres han ido ocu-
pando a lo largo del tiempo puestos
que anteriormente eran ocupados to-
talmente por hombres, pero en mu-
chos casos, el proceso no ha llevado a
una integración de ambos sexos sino
que lleva a una feminización de la ocu-
pación. A medida que las mujeres co-
mienzan a trabajar en un determinado
puesto, los hombres empiezan a ver
estos puestos como menos atractivos
y dejan de demandarlos. Es un hecho
constatado que cuando un sector se
feminiza, los salarios de mercado se re-
ducen y está puede ser la principal cau-
sa que lleva a los hombres a rechazar
estos puestos dada su condición social
de sustentador principal de la familia,
mientras que para las mujeres los sala-
rios pueden resultar adecuados ya que
los consideran como ayuda familiar o
en última instancia como suficientes
para auto mantenerse.

Con independencia de cual sea el ori-
gen de la segregación debemos acep-
tar que con el tiempo los modelos se
institucionalizan, se aceptan sin cues-
tionarlos.

AP, 232-234, Hombre.

- Sí, sí, es lo que te estaba diciendo… el ámbito
social provoca que la mujer ni siquiera se lo plan-
tee, coger ese puesto, y que la empresa ni si-
quiera se plantee poner ese puesto al servicio
de una mujer…

Pero esta aceptación no es irracional.
Con el tiempo se extiende la creencia
de que la condición de “mujer” con-
lleva unos rasgos de personalidad que
las capacitan para determinados pues-
tos, como la amabilidad y/o la pru-
dencia.

NV, 175-180, Hombre.

- Sí. Seguro. Seguro que en administración la
gente ya piensa directamente en una mujer. Se-
gurísimo. Luego sí. Aunque sólo sea en ese ca-
so. Eso lo tenemos casi asumido. Además, en el
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fondo, todos pensamos que una mujer lo va a ha-
cer mejor, que va a atender mejor el teléfono,
que va a ser más amable... lo sé porque hemos
hecho un proceso de selección hace poco y ha
salido el tema. Realmente sí que existe, aunque
en el fondo pensemos que no.

AS, 168-178, Hombre.

- Por ejemplo, por ejemplo… hay una cualidad
muy importante en el mundo de la empresa, cual
es por ejemplo la prudencia. No es lo mismo un
trabajador prudente que un trabajador impru-
dente. Pues parece ser que ser madre de fami-
lia ayuda un poco a la prudencia, a la madurez
personal. Y cuando en una empresa se valora la
madurez personal, pues es un valor positivo; y
frente a ese valor positivo, pues estaría un po-
co el valor limitativo de que tendrá que llevar al
chico pues porque tiene amígdalas o no sé qué…
pues no pasa nada. O sea, que las cosas hay que
intentar verlas desde una forma global. No hay
nada que sea blanco o negro, todo tiene matices.
Hay que valorar lo que ya he comentado antes
un poco, el perfil de la persona y sus circuns-
tancias con las responsabilidades y lo que tiene
que aportar a la empresa y al equipo.

Preferencias personales

En última instancia son las personas
las que toman la decisión de deman-
dar un puesto determinado. Con fre-
cuencia se observa que las mujeres
rechazan sistemáticamente ciertas ocu-
paciones y esta decisión es aceptada de
forma natural.

TC, 165-170, Mujer.

- Yo creo que hay trabajos que la mujer no está
dispuesta a hacer, hoy por hoy. Y a lo mejor aquí
viene alguna que lleva el camión, pero ¿en qué
porcentaje encuentras una mujer camionera? Y
el trabajo de camionera de por aquí... “oye, que
llevo un camión del concesionario”, vale, pero
el trabajo de ruta y eso, van a pasar muchos
años hasta que lo quieran hacer las mujeres.

TC, 229-232, Mujer.

- Sí, generalmente yo no he conocido a muchas
mujeres que pretendan ser soldadoras o yo que
sé o mecánicas o chapistas. Conoceré a muy po-
cas. Siempre ha sido más de chicos o “.. más de
tal, las chicas vamos más hacia la rama más ad-
ministrativa a lo mejor, más de otro tipo.

Al mismo tiempo que rechazan siste-
máticamente algunas ocupaciones, de-

2.3

mandan masivamente otros tipos de
puestos.

LZ, 168-173, Mujer.
- ¿Por qué se prefiere a los hombres en la fa-
bricación? Simplemente es por la oferta de per-
sonas que nos llega.

AM, líneas 8-10, Mujer.
- El que yo contrate una profesora o un profe-
sor ya viene porque cuando hago una selección
no se presentan hombres, ¿vale?

Claro que en ocasiones esta preferen-
cia masiva de las mujeres viene deter-
minada por la ausencia de oferta
masculina.

NV, 142-147, Hombre.
- En el área de administración tenemos una mu-
jer, Pero es que fuimos a buscar currículums a
un sitio donde se estudiaba administración y di-
rección, y el 99% eran currículos de mujeres.
Te voy a decir también por qué, porque nos lo
dijeron: porque lo que querían era un trabajo
con ese sueldo, que sabían exactamente lo que
iban a ganar, y que en cualquier caso a mí me
parece inaceptable, que no está muy bien retri-
buido, que a mí me parece injusto y que normal-
mente sirve de apoyo a la unidad familiar.

Una entrevistada nos daba una razón
para el rechazo que aunque en princi-
pio pueda parecer frívola, tal como ella
declara, nos hace pensar en como las
personas relacionan pequeños detalles
con su condición de mujer u hombre.

TC, 148-150, Mujer.
- Totalmente. Totalmente. Convencidísima. Y ¿Por
qué es tan importante lo de las manos, man-
charse las manos? es que según cómo lo ves
puede parecer una tontería, pero creo que es
clave.

La auto segregación que se imponen
las mujeres es aceptada por los em-
presarios y empresarias como algo aje-
no a las políticas de empresa.

AP, líneas 22-27, Hombre.
- Efectivamente. Se produce una auto segrega-
ción: por el motivo que sea, las mujeres siguen
cargando con el peso de la unidad familiar y por
lo tanto ellas mismas condicionan que los pues-
tos de trabajo que buscan son los que les per-
miten disponer más de ese tiempo. Yo creo que
por ejemplo, la conciliación del trabajo con la fa-
milia y la educación de la sociedad, favorecerán
la integración. Yo no creo que haya que menta-
lizar a los empresarios.

En la anterior declaración observamos
como el empresario acepta la voluntad
de las mujeres y reconoce la ausencia de
responsabilidad por parte de la deman-
da de trabajo. Sin embargo es intere-
sante observar como reconoce la
posibilidad de favorecer la integración
a través de ciertas políticas. Textualmente
dice: “la conciliación del trabajo con la
familia y la educación de la sociedad”.
La pregunta que nos hacemos es: Si los
empresarios no son responsables de la
conciliación del trabajo con la familia
¿Quienes son los responsables? ¿Quién
debe educar a la sociedad?

5. CONCLUSIONES
Las principales conclusiones que po-
demos resaltar tras el análisis de las 
opiniones de los entrevistados y parti-
cipantes en los grupos de discusión son
las siguientes.

La renuncia voluntaria de las mujeres
a ocupar determinados puestos de tra-
bajo, es una de las principales razones
que impide su contratación. Como no
hay suficientes solicitudes de mujeres
para desarrollarlos es imposible su con-
tratación.

Las diferencias biológicas siguen sien-
do uno de los principales argumentos
que, tanto hombres como mujeres,
consideran básicas para realizar un ti-
po u otro de tarea. En las entrevistas
y grupos de discusión se destaca espe-
cialmente la incapacidad física de las
mujeres para realizar tareas que re-
quieran fuerza física, y se recalca la
igualdad intelectual de hombres y mu-
jeres. También se resalta la ausencia de
barreras para realizar cualquier tipo de
ocupación por parte de los hombres.

Los roles que las mujeres asumen por
la posición que tienen dentro de la fa-
milia, como esposas y madres (actitud
cultural) y no la maternidad (aptitud
biológica), son considerados determi-
nantes en sus elecciones laborales. Así,
buscan puestos de trabajo compatibles
con sus responsabilidades domésticas
y prefieren ocupaciones y/o sectores
feminizados donde se asume su doble
jornada, ya que saben que en ellos, la
empresa tendrá que aceptar la situa-
ción ya que no tiene otra alternativa.
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La incorporación de las mujeres en
puestos que anteriormente eran ocu-
pados totalmente por hombres no ha
llevado a un proceso de integración de
ambos sexos sino a un proceso de fe-
minización de la ocupación y a la re-
ducción de los salarios de mercado, lo
que fuerza a los hombres a rechazar
estos puestos dada su condición social
de sustentador principal de la familia,
mientras que las mujeres los aceptan
ya que los consideran como ayuda fa-
miliar o en ultima instancia como su-
ficientes para auto mantenerse.

El temor al rechazo social es una de
las principales razones que impide a las
mujeres la integración en puestos de
trabajo considerados masculinos. 

La auto segregación que se imponen
las mujeres es aceptada por los em-
presarios y empresarias como algo aje-
no a sus políticas de empresa.

Finalmente queremos destacar que tan-
to los entrevistados como los partici-
pantes en los grupos de discusión han
resaltado que en la actualidad la con-
ciliación familiar-laboral no existe.
Consideran que es algo lejano que de-
penderá de las acciones del gobierno
y, lamentablemente, que las empresas
no tienen ninguna responsabilidad en
este sentido. 

En estos momentos, unos meses des-
pués de la recogida de información de
este estudio, el gobierno ya ha dado
un paso en este sentido aprobando la
Ley para la Igualdad Efectiva entre
mujeres y hombres , lo que automá-
ticamente supone el reconocimiento
de responsabilidad para muchas em-
presas. Pero todavía queda por supe-
rar lo más importante, el cambio de
actitud de las propias mujeres que ofre-
cen su trabajo en el mercado. Son ellas
las que deben superar las barreras que
con frecuencia se autoimponen para
reclamar su derecho a ocupar las po-
siciones en el mercado de trabajo que
como ciudadanas les corresponden.

3

Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo, para
la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres,
que entró en vigor el 24 de marzo de 2007.
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